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ORDEN DEL DfA: 

Dictámenes de Comisiones sobre Proyectos y Proposiciones de ley remitidos por el Congreso de los Diputados. 

- De la Comisión de Econom’a y Hacienda en relación con el Proyecto de ley sobre suscripción por España de accio- 
nes del capital de la Corporación Financiera Internacional (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Gefiera- 
les», Senado, Serie 11, número 19, de fecha 8 de abril de 1994). (Número de expediente S. 621/000019.) (Número de 
expediente C. D. 121/000015.) 

- De la Comisión de Economía y Hacienda en relación con el Proyecto de ley sobre Participación de España en el 
Fondo para el Medio Ambiente Mundial (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generaies», Senado, Serie 
11, número 21, de fecha 8 de abril de 1994). (Número de expediente S .  621/000021.) (Número de expediente C. D. 

- De la Comisión de Asuntos Exteriores en relación con la Proposición de ley reguladora del procedimiento de infor- 
mación y participación parlamentaria en la Comisión Mixta para la Unión Europea (publicado en el «Boletín Ofi- 
cial de las Cortes Generales», Senado, Serie III-B, número 13, de fecha 11 de abril de 1994). (Número de expediente 
S. 624/000001.) (Número de expediente C. D. 122/000024.) 

- Dictamen de la Comisión General de las Comunidades Autónomas en relación con la Proposición de ley de modifi- 
cación del artículo 9.1 de la Ley 2911990, de 26 de diciembre, del Fondo de Compensación Interterritorial (publi- 
cado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Serie III-A, número 10, de fecha 30 de marzo de 1994). 
(Número de expediente 622/000010.) 
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Toma en consideración de Proposiciones de ley del Senado. 

- Proposición de ley Orgánica de modificación de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucio- 
nal (autor: Grupo Parlamientario Popular en el Senado) (publicada en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», 
Senado, Serie III-A, número 11, de fecha 18 de febrero de 1994). (Número de expediente 622/000008.) 

Conocimiento por el Pleno de Tratados y Convenios Internacionales remitidos por el Congreso de los Diputados. 

Canje de Notas constitutijo del Acuerdo entre España y Tailandia sobre la modificación del Acuerdo sobre trans- 
porte aéreo entre el Gobieirno del Reino de España y el Gobierno del Reino de Taiiandia de 6 de septiembre de 1979 
(publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Serie IV, número 35, de fecha 3 de marzo de 
1994). (Número de expedicmte S .  610/000035.) (Número de expediente C. D. 110/000034.) 

Convenio entre el Reino de España y la República Argentina para evitar la doble imposición y prevenir la evasión 
fiscal en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio y de su Protocolo Anejo, hecho en Madrid el 21 
de julio de 1992 (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Serie IV, número 36, de fecha 3 
de marzo de 1994). (Número de expediente S. 610/000036.) (Número de expediente C. D. 110/000035.) 

Acuerdo Marco de Cooperación Cultural, Científica y Técnica entre el Reino de España y el Reino Hachemita de 
Jordania, firmado en Amrnán el 21 de enero de 1993 (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Se- 
nado, Serie IV, número 37, de fecha 3 de marzo de 1994). (Número de expediente S. 610/000037.) (Número de expe- 
diente C. D. 110/000037.) 

Convenio Marco de Cooperación Científica, Técnica, Cultural y Educativa entre el Reino de España y la República 
Argelina Democrática Popular, hecho en Argel el 5 de abril de 1993 (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes 
Generales», Senado, Serie IV, número 38, de fecha 3 de marzo de 1994). (Número de expediente S. 610/000038.) 
(Número de expediente C. D. 110/000038.) 

Tratado de Buena Vecindad, Amistad y Cooperación entre el Reino de España, la República Francesa y el Princi- 
pado de Andorra, hecho e111 Madrid y París el 1 de junio de 1993 y en Andorra la Vieja el 3 de junio de 1993 (publi- 
cado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Serie IV, número 39, de fecha 3 de marzo de 1994). 
(Número de expediente S. 610/000039.) (Número de expediente C. D. 110/000039.) 

Convenio entre el Reino de España y los Estados Unidos Mexicanos para evitar la doble imposición en materia de 
impuestos sobre la renta y el patrimonio y prevenir el fraude y la evasión fiical y su Protocolo Anejo, firmado <cad 
referendum» en Madrid el 24 de julio de 1992 (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, 
Serie IV, número 40, de fecha 3 de marzo de 1994). (Número de expediente S. 610/000040.) (Número de expediente 
C. D. 110/000040.) 

Tratado General de Cooperación y Amistad entre el Reino de España y la República Federativa del Brasil y 
Acuerdo Económico integrante del mismo, firmado «ad referéndum en Madrid el 23 de julio de 1992 (publicado 
en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Serie IV, número 41, de fecha 3 de marzo de 1994). (Número 
de expediente S. 610/000041.) (Número de expediente C. D. 110/000041.) 

Tratado General de Cooperación y Amistad entre el Reino de España y la República Oriental del Uruguay y Anejo, 
así como Acuerdo Económico integrante del mismo, firmado en Madrid el 23 de julio de 1992 (publicado en el d o -  
letín Oficial de las Cortes Generales», Señado, Serie IV, número 42, de fecha 3 de marzo de 1994). (Número de ex- 
pediente S.  610/000042.) (Número de expediente C. D. 110/000042.) 

Acuerdo para la Promoción y la Protección Recíprocas de Inversiones entre el Reino de España y la República 
Oriental del Uruguay, hecho en Madrid el 7 de abril de 1992 (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Gene- 
rales», Senado, Serie IV, número 43, de fecha 3 de marzo de 1994). (Número de expediente S. 610/000043.) (Número 
de expediente C. D. 110/000043.) 

Acuerdo entre el Reino de España y el Principado de Andorra relativo al Estatuto del Copríncipe Episcopal, fw- 
mado en Madrid el 23 de julio de 1993 (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Serie IV, 
número 44, de fecha 3 de marzo de 1994). (Número de expediente S. 610/000044.) (Número de expediente C. D. 
110/000044.) 

Acuerdo de Promoción y Yrotección Recíprocas de Inversiones entre el Reino de España y la República de Filipi- 
nas, firmado en Madrid el 19 de octubre de 1993 (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, 
Serie IV, número 47, de fecha 10 de marzo de 1994). (Número de expediente S.  610/000047.) (Número de expediente 
C. D. 110/000045.) 
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Canje de Notas constitutivo de Acuerdo para la modificación del Convenio entre el Gobierno de España y el Go- 
bierno de la República de Paraguay sobre transporte aéreo de 12 de mayo de 1976 (publicado en el «Boletín Oficial 
de las Cortes Generales», Senado, Serie IV, número 48, de fecha 10 de marzo de 1994). (Número de expediente S. 
610/000048.) (Número de expediente C. D. 110/000046.) 

Adhesión de España al Protocolo de 1988 relativo al Convenio Internacional para la seguridad de la vida humana 
en el mar, 1974, hecho en Londres el 11 de noviembre de 1988 (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Gene- 
rales», Senado, Serie IV, número 49, de fecha 10 de marzo de 1994). (Número de expediente S. 610/000049.) (NÚ- 
mero de expediente C. D. 110/000047.) 

Convenio entre el Reino de España y la República de Guatemala sobre Cooperación Jurídica, firmado uad refe- 
réndum» en Guatemala el 23 de marzo de 1993 (publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, 
Serie IV, número 50, de fecha 10 de marzo de 1994). (Número de expediente S.  610/000050.) (Número de expediente 
C. D. 110/000048.) 

Declaración de Aceptación de España de la Adhesión de la República de Chipre al Convenio relativo a la obtención 
de pruebas en el extranjero en materia civil o mercantil, hecho en La Haya el 18 de marzo de 1970 (publicado en el 
«Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Serie IV, número 51, de fecha 10 de marzo de 1994). (Número de 
expediente S. 610/000051.) (Número de expediente C. D. 110/000063.) 

Mociones consecuencia de interpelación. 

Del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, por la que se insta al Gobierno a que, con la mayor urgencia po- 
sible, remita a las Cortes Generales un proyecto legislativo creador de un Fondo de Garantía encargado de antici- 
par las cantidades necesarias para hacer frente a las situaciones de necesidad causadas por el impago de las pen- 
siones de alimentos debidas a los hijos, reconocidas en decisión judicial, en convenio judicialmente aprobado o a 
los que afecte el cumplimiento del artículo 39.2 de la Constitución española (publicada en el «Boletín Oficial de las 
Cortes Generales», Senado, Serie 1, número 102, de fecha 11 de abril de 1994). (Número de expediente 
671/000003.) 

Del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, por la que se insta al Gobierno a que presente un programa de ac- 
tuaciones que posibilite la construcción de las viviendas comprometidas por la cooperativa Promoción Social de Vi- 
viendas (PSV); a que remita a las Cortes un Proyecto de ley para el correcto desarrollo del cooperativismo de vi- 
viendas y a que lleve a cabo las actuaciones precisas para solucionar el problema de los cooperativistas de la coope- 
rativa Promoción Social de Viviendas (PSV) (publicada en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Se- 
rie 1, número 102, de fecha 11 de abril de 1994). (Número de expediente 671/000004.) 

Mociones: 

- Del Grupo Parlamentario de Coalición Canaria del Senado, por la que el Senado insta al Gobierno para que en el 
plazo de tres meses culmine los estudios tendentes a la mejora en la prestación del Servicio de Correos en la Comu- 
nidad Autónoma de las Islas Canarias y dentro de dicho término las exponga ante esta Cámara (publicada en el 
«Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Serie 1, número 60, de fecha 27 de diciembre de 1993). (Número 
de expediente 662/000031.) 

- Del Grupo Parlamentario de Coalición Canaria del Senado, por la que el Senado insta al Gobierno para que 
modifique la legislación vigente, con el objeto de que se destine a los Centros Asociados de la Universidad Na- 
cional de Educación a Distancia (UNED) el 50% de las tasas académicas que generan, sin requisito de número 
mínimo de alumnos, antes de que comience el próximo curso académico (publicada en el «Boletín Oficial de las 
Cortes Generales», Senado, Serie 1, número 60, de fecha 27 de diciembre de 1993). (Número de expediente 

' 662/000032.) 

- Dei Grupo Parlamentario Socialista, por la que se insta al Gobierno de la Nación a que destine una parte significa- 
tiva del 1% de las inversiones para la protección y conservación de nuestro Patrimonio Histórico previsto en el ar- 
tículo 68 de la Ley del Patrimonio Histórico Español, a la conservación de los monumentos catedralicios, especial- 
mente de los declarados Patrimonio de la Humanidad, así como al inventariado de su contenido mueble, a través de 
convenios o de otras formas de colaboración con las Comunidades Autónomas (publicada en el «Boletín Oficial 
de las Cortes Generales», Senado, Serie 1, número 102, de fecha 11 de abril de 1994). (Número de expe- 
diente 66Y000052.) 



- 1424 - 
SENADO 13 DE ABRIL DE 1994.-Nú~. 30 

S U M A R I O  
Se reanuda la sesión a las dieí: horas y diez minutos. 
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DICTAMENES DE COMISIONES SOBRE 

PROYECTOS Y PROPOSICIONES DE 

GRESO DE LOS DIPUTADOS ................ LEY REMITIDOS PiOR EL CON- 
1428 

Página 
De la Comisión de Economí:i y Hacienda en 

relación con el Proyecto de ley sobre sus- 
cripción por España de acciones del capi- 
tal de la Corporación Financiera Inter- 
nacional....................................................... 1428 

Página 
De la Comisión de Economí:i y Hacienda en 

relación con el Proyecto de ley sobre Par- 
ticipación de España en el Fondo para el 
Medio Ambiente Mundial ......................... 1428 

El señor González h e ,  Presidente de la Comisión, comu- 
nica a la Cámara que ha sido designado para presentar 
ambos dictámenes el señor Segura Clavell, quien así lo 
hace a continuación. No se hace uso del turno de por- 
tavoces. 

- Se aprueba el dictamen de la Comisión de Economía y Ha- 
cienda en relación con el Proyecto de ley sobre sus- 
cripción por España de acciones del capital de la Cor- 
poración Financiera Internacional, por asentimiento 
de la Cámara. 

Se aprueba el dictamen de la Comisión de Economía y Ha- 
cienda en relación con el Proyecto de ley sobre Partici- 
pación de España en el Fondo para el Medio Ambiente 
Mundial, por asentimiento de la Cámara. 

Página 
De la Comisión de Asuntos Exteriores en re- 

lación con la Proposició.n de ley regula- 
dora del procedimiento dle información y 
participación parlamentaria en la Comi- 
sión Mixta para la Unión Europea ........... 1429 

El señor Bolinaga Bengoa, Vcepresidente de la Comisión, 
comunica a la Cámara que ha sido designadaparapre- 
sentar el dictamen la señora Flores Valencia, quien así 
lo hace a continuación. No se produce debate de totali- 
dad. 

Comienza'el debate de las enmiendas. El señor Barbuzano 
González defiende la enmienda número 7, del Grupo de 
Coalición Canaria. El señor Bolinaga Bengoa defiende 
la enmienda número 1, del Grupo de Senadores Nacio- 
nalistas Vascos. El señor Segura Clavell consume un 
turno en contra. En tumo de portavoces, hacen uso de 

la palabra los señores Bolinaga Bengoa, por el Grupo 
de Senadores Nacionalistas Vascos; Barbuzano Gonzá- 
lez, por el Grupo de Coalición Canaria; Ibarz i Casa- 
devall, por el Grupo Catalán en el Senado de Con- 
vergencia i Unió; Rodríguez Gómez, por el Grupo Po- 
pular; y Segura Clavell, por el Grupo Socialista. 

Se rechaza la enmienda número 7, del Grupo de Coalición 
Canaria, por 12 votos a favor; 193 en contra y 4 abs- 
tenciones. 

Se rechaza la enmienda número 1, del Grupo de Senadores 
Nacionalistas Vascos, por 12 votos a favor y 201 en 
contra. 

Se aprueba una propuesta de modificación respecto al ar- 
tículo 3, apartado a), firmada por todos los Grupos 
Parlamentarios, por asentimiento de la Cámara. 

Se aprueban los artículos 1 a 4, las disposiciones adicio- 
nales primera y segunda, la disposición derogatoria, la 
disposición final, la Exposición de Motivos y el Título 
del Proyecto de ley, con las modificaciones introduci- 
das, por unanimidad. 

El señor Presidente comunica a la Cámara el traslado de 
las enmiendas aprobadas por el Senado al Congreso de 
los Diputados. 

Página 
Dictamen de la Comisión General de las Co- 

munidades Autónomas en relación con la 
Proposición de ley de modificación del 
artículo 9.1 de la Ley 29/1990, de 26 de 
diciembre, del Fondo de Compensación 
Interterrítoríal ............................................ 1436 

El señor Reventós i Camer; Presidente de la Comisión, co- 
munica a la Cámara que ha sido designada para pre- 
sentar el dictamen la señora Luzardo Romano, quien 
así lo hace a continuación. No se produce debate de to- 
talidad. 

Se aprueba la supresión del último párrafo de la Exposi- 
ción de Motivos, por asentimiento de la Cámara. 

Se aprueba el dictamen de la Comisión General de las Co- 
munidades Autónomas, por unanimidad. 
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POSICIONES DE LEY DEL SENADO .. 
Página 

Proposición de ley Orgánica de modificación 
de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octu- 
bre, del Tribunal Constitucional (autor: 
Grupo Parlamentario Popular en el Se- 
nado) ............................................................ 1437 
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El señor Moya Sanabria defiende la Proposición de ley. El 
señor Arévalo Santiago consume un turno en contra. 
En turno de portavoces, hacen uso de la palabra los se- 
ñores Sanz Cebrián, por el Grupo de Senadores Nacio- 
nalistas Vascos; Rigol i Roig, por el Grupo Catalán en 
el Senado de Convergencia i Unió; Moya Sanabria, por 
el Grupo Popular, y Arévalo Santiago, por el Grupo So- 
cialista. Los señores Moya Sanabria y Arévalo San- 
tiago intervienen de nuevo en virtud del artículo 87. 

Se rechaza la toma en consideración de la Proposición de 
ley del Grupo Popular por 103 votos a favor y 11.5 en 
contra. 

CONOCIMIENTO POR EL PLENO DE 

NACIONALES REMITIDOS POR 

DOS .............................................................. 

TRATADOS Y CONVENIOS INTER- 

EL CONGRESO DE LOS DIPUTA- 

Canje de Notas constitutivo del Acuerdo en- 
tre España y Tailandia sobre la modifica- 
ción del Acuerdo sobre transporte aéreo 
entre el Gobierno del Reino de España y 
el Gobierno del Reino de Tailandia de 6 
de septiembre de 1979 ................................ 
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No habiéndose consumido turnos a favol; en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli- 
garse. 

Página 
Convenio entre el Reino de España y la Re- 

pública Argentina para evitar la doble 
imposición y prevenir la evasión fiscal en 
materia de impuestos sobre la renta y so- 
bre el patrimonio y d e  su Protocolo 
Anejo, hecho en Madrid el 21 de julio de 
1992 ............................................................. 1446 

No habiéndose consumido turnos a favor, en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli- 
garse. 

Página 
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Científica y Técnica entre el Reino de Es- 
paña y el Reino Hachemita de Jordania, 
firmado en Ammán el 21 de enero de 
1993 ............................................................. 1446 

No habiéndose consumido turnos a favol; en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli- 
garse. 
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Técnica, Cultural y Educativa entre el 
Reino de España y la República Argelina 
Democrática Popular, hecho en Argel el 5 
de abril de 1993 .......................................... 1446 

No habiéndose consumido turnos a favol; en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli- 
garse. 

Página 
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ción entre el Reino de España, la República 
Francesa y el Principado de Andorra, hecho 
en Madrid y París el 1 de jynio de 1993 y en 
Andorra la Vieja el 3 de junio de 1993 .__. 1447 

El señor Reventós i Carner consume un turno a favor. En 
turno de portavoces, hacen uso de la palabra los seño- 
res Rodríguez Gómez, por el Grupo Populal; y Ferrer i 
Roca, por el Grupo Catalán en el Senado de Con- 
vergencia i Unió. 

Se aprueba por asentimiento y se autoriza al Gobierno a 
prestar su consentimiento para obligarse. 
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1992 ........................................................ 1448 

El señor Castro Rabadán consume un turno a favor. En 
turno de portavoces, hacen uso de la palabra los seño- 
res Bolinaga Bengoa, por el Grupo de Senadores Na- 
cionalistas Vascos, y Fernández Aguilal; por el Grupo 
Popular. 

Se aprueba por asentimiento y se autoriza al Gobierno a 
prestar su consentimiento para obligarse. 
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Tratado General de Cooperación y Amistad 

entre el Reino de España y la República 
Federativa del Brasil y Acuerdo Econó- 
mico integrante del mismo, firmado «ad 
referéndum» en Madrid el 23 de julio de 
1992 ............................................................. 1450 

No habiéndose consumido turnos a favol; en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli- 
garse. 
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No habiéndose consumido tunios a favol; en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
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No habiéndose consumido turnos a favol; en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
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No habiéndose consumido tunzos a favol; en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli- 
garse. 
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No habiéndose consumido turnos a favol; en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli- 
garse. 
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No habiéndose consumido turnos a favol; en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
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No habiéndose consumido turnos a favol; en contra ni de 
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza 
al Gobierno a prestar su Consentimiento para obli- 
garse. 

Página 
Declaración de Aceptación de España de la 

Adhesión de la República de Chipre al 
Convenio relativo a la obtención de prue- 
bas en el extranjero en materia civil o 
mercantil, hecho en La Haya el 18 de 
marzo de 1970 ............................................ 1452 

No habiéndose consumido turnos a favol; en contra ni de 
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al Gobierno a prestar su consentimiento para obli- 
garse. 

Página 
MOCIONES CONSECUENCIA DE IN- 

TERPELACI~N ........................................ 1452 

Página 
Del Grupo Parlamentario Popular en el Se- 

nado, por la que se insta al Gobierno a 
que, con la mayor urgencia posible, re- 
mita a las Cortes Generales un proyecto 
legislativo creador de un Fondo de Ga- 
rantía encargado de anticipar las canti- 
dades necesarias para hacer frente a las 
situaciones de necesidad causadas por el 
impago de las pensiones de alimentos de- 
bidas a i'os hijos, reconocidas en decisión 
judicial, en convenio judicialmente apro- .. 
bado o a los que afecte el cumplimiento 
del artículo 39.2 de la Constitución espa- 
ñola .............................................................. 1452 

El señor Fernández Aguilar defiende la moción. El señor 
Zarallo Cortés consume un turno en contra. En turno 
de portavoces, hacen uso de la palabra los señores Bo- 
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linaga Bengoa, por el Grupo de Senadores Nacionalis- 
tas Vascos; Travieso Darias, por el Grupo de Coalición 
Canaria, y Vallvé i Navarro, por el Grupo Catalán en el 
Senado de Convergencia i Unió. Vuelve a intervenir el 
señor Femández Aguilal: 

Se rechaza la moción del Grupo Popular por 105 votos a 
favor y 113 en contra. 

Página 
Del Grupo Parlamentario Popular en el Se- 

nado, por la que se insta al Gobierno a 
que presente un programa de actuacio- 
nes que posibilite la construcción de las 
viviendas comprometidas por la coopera- 
tiva Promoción Social de Viviendas 
(PSV); a que remita a las Cortes un Pro- 
yecto de ley para el correcto desarrollo 
del cooperativismo de viviendas y a que 
lleve a cabo las actuaciones precisas para 
solucionar el problema de los cooperati- 
vistas de la cooperativa Promoción Social 
de Viviendas (PSV) .................................... 1457 

El señor García Camero defiende la moción. El señor Ga- 
llego Cuesta consume un turno en contqa. En turno de 
portavoces, hacen uso de la palabra los señores Barbu- 
zano González, por el Grupo de Coalición Canaria, y 
Beguer i Oliveres, por el Grupo Catalán en el Senado 
de Convergencia i Unió. Vuelven a intervenir los seño- 
res García Carnero y Gallego Cuesta. 

Se rechaza la moción del Grupo Popular por 94 votos a fa-  
vor, 113 en contra y 7 abstenciones. 

Se suspende la sesión a las catorce horas y treinta minu- 
tos. 

Se reanuda la sesión a las dieciséis horas y diez minutos. 

Página 
MOCIONES ..................................................... 1462 

Página 
Del Grupo Parlamentario de Coalición Ca- 

naria del Senado, por la que el Senado 
insta al Gobierno para que en el plazo de 
tres meses culmine los estudios tenden- 
tes a la mejora en la prestación del Ser- 
vicio de Correos en la Comunidad Autó- 
noma de las Islas Canarias y dentro de 
dicho término las exponga ante esta Cá- 
mara .......................................................... 1462 

El señor Presidente anuncia la presentación de una pro- 
puesta de modificación a esta moción, firmada por los 
Grupos Parlamentarios Socialista, Popular, Catalán 
en el Senado de Convergencia i Unió, Senadores Na- 
cionalistas Vascos, Coalición Canaria y Mixto. 

El señor Travieso Darias defiende la moción originaria. 
En tumo de portavoces, hacen uso de la palabra los se- 
ñores Gangoiti Llaguno, por el Grupo de Senadores 
Nacionalistas Vascos; Beguer i Oliveres, por el Grupo 
Catalán en el Senado de Convergencia i Unió; Ortiz 
Pérez, por el Grupo Populal; y Martín Sánchez, por el 
Grupo Socialista. 

Se aprueba la moción alternativa por asentimiento de la 
Cámara. 

Página 
Del Grupo Parlamentario de Coalición Ca- 

naria del Senado, por la que el Senado 
insta al Gobierno para que modifique la 
legislación vigente, con el objeto de que 
se destine a los Centros Asociaciones de 
la Universidad Nacional de Educación a 
Distancia (UNED) el 50% de las tasas 
académicas que generan, sin requisito de 
número mínimo de alumnos, antes de 
que comience el próximo curso acadé- 
mico............................................................ 1467 

El señor Presidente anuncia la presentación de una pro- 
puesta de mod$cación a esta moción, suscrita por los 
Grupos Parlamentarios Socialista, Catalán en el Se- 
nado de Convergencia i Unió, Senadores Nacionalistas 
Vascos, Coalición Canaria y Mixto. 

El señor Travieso Darias defiende la moción originaria. 
En tumo de portavoces, hacen uso de la palabra los se- 
ñores Torrontegui Gangoiti, por el Grupo de Senadores 
Nacionalistas Vascos; Vallvé i Navarro, por el Grupo 
Catalán en el Senado de Convergencia i Unió; López 
San Miguel, por el Grupo Popular, e Iglesias Marcelo, 
por el Grupo Socialista. 

Se aprueba la moción alternativa por 121 votos a favor y 
92 abstenciones. 

Página 
Del Grupo Parlamentario Socialista, por la 

que se insta al Gobierno de la Nación a 
que destine una parte significativa del 
1% de las inversiones para la protección 
y conservación de nuestro Patrimonio 
Histórico previsto en el artículo 68 de la 
Ley del Patrimonio Histórico Español, a 
la conservación de los monumentos cate- 
draiicios, especialmente de los declarados 
Patrimonio de la Humanidad, así como al 
inventariado de su contenido mueble, a 
través de convenios o de otras formas de 
colaboración con las Comunidades Autó. 
nomas .......................................................... 1472 

El señor Presidente anuncia la presentación de una en- 
mienda a esta moción por parte del Grupo Populal: 
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El señor Granado Martinez dttfiende la moción. El señor 
Van-Halen Acedo defiende !a enmienda del Grupo Po- 
pulal: Le contesta el señor Granado Martínez. En turno 
de portavoces, hacen uso dc la palabra los señores To- 
rrontegui Gangoiti, por el Grupo de Senadores Nacio- 
nalistas Vascos, y Beguer i Oliveres, por el Grupo Ca- 
talán en el Senado de Convcrg2ncia i Unió. Los señores 
Van-Halen Acedo y Granado Martínez intervienen de 
nuevo en virtud del artículo 87. 

Se rechaza la enmienda del Gizlpo Popular por 91 votos a 
favor y 11 7 en contra. 

Se aprueba la moción del Grupo Socialista por 206 votos 
a favor de los 206 emitidos. 

Se levanta la sesión a las dieciocho horas y treinta minu- 
tos. 

Se reanuda la sesión a las diez horas y diez minutos. 

El señor PRESIDENTE: Señorías, se reanuda la sesión. 

DICTÁMENES DE COMISIONES SOBRE PROYEC- 
TOS Y PROPOSICIONES DE LEY REMITIDOS POR 
EL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS: 

- DE LA COMISI~N DE ECONOMÍA Y HACIENDA 

DEL CAPITAL DE LA CORPORACI~N FINAN- 

EN RELACIÓN CON EI, PROYECTO DE LEY SO- 
BRE SUSCIUPCIÓN POR ESPAÑA DE ACCIONES 

CIERA INTERNACIONAL. (S. 621/000019) (C. D. 
12 1/0000 15 .) 

- DE LA COMISI~N DE ECONOMÍA Y HACIENDA 
EN RELACIÓN CON EL PROYECTO DE LEY SO- 
BRE PARTICIPACIÓN DE ESPAÑA EN EL FON- 
DO PARA EL MEDIO AMBIENTE MUNDIAL. 
( S .  621/000021) (C. D. 121/000020.) 

El señor PRESIDENTE Punto cuarto del orden del día: 
Dictámenes de comisiones sobre proyectos y proposicio- 
nes de ley remitidos por el Congreso de los Diputados. 

Dictamen de la Comisión de Econom’a y Hacienda en 
relación con el proyecto de ley sobre suscripción por Es- 
paña de acciones del capital de la Corporación Financiera 
Internacional, que se public6 en los boletines correspon- 
dientes, con fecha 8 de abril de 1994. Como recuerdan sin 
duda sus señorías, este proyecto fue enmendado y modifi- 
cado, pero no tiene votos paiticulares y, por lo tanto, esta- 
remos a lo que resulta dv este tipo de debates sin votos par- 
ticulares que mantengan enmiendas. 

¿El señor Presidente de la Comisión de Econom’a y Ha- 
cienda tiene la bondad de se:ñalar si algún miembro de la 

Comisión va a efectuar la presentación del dictamen? 
(Pausa.) 

Tiene la palabra el Senador González Laxe. 

El señor GONZÁLEZ LAXE: Gracias, señor Presi- 
dente. 

El Senador don José Segura, en nombre de la Comisión 
de Econom’a y Hacienda, va a hacer la presentación de los 
dos dictámenes sobre proyectos de ley, tanto del relativo a 
la suscripción por España de acciones del capital de la Cor- 
poración Financiera Internacional como del que se gefiere 
a la participación de España en el Fondo para el Medio 
Ambiente Mundial. 

’ El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador González 
Laxe. 

Tiene la palabra el Senador Segura. 

El señor SEGURA CLAVELL: Muchas gracias, Presi- 
dente. 

Señorías, siguiendo el mandato al que ha hecho refe- 
rencia el Presidente de la Comisión y producido por la Co- 
misión de Econom’a y Hacienda en la última sesión cele- 
brada, me corresponde la presentación de este proyecto de 
ley que, dado el consenso que conlleva, haré con la mayor 
brevedad posible. 
’ Señorías, el pasado día 3 de marzo tuvo entrada en esta 

Cámara el texto aprobado por el Pleno del Congreso de los 
Diputados, relativo al proyecto de ley sobre suscripción 
por España de acciones del capital de la Corporación Fi- 
nanciera Internacional. 

Ordenada por la Presidencia su remisión a la Comisión 
de Economía y Hacienda y fuializado el plazo de presenta- 
ción de enmiendas, el pasado día 15 de marzo se presenta- 
ron dos de ellas por parte del Grupo Pariamentario Socia- 
lista y no haciéndolo ninguno de los restantes grupos par- 
lamentarios. 

La Comisión de Econom’a y Hacienda, celebrada el pa- 
sado día 6 de abril, incorporó ambas enmiendas al texto le- 
gislativo procedente del Congreso, modificando los artícu- 
los 1 y 2, acuerdo que se adoptó por unanimidad, y produ- 
ciendo el dictamen que se somete a la consideración de la 
Cámara, que ha sido publicado en su integridad en la Serie 
11 de proyectos de ley el pasado día 8 de abril. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
¿Ningún señor portavoz solicita la palabra? (Pausa.) 
¿Puede entenderse aprobado por asentimiento, en pn- 

mer lugar, el dictamen de la Comisión de Econom’a y Ha- 
cienda, en relación con el proyecto de ley sobre suscrip- 
ción por España de acciones del capital de la Corporación 
Financiera Internacional? (Asentimiento.). 

Así se declara y, por tanto, tal y como dispone el ar- 
tículo 90 de la Constitución, se dará traslado de las en- 
miendas aprobadas por el Senado al Congreso de los Di- 
putados para que éste se pronuncie sobre las mismas en 
forma previa a la sanción definitiva por Su Majestad el 
Rey. 
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También solicito criterio de la Cámara sobre si puede 
ser aprobado por asentimiento el dictamen de la misma 
Comisión en relación con el proyecto de ley sobre partici- 
pación de España en el Fondo para el Medio Ambiente 
Mundial, que se publicó con fecha 8 de abril de 1994 en los 
boletines correspondientes y que está en las mismas condi- 
ciones que el anterior proyecto. 

LEstá la Cámara de acuerdo en que se entienda apro- 
bado por asentimiento? (Pausa.) 

Por tanto, así se declara y tal y como dispone el artículo 
90 de la Constitución se dará traslado de las enmiendas 
aprobadas por el Senado al Congreso de los Diputados 
para que éste se pronuncie sobre las mismas en forma pre- 
via a la sanción definitiva por Su Majestad el Rey. 

- DE LA COMISI~N DE ASUNTOS EXTERIORES, 

FORM ACIÓN Y PARTICIPACI~N PARLAMENTA- 
RIA EN LA COMISI~N MIXTA PARA LA UNIÓN 

EN RELACIÓN CON LA PROPOSICIÓN DE LEY 
REGULADORA DEL PROCEDIMIENTO DE IN- 

EUROPEA. (S. 624/000001) (C. D. 122/000024.) 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al dictamen de la Co- 
misión de Asuntos Exteriores, en relación con la proposi- 
ción de ley por la que se regula la Comisión Mixta para la 
Unión Europea, antes denominada proposición de ley re- 
guladora del procedimiento de información y participación 
parlamentaria en la Comisión Mixta para la Unión Euro- 
pea. Se publicó con fecha 11 de abril de 1994 en los bole- 
tines y series correspondientes. 

Tiene la palabra el Senador Bolinaga. 

El señor BOLINAGA BENGOA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Tomo la palabra para comunicarles que la Comisión de 
Asuntos Exteriores decidió por aclamación que la Sena- 
dora doña Elena Flores hiciera la presentación del dicta- 
men. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Es lógico que tratándose de la 
Senadora doña Elena Flores fuera elegida por aclamación. 

Su señoría tiene la palabra. 

La señora FLORES VALENCIA: Señor Presidente, se- 
ñorías, me corresponde, según ha dicho el Vicepresidente 
segundo de la Comisión de Asuntos Exteriores, presentar 
el dictamen sobre la proposición de ley por la que se regula 
la Comisión Mixta para la Unión Europea, antes proposi- 
ción de ley reguladora del procedimiento de información y 
participación parlamentaria en la Comisión Mixta para la 
Unión Europea. 

El mencionado texto, que entró con fecha 11 de marzo 
en el Senado, trae causa de la iniciativa elevada a la Mesa 
del Congreso de los Diputados e) 15 de septiembre de 1993 
por los grupos Socialista, Nacionalista Vasco, Federal de 
Izquierda Unida Iniciativa por Cataluña, Coalición Cana- 
ria y Convergencia i Unió, mediante la que se presentaba 

una proposición de ley sobre modificación de la Ley de 
Bases de delegación al Gobierno para la aplicación del de- 
recho de las Comunidades Europeas. 

En su origen, señorías, esta iniciativa pretendía dar 
una respuesta a la nueva situación creada por la entrada 
en vigor del Tratado de la Unión Europea y a la necesidad 
de dar un nuevo impulso a la participación de las Cortes 
Generales en las actividades de fa Unión Europea. Por 
ello, inicialmente, se presentó una propuesta de modifi- 
cación que afectaba solamente al artículo 5 de la Ley 
47/1985, de 27 de diciembre, de bases de delegación al 
Gobierno para la aplicación del derecho de las Comuni- 
dades Europeas. 

En el proceso legislativo que ha tenido lugar se han in- 
troducido modificaciones significativas en la citada inicia- 
tiva, ya que ésta no se limita solamente a la modificación 
del artículo 5 al que hacía referencia, sino que se pretendía 
su derogación y, en consecuencia, su sustitución por un 
nuevo texto de naturaleza y alcance diferentes. 

La proposición de ley, señorías, consta de una exposi- 
ción de motivos, cuatro artículos, una disposición adicio- 
nal primera, una disposición adicional segunda, una dispo- 
sición derogatoria y una disposición final. Se presentaron 
en total doce enmiendas, diez correspondientes al Grupo 
Parlamentario Popular, una al Grupo Parlamentario de Se- 
nadores Nacionalistas Vascos y una al Grupo Parlamenta- 
rio de Coalición Canaria. 

En su sesión del 7 de abril de 1994 la Comisión de 
Asuntos Exteriores procedió a la deliberación del texto de 
la proposición de ley y de sus enmiendas. El Grupo Parla- 
mentario Popular retiró las enmiendas números 2,3 y 4, ya 
que la 5 había sido previamente retirada, y las enmiendas 1 
y 7, de los grupos de Senadores Nacionalistas Vascos y 
Coalición Canaria, fueron rechazadas en la Comisión de 
Asuntos Exteriores, pero se mantuvieron, como voto parti- 
cular, para este Pleno. Las enmiendas números 8 al 12, del 
Grupo Parlamentario Popular, fueron aprobadas por unani- 
midad. 

Finalmente, quería subrayar, señorías, que ha sido pre- 
sentada a la Mesa una enmienda suscrita por los portavo- 
ces de todos los grupos parlamentarios de modificación del 
artículo 3, apartado a), que deberá ser sometida a la consi- 
deración de sus señorías. 

Por último, quiero manifestar que hubo una serie de en- 
miendas, presentadas «in voce» por parte del Grupo Parla- 
mentario Popular, que fueron aprobadas por unanimidad y 
que, a nuestro juicio, mejoraban sustancialmente tanto el 
texto de la proposición de ley, como las propias enmiendas 
presentadas por el Grupo Parlamentario Popular. El texto 
de la proposición de ley fue, igualmente, aprobado por 
unanimidad. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Senadora. 
Solicito criterio sobre intervenciones en el debate de to- 

¿Turno a favor? (Pausa.) 
¿Turno en contra? (Pausa.) 
¿Turno de portavoces? (Pausa.) 

talidad. 
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Pasamos al debate de las enmiendas sostenidas en votos 
particulares. 

El Grupo Parlamentario de Coalición Canaria del Se- 
nado sostuvo la enmienda número 7 al artículo 3, en. el 
voto particular número 1. 

El Senador Barbuzano, en representación de su Grupo 
Parlamentario, tiene la palabra. 

El señor BARBUZANO GONZÁLEZ: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

La enmienda pretende una mayor puntualización en el 
sentido de que exista la posibilidad no sólo de conoci- 
miento, sino de posteriores iniciativas parlamentarias. No 
tiene más enjundia y la mantenemos para su votación. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador. 
El voto particulaL número 2 se corresponde con la en- 

mienda número 1 del Grupo 'Parlamentario de Senadores 
Nacionalistas Vascos al artícu'lo 4. 

El Senador Bolinaga Bengoa tiene la palabra. 

El señor BOLINAGA BENGOA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Si me permite, voy a hacer una puntualización por 
cuanto que en nuestra enmienda se ha suscitado un error de 
mecanografía, y donde dice Consejo de Europa debe decir 
Consejo Europeo. Muchas gracias. 

Señorías, con el intento de introducir esta enmienda y 
de mantenerla y defenderla tr;itamos de completar y mejo- 
rar el texto del artículo 4 en particular y de la proposición 
de ley en general, con la intención de otorgarle un conte- 
nido más preciso y definitorio para que el Gobierno com- 
parezca ante el Pleno del Senado, tal como corresponde y 
es deseable para una Cámara parlamentaria que se precie 
en sus justos términos. 

Por tanto, nuestra enmienda se ajusta a una total cohe- 
rencia con la importancia y el prestigio que debe corres- 
ponder a esta Cámara del Senado y pretende valorar su 
propia esencia de elemento integrador de las Comunidades 
Autónomas, así como la intrínseca coparticipación de éstas 
en el entramado institucional y constitucional, siendo 
como son elementos constituíivos de pleno derecho para la 
función del propio Estado. 

En definitiva, a la luz que inspira el artículo 4 de la pro- 
posición de ley, propugnamos su ampliación a través de 
nuestra enmienda, que se suscita principalmente por razo- 
nes de responsabilidad y de prestigio en el funcionamiento 
del Senado, con el fin de que ambas Cámaras estén en pa- 
ridad o idéntica equidad Congreso-Senado en cuanto a las 
comparecencias del Gobierno se refiere de cara a esta pro- 
posición de ley, cuando menos. Porque, verdaderamente, 
¿qué razones discriminatoriirs pueden existir para que el 
Gobierno, en función a una única Comisión Mixta Con- 
greso-Senado, solamente tenga que comparecer ante el 
Pleno del Congreso y ;i, del Senado? ¿Qué razón más 1ó- 
gica y pertinente que la que proponemos para que el Go- 
bierno comparezca ante el Senado e informe sobre lo deci- 
dido en el Consejo de Europa sobre temas de competencia 

zxclusiva de las Comunidades Autónomas y mantener, si 
preciso fuere, un debate con los grupos parlamentarios? 
¿No es ésta, señorías, una forma idónea y equilibrada con 
perfecto encaje de razón en las funciones más propias del 
Senado, conocido por Cámara territorial o de las Comuni- 
dades Autónomas, en tanto que debe tender preferente- 
mente a la potenciación de su función territorial, según se 
deduce, y es cierto, de la reciente reforma del Reglamento 
aprobado por esta Cámara? 

En los debates de Comisión, el Senador y querido 
amigo Jaime Rodríguez razonó la negativa de su grupo, del 
Grupo Parlamentario Popular, a esta enmienda por su 
creencia de que el contenido de nuestra enmienda debiera 
ser tratado a mayor altura, sin más especificaciones, y 
desde mi punto de vista no se aclaró lo suficiente o no ter- 
minó por expresar lo que realmente pensaba. Posiblemente 
se refería a lo que tantas veces hemos reclamado desde 
nuestro grupo, es decir, que las Comunidades Autónomas 
puedan incorporarse a los grupos de trabajo y ser partki- 
pes directos en los procesos de decisión europeo; cuando 
se trate de materias de su competencia exclusiva, aunque, 
eso sí, sin diluir ni extorsionar la presencia y funciones de 
la representación del Gobierno central. 

Si la razón de fondo es ésta, tengo que compartirla en 
cuanto a que, efectivamente, es un tema que no tiene ca- 
bida ni debate en el texto de esta proposición de ley. Estoy 
de acuerdo en que requiere otro «status» para su debate y 
aprobación, si fuera procedente. Sin embargo, éste no es el 
caso que nuestra enmienda plantea, en la que bajo ninguna 
de las formas se aboga por que las Comunidades Autóno- 
mas deban participar directamente en los repetidos proce- 
sos. Al contrario, dando por sabido que su participación no 
se produce en la actualidad, es por lo que nos fundamenta- 
mos, sin más, en esta circunstancia negativa o no desarro- 
llada todavía para que el Gobierno tenga que comparecer 
ante el Pleno del Senado con el fin de informar y debatir 
con los grupos políticos las materias concernientes de un 
modo natural y democrático. 

Comprendo que la redacción de la enmienda haya po- 
dido producir una impresión equivocada por efecto de ma- 
tiz, pero lo cierto es que su inclusión no es más que de 
causa que pretende ser justificativa en una ilación retórica 
de la enmienda. Lo sustancial de la enmienda, su finalidad 
específica consiste en que el Gobierno comparezca ante 
esta Cámara en casos determinados, que es uno de los ob- 
jetivos primeros de toda Cámara parlamentaria y al que as- 
piran todos los parlamentarios, siempre que existan causas 
justificadas. Y la que esta enmienda encierra como causa- 
efecto es, a nuestro entender, sobradamente justificada. 

La dilecta Senadora Elena Flores fundamentó el re- 
chazo de su grupo a nuestra enmienda bajo el alegato de la 
recién constituida Comisión General de las Comunidades 
Autónomas, sin más precisiones y sin ninguna explicita- 
ción de causa-efecto, porque posiblemente no existe, o al 
menos este Senador no es capaz de distinguirla con clari- 
dad, tal vez porque estimqque el Pleno del Senado y la Co- 
misión General de las Comunidades Autónomas son dos 
órganos autónomos que funcionan por sí mismos, si bien 
en el seno de una misma institución parlamentaria, con la 
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particularidad de que los acuerdos del Pleno son soberanos 
y decisorios en primera instancia, en tanto que los de la 
Comisión carecen de tal característica, al tiempo que ca- 
rece también de un texto por el que el Gobierno deba com- 
parecer para informar y debatir sobre las decisiones euro- 
peas afectantes a competencias exclusivas de las Comuni- 
dades Autónomas que encierran, como es bien sabido, un 
gran potencial político y económico dentro del Estado de 
las Autonomías. 

Por otra parte, es obvio que impere un carácter neta- 
mente autónomo, asimismo, en las funciones respectivas 
de la Comisión General de las Comunidades Autónomas y 
la Comisión Mixta para la Unión Europea, tanto con res- 
pecto a los fines como a los métodos operativos de cada 
cual, debiendo señalarse lo mismo en relación a las causas 
y fundamentos de sus creaciones respectivas. Nada, pues, 
que ver una Comisión con otra, siendo ambas igualmente 
respetables y respetadas por nuestro grupo. 

Esta proposición de ley que regula no sólo el procedi- 
miento de información, sino también la participación par- 
lamentaria en la Comisión Mixta para la Unión Europea, 
debe ser analizada y estimada en sí misma en sus justos 
términos, sin connotaciones de otro tipo ni comparaciones 
que, a nuestro entender, no vienen al caso, y si es posible, 
mejorarla en su contenido y en sus fines, que sería lo más 
deseable. 

En definitiva, señorías -y termino-, lo anteriormente 
expuesto es lo que exactamente pretende nuestro grupo a 
través de la enmienda interpuesta y cuya defensa ha co- 
rrespondido a este Senador. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Para turno en contra, tiene la palabra el Senador Segura. 

(El señor Rodríguez Gómez pide la palabra.) 
¿Me pide la palabra, Senador Rodríguez, para turno en 

contra? (Pausa.) La tenía ya el Senador Segura. (Pausa.) 
El Senador Segura tiene la palabra. 

El señor SEGURA CLAVELL: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

En representación del Grupo Parlamentario Socialista, 
me corresponde hacer uso de la palabra a efectos de mar- 
car la posición de nuestro Grupo frente a las enmiendas 
presentadas por el Grupo Parlamentario de Coalición Ca- 
naria del Senado, la número 7, y por el Grupo Parlamenta- 
rio de Senadores Nacionalistas Vascos, la número 1. 

La enmienda del Grupo Parlamentario de Coalición Ca- 
naria del Senado es una enmienda de adición, como ha 
puesto de manifiesto el Senador Barbuzano, al artículo 3, 
b), introduciendo la frase: «a los efectos parlamentarios 
pertinentes». El Grupo Parlamentario Socialista estima 
que esa adición no introduce ningún planteamiento de re- 
fuerzo al propio contenido de ese artículo recogido en el 
dictamen de Comisión, que figura claramente expuesto: 
«Cuando la Comisión lo considere oportuno, podrá solici- 
tar del Gobierno la ampliación de la información remi- 
tida», y Coalición Canaria añadiría: «a los efectos parla- 
mentarios pertinentes». 

Senador Barbuzano, pem’tame que le diga que vamos 
a votar en contra porque estimamos que ese planteamiento 
ya está recogido en la base del contenido del artículo. 
Cuando un Grupo Parlamentario solicita del Gobierno in- 
formación, lo hace para que en el ejercicio de sus propias 
responsabilidades parlamentarias pueda llevar a cabo las 
actuaciones que estime oportunas. 

Por lo que se refiere a la enmienda número 1, que ha de- 
fendido el Senador Bolinaga en representación de su 
Grupo Parlamentario, tampoco la vamos a apoyar. Y lo ha- 
cemos en el entendimiento de que el planteamiento que 
subyace, y que ha expuesto claramente el Senador Boli- 
naga, es un planteamiento de dignificación parlamentaria 
de esta Cámara. Eso no podemos negarlo en absoluto. El 
Senador Bolinaga lo ha argumentado diciendo que se trata 
de reforzar la personalidad institucional del Senado, ha- 
ciendo que, una vez que se haya celebrado un Consejo 
europeo, el Gobierno comparezca ante esta Cámara para 
informar de los contenidos más relevantes aprobados en 
ese Consejo y, consiguientemente, producir el debate par- 
lamentario pertinente. Nosotros compartimos la intencio- 
nalidad, porque consideramos que es positiva, pero tam- 
bién entendemos que ese planteamiento ya está recogido 
en decisiones que el propio Senado ha adoptado meses 
atrás en la elaboración del nuevo Reglamento. 

Señoría, concretamente, como usted muy bien sabe, la 
Comisión General de las Comunidades Autónomas, en su 
reglamentación aprobada por esta Cámara con una abru- 
madora mayoría, recoge, en el artículo 56, p) que corres- 
ponde a la Comisión General de las Comunidades Autóno- 
mas la función’ de ser informada por el Gobierno y la Co- 
misión Mixta Congreso-Senado para las Comunidades Eu- 
ropeas sobre los procesos de adaptación normativa o actos 
de los órganos de la Unión Europea con trascendencia re- 
gional o autonómica. Consiguientemente, señoría, el 
Grupo Parlamentario Socialista estima que, en coherencia 
y en consonancia con esta función que se recoge en el ar- 
tículo 56 del actual Reglamento del Senado, atribuyendo 
esa función específica a la Comisión General de las Co- 
munidades Autónomas, es más adecuado que las posibles 
comparecencias del Gobierno de la nación se lleven a cabo 
en el marco de esa Comisión General por cuanto, además, 
por su actual composición, se garantiza que los represen- 
tantes de los propios Consejos de gobierno de las diferen- 
tes Comunidades Autónomas del Estado español puedan, 
si así lo estiman oportuno, participar activamente en ese 
conjunto amplio de comparecencias que pueden decidir la 
Mesa y la Junta de Portavoces de la Comisión General. 

Señoría, no podemos poner en tela de juicio, en abso- 
luto, la personalidad institucional, el carácter bicameral de 
las Cortes Generales, tal como ha puesto de manifiesto el 
portavoz del Grupo Parlamentario de Senadores Naciona- 
listas Vascos, Senador Bolinaga. Pero pensamos que ya se 
ha establecido un cauce en el seno de esa Comisión Gene- 
ral, y que ese cauce es lo suficientemente participativo, lo 
suficientemente rico, por cuanto va a permitir también la 
participación de los representantes de los Gobiernos de las 
Comunidades Autónomas y, consiguientemente, la Cá- 
mara ha dado, meses atrás, un paso muy importante en el 
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ejercicio de su personalidad in stitucional. Además, seño- 
ría, piense que este texto 1egisla.tivo que está siendo objeto 
de debate en este punto no surge como consecuencia de 
una vocación legislativa para esiablecer mecanismos regu- 
ladores de participación del Gobierno en las Cámaras, sino 
que surge, esencialmente, con la intencionalidad de dar 
cumplimiento a la disposición decimotercera de resolución 
del Tratado de la Unión Europea, en el que «invita» a los 
Parlamentos nacionales a un mecanismo de autorregula- 
ción a efectos de una mayor co-participación en los meca- 
nismos legislativos de la propia Unión Europea. 

Con estos argumentos, señoría, pensamos que el Grupo 
Parlamentario Socialista ha fijado su posición negativa a 
los contenidos de ambas enmiendas de los Grupos Parla- 
mentarios que me han precedido en el uso de la palabra. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Turno de portavoces. 
En primer lugar, por el Gnipo Parlamentario de Sena- 

dores Nacionalistas Vascos, tiene la palabra el Senador 
Bolinaga. 

El señor BOLINAGA BENGOA: Muchas gracias, se- 

Pido la palabra en virtud del artículo 87 para contestar 
ñor Presidente. 

al Senador Segura. 

El señor PRESIDENTE: Señoría, tiene turno de porta- 
voces y puede usarlo con el contenido que su señoría es- 
time oportuno. 

El señor BOLINAGA BENGOA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Quería únicamente agradecerle al señor Segura el tono 
de su intervención, y también, cómo no, cuando ha afir- 
mado que acepta, de alguna manera, nuestro plantea- 
miento, y particularmente la intencionalidad positiva que 
se trasluce de nuestra enmienda. 

Ha hablado el señor Segura con absoluta corrección y 
verdad, pero no nos ha aportado ninguna razón conclu- 
yente para que, efectivamente, nuestra enmienda no haya 
tenido razón alguna para ser :sostenida del modo y manera 
en que lo hemos hecho. Hemos señalado a lo largo de 
nuestra intervención que no había por qué entremezclar 
una Comisión con otra, y, desde luego, su apelación al ar- 
tículo 56, p) realmente tiene poca vigencia y muy poca vir- 
tualidad comparativamente con lo que realmente se pre- 
tende a través de nuestra enmienda, que es obligar al Go- 
bierno para que en casos detimninados tenga que acudir y 
presentarse en esta Cámara para información y debate. 

Las condiciones y las características que encierra nues- 
tra enmienda se escapan total y absolutamente del párrafo 
p) del artículo 56 que su señoría ha mencionado. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Bolinaga. 
Tiene la palabra el Senador Barbuzano. 

El señor BARBUZANO GONZÁLEZ: Gracias, señor 

Simplemente quiero agradecer al Senador Segura el 

Nada más y muchas gracias. 

Presidente. 

tono y el contenido de su intervención. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Por el Grupo Parlamentario Catalán en el Senado de 

Convergencia i Unió, tiene la palabra el Senador Ibarz para 
turno de portavoces. 

El señor IBARZ 1 CASADEVALL: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Convergencia i Unió no ha presentado enmiendas en 
este trámite parlamentario, pero quisiera aprovechar el 
turno de portavoces para fijar el posicionamiento de mi 
Grupo al Proyecto de ley que se debate. 

La integración del Estado español en la Unión Europea 
comporta, sin duda, la participación en el proceso de ela- 
boración del Derecho comunitario. En períodos electorales 
o preelectorales en relación con Europa se pone constante- 
mente de relieve el déficit democrático que presentan las 
instituciones de la Unión. 

En nuestro Estado la capacidad legislativa reside en las 
Cortes Generales, razón que ha aconsejado la regulación 
de los cauces de participación de éstas en el proceso legis- 
lativo de la Unión. La Comisión Mixta Congreso-Senado 
constituye un instrumento, entendemos eficaz, para que las 
Cortes sean informadas y participen en el debate de todas 
aquellas propuestas legislativas de la Comisión Europea y 
también para el control del Ejecutivo en sus acciones en el 
seno de la Unión. Es por ello que Convergencia i Unió cree 
que se da satisfacción a la participación del poder legisla- 
tivo en la acción del Estado entre la Unión, y por eso vo- 
tará favorablemente el Dictamen de la Comisión. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra el 

Senador por Segovia, don Jaime Rodríguez. 

El señor RODRÍGUEZ GÓMEZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, se ha presentado hoy ante ustedes una magní- 
fica Proposición de ley por cuyo texto va a regirse en los 
próximos años la Comisión Mixta para la Unión Europea, 
y que va a sustituir a la Ley de 1985, reformada en su ar- 
ticulo 5 en el año 1988. Es la Proposición que hoy vemos 
una propuesta de gran calado, bien planteada, bien organi- 
zada y bien concluida. Me siento satisfecho, señorías, de 
haber participado en su elaboración. 

El camino que nos ha traído hasta aquí, sin embargo, no 
ha sido fácil. El 12 de febrero de 1986, al término de la 11 
Legislatura, fue constituida la Comisión por primera vez, 
celebrando dos sesiones: la de constitución y una segunda, 
con una comparecencia doble. Disueltas las Cámaras por 
las elecciones de junio de 1986, puede decirse que su vida 
real comienza en la 111 Legislatura, y desde entonces hasta 
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ahora, por tanto, dos legislaturas completas y la V en la 
que estamos. 

Tiene la Comisión una vida corta, pero llena de hitos 
importantes, entre los que se cuentan, como extraordina- 
rios, la Conferencia de Parlamentos Nacionales y Parla- 
mento Europeo de Roma, noviembre de 1990 sobre el por- 
venir de la Comunidad, en la que los miembros de la Co- 
misión presentes votaron juntos importantes propuestas, 
como el papel del Parlamento Europeo, el de los Parla- 
mentos nacionales y la arquitectura institucional, y la 
firma del Tratado de Maastricht, en el que, aun dejándose 
en el camino parte de las propuestas, se plasmaron las más 
importantes, señaladas en la Declaración Final de la Reu- 
nión de Roma, a las que las Cámaras contribuyeron con la 
aprobación de dos Dictámenes: el de la Unión Política y el 
de la Unión Monetaria. 

El desafrollo normal de esta Comisión, como he dicho, 
no ha sido todo lo adecuado a las competencias estableci- 
das. Había virtualidad suficiente en ellas como para poder 
obtener frutos interesantes. El artículo 5.3, en sus aparta- 
dos b) o e), daba el juego suficiente como para que la Co- 
misión hubiera sido de verdad una Comisión de control del 
Gobierno, de estudio, revisión y dictamen de las propues- 
tas legislativas de la Comisión Europea. No fue así el fun- 
cionamiento, y lo explica un informe del Letrado del Con- 
greso de 1990, así como también los defectos y las solu- 
ciones. 

Para el Partido Popular las causas están claras y se han 
repetido ya por mí mismo en este Senado. La llamada de 
atención no sirvió para mucho, la Comisión siguió vi- 
viendo una vida lánguida y tranquila, repitiendo siempre lo 
mismo, algunas preguntas y numerosísimas comparecen- 
cias, emitiendo informes de actividad, que no eran sino 
memorias de actividad, nunca conocidos por los Plenos de 
las Cámaras y en los que los portavoces del Partido Popu- 
lar precisaron, tanto en el quinto período como en el sexto 
de la IV Legislatura, estas deficiencias de funcionamiento. 
En la intervención última se señalaba que el Partido Popu- 
lar iba a presentar una proposición de ley sobre modifica- 
ción de funciones y sobre funcionamiento de la Comisión; 
se presentó en 1992 y no fue aprobada, se volvió a presen- 
tar y la respuesta fue una proposición presentada por el 
resto de los Grupos ya en septiembre de 1993. 

La sesión de toma en consideración fue aleccionadora. 
El portavoz socialista, con buen criterio, ofrecía a todos los 
Grupos de la Cámara un amplio consenso en este tema, 
como en todos los comunitarios. Planteaba la propuesta 
del Partido Popular métodos semejantes a los de los Parla- 
mentos europeos y no era contradictoria con lo ofrecido 
por el resto de los Grupos, y se ampliaban las perspectivas. 
Tras la reunión de la Comisión llegó la luz, y el 26 de fe- 
brero se puso de manifiesto la conversión: el acuerdo había 
llegado, total y diferente; tras muchas horas de discusión y 
diferencias, por fin el consenso. Y qué sensato y qué buen 
acuerdo. Debemos estar agradecidos a la labor de los por- 
tavoces en el Congreso por su trabajo y su acierto final. 
Todo casi perfecto, señor Presidente, pero de la euforia por 
el Consenso al análisis del texto que se nos ofrecía. Un es- 
tudio detallado del texto nos dejó ver a todos sus deficien- 

cias, y valorando la contraposición entre el consenso obte- 
nido, que en modo alguno quería mi Partido que se per- 
diera, y su mejora tanto lingüística como política, presen- 
tamos diez enmiendas acompañadas por PNV y Coalición 
Canaria, cada uno una, al texto de la Proposición. Pensaba, 
analizándole, que nuestros compañeros en el Congreso se 
habían preocupado más del fondo que de la forma y que en 
algunos temas de fondo habían pensado más como Diputa- 
dos, y me parecía comprensible. 

Hemos dicho muchas veces que esta Cámara del Se- 
nado podía haber sido de segunda lectura, de una lectura 
más atenta, más reposada, justamente para mover claves 
que el Congreso no hubiera tocado, para sacar registros 
que hubieran quedado un poco oscurecidos, y de vez en 
cuando para dar notas no oídas en su trabajo. Como expli- 
caba recientemente nuestro portavoz en Sevilla, ni la 
Constitución eligió ese modelo ni la Cámara se ha com- 
portado generalmente como Cámara de segunda lectura. 
Creo que en esta ocasión sí lo ha hecho, y con deteni- 
miento. El estudio conjunto de las enmiendas entre Grupos 
mayoritarios nos demostró que el buen sentido, la sensatez 
y el espíritu de acuerdo de los asuntos europeos que im- 
portan a España se mantenían y se ampliaban en el deseo 
de mejorar. Gracias también a los ponentes socialistas por 
su claridad de ideas, por su generosidad y por su trabajo, y 
al resto de los Grupos por su aceptación. 

Creo, señor Presidente, que presentamos hoy una mag- 
nífica Proposición de ley, no sólo política, sino también es- 
tilísticamente bien estructurada, más sencilla, mejor, una 
propuesta de gran calidad que dará prestigio a esta Cá- 
mara. Atrás han quedado propuestas para que esta Cámara 
tuviera el protagonismo debido en asuntos europeos. La 
enmiendas referidas a esta Cámara no se han aprobado; 
unas tenían más posibilidades que otras por chocar con el 
Reglamento del Congreso, pero la intención de que cons- 
tara por escrito cuál es el sentir y el deseo de esta Cámara 
creo que se ha logrado, y deberán ser tenidas en cuenta. 
Habrá que ir modificando en este sentido no sólo la letra 
del Reglamento del Congreso, sino unas costumbres que 
cada vez tiene menos lógica en un momento en que el Se- 
nado ha comenzado a ser sentido como lo que debió ser, 
una Cámara de representación territorial. El consenso ha 
dejado aparcadas algunas enmiendas que deberán salir 
adelante en próximas modificaciones. 

Sólo queda, señor Presidente, que los deseos generales 
manifestados en el texto, hechos de diferencias pero al fi- 
nal de consenso, se cumplan. El texto es bueno y suficiente 
como para que nadie pueda quejarse. También lo era el de 
1988, menos perfecto pero potencialmente suficiente; los 
puntos a), b) y e), como dije, no tuvieron prácticamente de- 
sarrollo, y no por culpa de la oposición. Confiemos todos 
en que esta nueva norma tenga un desarrollo fuerte, útil y 
feraz para los intereses de España, que son los que nos im- 
portan a todos. 

Respecto a las enmiendas presentadas por los Grupos 
de Coalición Canaria y del Partido Nacionalista Vasco diré 
lo siguiente. En relación con la enmienda de Coalición Ca- 
naria al artículo 3, b) párrafo no sé si primero o segundo, 
porque no se especifica, voy a repetirles lo mismo que di- 
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jimos en Comisión: nos parece redundante porque, ¿a qué 
otros efectos podría ser, sino a cfstos? Ésta es una proposi- 
ción de Ley de participación parlamentaria, y está claro 
que los efectos deben ser parlamentarios; lo fundamental 
es el control del Gobierno, la información a las Cortes Ge- 
nerales. Por tanto, y lamentándolo, no la vamos a apoyar. 

En cuanto a la enmienda del Partido Nacionalista 
Vasco, tengo que repetirle al portavoz, señor Bolinaga, las 
palabras que dije en Comisión, porque al final el Grupo de 
Senadores Nacionalistas Vascos reduce prácticamente la 
presencia del Gobierno en el Senado -si nos atenemos a 
esta enmienda- a cuando se toquen competencias exclu- 
sivas y no se haya escuchado i i  la Comunidad Autónoma 
respectiva en sus intereses. A iní me parece que es insufi- 
ciente. El Grupo Popular está de acuerdo con que el Go- 
bierno debe venir al Senado, irtcluso tuvimos intención de 
presentar una transaccional; como he dicho antes, el con- 
senso ha evitado que así sea. I?ero es que lo que le dije a 
su señoría en Comisión creo que es el sentido fundamen- 
tal de este elemento. Se habla de un objeto, este caso, y al 
Partido Popular no le parece correcto que no se cuente con 
las Comunidades Autónomas para formar la voluntad del 
Estado, pero creo que esto hay que resolverlo en otros ám- 
bitos. Por eso le dije que no nos parece ni la Ley ni el ám- 
bito justos. 

Le voy a resumir una parte de la magnífica intervención 
de mi portavoz, en Sevilla: Si en este objeto no existieran 
casos, porque con los principios de cooperación, de parti- 
cipación y de lealtad constitucional bien resueltos en esta 
Cámara se hubieran ya solucionado, el Gobierno vendría a 
esta Cámara a dar cuenta - q u e  tendrá que venir con el 
tiempo- de los problemas de las Comunidades Autóno- 
mas. El problema es que todas las veces que digamos que 
afecta, afecta todas las veces, y hay que precisar y señalar 
cuáles son los problemas, los objetos por los que el Go- 
bierno tiene que venir a esta Cámara. 

Finalmente, señor Presidente, alguna vez - d i c e  Hora- 
cio- hasta el bueno de Hornero se duerme. En el texto del 
dictamen he detectado dos erratas. Una es subsanable, e in- 
cluso puede quedarse como está, que es el mantenimiento 
de la palabra «adecuadamente». La segunda está en el ar- 
tículo 3.", apartado e), párrafo segundo; se sigue mante- 
niendo en la última línea «coino concluye», que ya en Co- 
misión habíamos decidido que se sustituyera por «que con- 
cluye». Habrá que corregirlo, señor Presidente. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señoría. 
Si le permiten a la Presidencia, con su ayuda, la de Ho- 

racio y la de don Julio Casares también, quisiera introducir 
una observación y es que en el artículo 1." la redacción 
dice: «Con el fin de que las Cortes Generales tengan la par- 
ticipación adecuada sobre las propuestas legislativas.» La 
gramática inclinaría a que se: escribiera: «Tengan la parti- 
cipación adecuada en las propuestas legislativas.» Lo digo 
porque como todavía falta un señor portavoz por interve- 
nir, esperamos que el Senador Segura, a quien le doy la pa- 
labra, lo tenga a bien. 

Muchas gracias. 

El señor SEGURA CLAWLL: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señoras y señores Senadores, el Grupo Parlamentario 
Socialista valora muy positivamente el presente texto le- 
gislativo que viene a modernizar la Ley 47/1985, de 27 de 
diciembre, de Bases de delegación al Gobierno para la 
Aplicación del Derecho de las Comunidades Europeas, 
que se modificó en su artículo 5." por la ley 18/1988, de 1." 
de julio, y en especial a través de sus disposiciones relati- 
vas a la Comisión Mixta para las Comunidades Europeas. 

En efecto, señorías, con la aprobación de esta proposi- 
ción de ley podemos a f m a r  que culmina una etapa de tra- 
bajo en estas Cortes Generales que comenzó cuando Es- 
paña ingresó en las Comunidades Europeas en 1986 y que 
ha durado hasta la actualidad. A lo largo de estos años la 
Comisión Mixta Congreso-Senado para las Comunidades 
Europeas ha realizado un trabajo de control del Gobierno y 
de canalización de toda una ingente acumulación infonna- 
tiva sobre el hecho comunitario que, sin duda alguna, 
puede ser objeto de diferentes valoraciones, pero que en su 
globalidad, y desde nuestro particular punto de vista, me- 
rece una alta calificación. 

A través de esta Comisión Mixta se han discutido los 
contenidos de los tratados sucesivos por los que se han re- 
gulado las ampliaciones de miembros de la misma. Se ha 
seguido, una vez celebrado el correspondiente Consejo 
Europeo al finalizar el semestre preceptivo, los acuerdos y 
contenidos derivados del mismo. Han sido exhaustivas las 
sesiones de debate sobre política económica y las compa- 
recencias del Ministro de Econom'a y Hacienda después 
de cada Ecofin comunitario. De las ponencias que con ca- 
rácter permanente funcionaron en la pasada legislatura sur- 
gieron los informes rubricados por los Plenos de las dos 
Cámaras de las Cortes Generales sobre los contenidos que 
deberían defender los negociadores españoles relativos a 
la unión política, unión monetaria y unión económica. 

Señorías, en la Comisión Mixta se elaboraron las pro- 
puestas que condujeron al Programa de Convergencia con 
Europa en el año 1992, Programa que el Gobierno presentó 
a ambas Cámaras, que inspiró la resolución que en ambas 
se produjo y que sirvió para la defensa de un planteamiento 
ante el correspondiente Consejo Europeo. Asimismo, han 
sido muy numerosas las iniciativas de los Grupos parla- 
mentarios con propuestas concretas acerca de los muchos 
y variados sectores productivos en cada una de las Comu- 
nidades Autónomas del Estado español. Para este parla- 
mentario y para su Grupo resultaron especialmente impor- 
tantes los debates informativos en los que se analizaron las 
decisiones del Gobierno y del Parlamento Canario en el 
sentido de modificar el Protocolo dos del Tratado de Ad- 
hesión de España a las Comunidades Europeas en el año 
1990. 

Con la aprobación, desde el punto de vista del Grupo 
parlamentario Socialista, de esta proposición de ley co- 
menzará una nueva etapa de trabajo en el amplio quehacer 
parlamentario que tenemos por delante en materias comu- 
nitarias, dando con ella cumplimiento a la DecIaración de- 
cimotercera del Tratado de la Unión Europea. En tal De- 
claración, la Conferencia estimaba que era importante fo- 
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mentar una mayor participación de los parlamentos nacio- 
nales en las actividades de la Unión Europea y para ello se 
convenía en intensificar el intercambio de información en- 
tre los Parlamentos nacionales y el Parlamento europeo. 
En ese contexto los Gobiernos de los Estados miembros 
velarán, entre otros aspectos, por que los Parlamentos na- 
cionales puedan disponer de las propuestas legislativas de 
la Comisión con la antelación suficiente para información 
o para que pueda ser examinada. 

Nosotros pensamos que con el desarrollo y cumpli- 
miento de esta Disposición Decimotercera del Tratado de 
la Unión, las Cortes Generales españolas clarifican las 
competencias de la Comisión Mixta para la Unión Euro- 
pea, reguladas en el artículo 3." de la proposición de ley 
que hoy sometemos a consideración de esta Cámara, im- 
pulsando y estimulando con ello con vigor el debate previo 
a cualquier decisión, a cualesquiera de los acuerdos que 
puedan adoptarse en cualquier Consejo Europeo. 

Consiguientemente, señorías, con tal debate entre el 
Legislativo y el Ejecutivo, antes de la toma de decisión, es- 
peramos que se pueda establecer un sistema, un meca- 
nismo intelectual retroalimentador que enriquezca al Go- 
bierno ante la labor a realizar en los sucesivos Consejos 
europeos. 

Señorías, en esta Europa que se amplía a dieciséis 
miembros este año y arite la que esperan otros países como 
Polonia, Hung~ía, Chipre, etcétera, que comienzan tímida- 
mente a dar pasos de aproximación, los Parlamentos na- 
cionales se encuentran ante un reto amplio y sugestivo. Y 
así, a través de la Comisión Mixta para la Unión Europea, 
se,realizarán previsiblemente los trabajos parlamentarios 
relacionados con la ampliación comunitaria, con la Confe- 
rencia Intergubemamentaí de 1996, la Unión Económica y 
Monetaria, con los fondos estructurales y de cohesión, la 
política exterior y de seguridad común, el tercer pilar de 
justicia interior, la ciudadanía europea, la puesta en marcha 
del Banco Europeo Central, la moneda única, los progra- 
mas de convergencia, las políticas diversas derivadas del 
Tratado de la Unión Europea vinculadas al crecimiento, la 
competitividad, el empleo, y así un largo etcétera de labo- 
res y de tareas a realizar, que las Cortes Generales Españo- 
las canalizarán a través de la Comisión Mixta para la 
Unión Europea, de conformidad con los mecanismos esta- 
blecidos y regulados en el texto legislativo que, como es de 
esperar, aprobará esta Cámara dentro de unos minutos. 

Señorías, este texto legislativo es fruto del consenso.y 
del deseo compartido de seguimiento intenso del hecho co- 
munitario. En su tramitación por el Senado, como aquí se 
ha manifestado ya por parte de otros intervinientes, se han 
incorporado enmiendas que lo han mejorado. Como es na- 
tural, el Grupo Parlamentario Socialista acepta las enmien- 
das «in voce» propuestas por el portavoz del Grupo Parla- 
mentario Popular, don Jaime Rodríguez, como las que se 
han llevado a cabo últimamente por parte del excelentí- 
simo señor Presidente de esta Cámara. 

Por consiguiente, señorías, y reiterando nuestra posi- 
ción en contra de las enmiendas que defendieron los porta- 
voces de los Grupos Parlamentarios de Coalición Canaria 
y de Senadores Nacionalistas Vascos, este interviniente so- 

cialista quiere reiterar la satisfacción de su Grupo por el 
hecho de este cumplimiento legislativo de un precepto del 
Tratado de la Unión Europea que coloca a las Cortes Ge- 
nerales españolas en mejor disponibilidad de producción 
de informes, de debates, de profundización en los valores 
recogidos en ese proyecto ilusionante que- es la Europa 
unitaria, diversificada y con un proyecto común que la 
haga convertirse en uno de los polos mundiales, poderosos 
desde el punto de vista social y económico y desde la pers- 
pectiva productiva en su conjunto. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
En primer lugar, se somete a votación el voto particular 

número 1, correspondiente a la enmienda número 7, del 
Grupo Parlamentario de Coalición Canaria. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 209; a favor, 12; en contra, 19; abstenciones, 
cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado. 
Seguidamente pasamos a votar el voto particular nú- 

mero 2, enmienda número 1, del Grupo Parlamentario de 
Senadores Nacionalistas Vascos. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 213; a favor, 12; en contra, 201. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazado. 
Firmado por los portavoces de los Grupos Parlamenta- 

rios, ha llegado a la Mesa una propuesta de modificación al 
artículo 3, apartado a), que propone que donde el dictamen 
dice: «Conocerá, tras su publicación, a los efectos del ar- 
ticulo 82.6 de la Constitución española, de los decretos le- 
gislativos promulgados en aplicación del derecho derivado 
comunitario.», diga: Conocerá, tras su publicación, de los 
decretos legislativos promulgados en aplicación del dere- 
cho derivado comunitario. A esto se añadirían las modifi- 
caciones de concordancia, gramaticales, etcétera, que se 
refieren al artículo -1, al artículo 3.e) y a la exposición de 
motivos. (El señor Rodríguez Gómez pide la palabra.) 

Tiene la palabra su señoría. 

El señor RODRÍGUEZ GÓMEZ: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Por lo que le estoy oyendo, está usted hablando, señor 
Presidente, en futuro. Hemos decidido, y así se aprobó por 
unanimidad, que fueran infinitivos: Conocer tras su publi- 
cación. Y después la supresión del párrafo: a los efectos 
del artículo 82.6. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias. 
En efecto, creo que éste era el criterio que se había 

adoptado y al que sin duda me refería. 
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En estas condiciones, ¿puede entender la Presidencia 
que estas modificaciones son aprobadas por asentimiento 
de la Cámara? (Pausa.) Gracias. 

Pregunto a la Cámara si pue.den ser sometidas a vota- 
ción de manera agrupada las distintas partes del dictamen, 
en un único acto. (Pausa.) No hay inconveniente. Esto da 
facilidades. 

Vamos a someter a votación los artículos números 1 a 4, 
las disposiciones adicionales primera y segunda, la dispo- 
sición derogatoria, la disposición final, la exposición de 
motivos, así como el título, de acuerdo con el dictamen, 
con las incorporaciones que han tenido lugar durante el de- 
bate en Pleno. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unanimi- 
dad. (Aplausos.) 

Tal y como dispone el artículo 90 de la Constitución, se 
dará traslado de las enmiendas aprobadas por el Senado al 
Congreso de los Diputados para que éste se pronuncie so-' 
bre las mismas en forma previa a la sanción del texto defi- 
nitivo por Su Majestad el Rey. 

- DICTAMEN DE LA COMISIÓN GENERAL 

RELACIÓN CON LA PROPOSICIÓN DE LEY DE 
MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 9.1 DE LA 

DE LAS COMUNIDADES A U T ~ N O M A S  EN 

LEY 29/1990, DE 26 DE DICIEMBRE, DEL FON- 
DO DE COMPENS ACIÓN INTERTERRITORIAL. 
(622/0000 1 O.) 

El señor PRESIDENTE: Quinto punto del orden del 
día. 

Dictamen de la Comisión General 'de las Comunidades 
Autónomas en relación con la Proposición de ley de modi- 
ficación del artículo 9.1 de la Ley 29/1990, de 26 de di- 
ciembre, del Fondo de Compensación Interterritorial. 

No se presentaron enmiendas a esta proposición. 
Solicito'de la Presidencia de la Comisión se indique el 

Senador que va a realizar la presentación del dictamen. 

El señor REVENTÓS 1 CARNER: Señor Presidente, la 
Comisión General de las Comunidades Autónomas designó 
por unanimidad a la Vicepresidenía de la Comisión, Senadora 
Josefa Luzardo, para hacer la presentación del dictamen. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Reventós. 
La Senadora Luzardo tiene la palabra. 

La señora LUZARDO ROMANO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, de conformidad con el artículo 120 del Regla- 
mento del Senado y, como ha dicho el Presidente, por de- 
signación de la Comisión General de las Comunidades Au- 
tónomas, en su sesión del 24 de marzo de 1994, procedo a 
la presentación del dictamen aprobado en relación con la 

Proposición de ley de reforma del artículo 9.1 de la Ley 
29/1990, del Fondo de Compensación Interterritorial. 

La citada proposición es fruto de la iniciativa de todos 
los Gmpos Parlamentarios de esta Cámara y obedece a la 
necesidad de adaptar la Ley del Fondo de Compensación 
Interterritorial a la reciente reforma del Senado, que atri- 
buye las competencias establecidas por la Ley del Fondo a 
la Comisión de seguimiento del Fondo de Compensación 
Intertenitorial, que me ha cabido el honor de presidir, a la 
nueva Comisión General de las Comunidades Autónomas. 

La Proposición, cuyo dictamen va a debatir el Pleno, 
presenta como destacada singularidad que es el Único tipo 
de iniciativa legislativa cuya tramitación se inicia en pn- 
mera lectura en el Senado, en virtud de los artículos 158.2 
y 74.2 de la Constitución española, y el artículo 140 del 
Reglamento del Senado. 

En consecuencia, la Proposición, que tuvo entrada en el 
Senado el 1 .O de febrero de 1994, fue tomada en considera- 
ción por el Pleno el 23 de febrero y publicada en el Boletín 
Oficial de las Cortes Generales el 24, abriéndose un plazo 
de presentación de enmiendas que finalizó el 8 de marzo 
de 1994, y encomendándose su informe y dictamen a la 
Comisión General de las Comunidades Autónomas. 

No se presentaron enmiendas a esta Proposición y en el 
debate en Comisión el 24 de marzo el dictamen fue apro- 
bado por unanimidad con ligeras modificaciones de estilo, 
que es el texto que presentamos al Pleno de esta Cámara. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Vamos a abrir el debate de totalidad. No se va a hacer 

uso de los turnos correspondientes. 
Como entiende el Presidente que se va a someter a vo- 

tación, solicito criterio de la Cámara en relación con el 
texto de la Exposición de motivos de este dictamen, ya que 
en el momento en que sea aprobado se trasladará ya como 
dictamen de la Comisión del Senado al Congreso de los 
Diputados. El Presidente entiende que sería correcto supri- 
mir el último párrafo de la Exposición de motivos, donde 
se señala que los Grupos Parlamentarios proponentes 
acuerdan proponer la siguiente Proposición de ley. 

Esto ya está superado en este trámite y tal vez sería co- 
rrecto entender que la aprobación por parte de la Cámara 
supone la supresión de este párrafo, a mi juicio, ya innece- 
sario. 

¿Están de acuerdo los señores portavoces autores de la 
iniciativa? (Asentimiento.) 

Entendido, por tanto, que queda modificado el párrafo 
de la Exposición de motivos, se solicjta criterio respecto de 
si puede ser aprobado por unanimidad del Pleno del Se- 
nado. (Pausa.) 

Así se declara aprobada. 
Por tanto, en cumplimiento de lo dispuesto en los artí- 

culos 74.2 de la Constitución y 140.3 del Reglamento, se 
dará traslado del texto de la Proposición de ley de modifi- 
cación del artículo 9.1 de la Ley 29/1990, de 26 de diciem- 
bre, del Fondo de Compensación Interterritorial, aprobada 
por el Senado al Congreso de los Diputados. 

Gracias. 
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TOMA EN CONSIDERACI~N DE PROPOSICIONES 
DE LEY DEL SENADO. 

- PROPOSICIÓN DE LEY ORGÁNICA DE MODIFI- 
CACIÓN DE LA LEY ORGÁNICA 2/1979, DE 3 DE 
OCTUBRE, DEL TRLBUNAL CONSTITUCIONAL. 
(622/000008 .) 

El señor PRESIDENTE: Sexto punto del orden del día. 
Toma en consideración de la proposición de Ley Orgá- 

nica de modificación de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 
octubre, del Tribunal Constitucional, a iniciativa del 
Grupo Parlamentario Popular en el Senado. 

No se presentó ninguna proposición alternativa, con lo 
cual procede someter a debate y votación la presentada por 
el Grupo Parlamentario Populai. 

El Senador Moya tiene la palabra para su defensa, en 
representación del Grupo Parlamentario Popular. 

' 

El señor MOYA SANABRIA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, la toma en Consideración de la Proposición de 
Ley Orgánica de modificación de la Ley Orgánica 2/1979, 
de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, trata de una 
materia que sus señorías tienen bastante asumida por los 
amplios debates habidos con anterioridad en la Cámara. 
Pero la realidad sociopolítica demanda que de nuevo en- 
tremos en su estudio y consideración. 

El Grupo Parlamentario Popular, a la vista de la expe- 
riencia, consecuencia de la regulación por la Ley Orgánica 
4/1985, del capítulo 2.", del Título VI de la Ley Orgánica 
2/1979, y que estaba constituida exclusivamente por el ar- 
tículo 79, renunciando inclusive a pensamientos políticos 
y jurídicos que sobre la materia ya se pusieron en los de- 
bates de las leyes mencionadas, haciendo una síntesis de la 
opinión política y jurídica que sobre el tema se expuso en 
los mencionados debates por los distintos Grupos Parla- 
mentarios, ha entendido absolutamente imprescindible la 
presentación de la presente proposición legislativa. 

Sería importante -por qué no decirlo- y trascendente 
que el Senado, ante la toma en consideración de la Propo- 
sición de ley que nos ocupa, se revistiera del mismo espí- 
ritu y actitud política que presidió el debate de la Ley Or- 
gánica 2/1979. De esta forma, los ciudadanos percibirán 
que el Senado, ante una proposición de ley que busca la ga- 
rantía plena de las libertades, es una realidad objetiva, po- 
sitiva; los ciudadanos percibirán que cuando los miembros 
de esta Cámara se encuentran con el interés de la Comuni- 
dad, vínculo supremo que siempre ha de unirlo, adoptan 
una conducta política ejemplar. 

El portavoz del Grupo Parlamentario Socialista en el 
Senado, don Antonio Ojeda Escobar, decía, en aquel de- 
bate de la Ley 2/1979, que si no queremos una Constitu- 
ción simplemente semántica, que no tenga vida, que no se 
inserte en la sociedad, es necesario que las leyes orgánicas 
que van a desarrollarla no sean imposición de las mayorías 
a las minorías, sino que sea, sobre todo, el fruto de una ne- 
gociación, el fruto de un acuerdo. (El señor Vicepresi- 
dente, Ortí Bordás, ocupa la Presidencia.) 

Me consta que esas palabras no surgieron desde la posi- 
ción de minoría en el Senado que entonces tenía el Partido 
Socialista, sino de una auténtica reflexión política. No qui- 
siéramos entrar a analizar cómo esa reflexión política se 
olvida en mayo de 1984, a mediados de la segunda legisla- 
tura, cuando el Partido Socialista, ya con mayoría absoluta 
en ambas Cámaras, presentó la proposición de ley orgánica 
para derogar el recurso previo de inconstitucionalidad, ha- 
ciendo oídos sordos de la postura del resto de las fuerzas 
políticas, salvo del Partido Comunista entonces, contraria 
a dicha proposición e incluso olvidando los planteamien- 
tos políticos y jurídicos que mantuvieron en esta Cámara 
para apoyar la enmienda que dio entrada. a la redacción de 
ese artículo 79 que derogaron. 

El Poder Legislativo no debe sustraerse a la necesidad 
de dotar al juzgador de los medios legales necesarios para 
que nada ni nadie, ni siquiera bajo la excusa o intención de 
prever la protección de principios democráticos, como 
puede ser el de la separación de poderes, ponga en peligro 
la posibilidad de defender derechos fundamentales y con 
ello ocasionar daños irreparables. Ante esta realidad in- 
cuestionable, los legítimos representantes del pueblo no 
pueden revestirse de opinión, ideología u oportunismo po- 
lítico para volver la espalda a una proposición de ley como 
la que nos ocupa y que se presenta en la Cámara con el fin 
de dotar al Tribunal Constitucional de la norma jurídica 
que impida que, al amparo de una ley que tenga o pueda te- 
ner vicios de inconstitucionalidad, se produzcan violacio- 
nes de los derechos fundamentales y libertades públicas 
que tengan una difícil o imposible reparación, con los efec- 
tos perversos que ello tiene para el ciudadano y para el pro- 
pio Estado Democrático de Derecho. 

La potestad legislativa de las Cortes no puede ejercerse 
sin limitaciones. El ejercicio de la potestad legislativa está 
sujeto, por ejemplo, a los fines de libertad, igualdad, justi- 
cia, y hasta al pluralismo político; está sujeto a la interdic- 
ción de la arbitrariedad de los poderes, a la irretroactividad 
de las disposiciones restrictivas de los derechos individua- 
les, a la seguridad jurídica y a todos los demás principios 
explícitamente garantizados por nuestra Constitución. 

Digo que no quisiéramos entrar en análisis de debates 
anteriores, sobre todo, en los motivos que llevaron a la de- 
rogación del artículo 79 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional, por dos cuestiones. La primera, porque 
desgraciadamente el argumento más claro para darse 
cuenta de que aquella actitud era errónea son los funda- 
mentos de la propia realidad; son los lamentables efectos 
que la desaparición de los recursos previos de inconstitu- 
cionalidad que regulaba dicho artículo ha ocasionado en 
los ciudadanos y en la sociedad española. La segunda, por- 
que la presente proposición de ley que hoy tomamos en 
consideración no pretende instaurar de nuevo dicho re- 
curso previo, por lo que resulta absolutamente inútil anali- 
zar en este debate lo acertado o no de aquella derogación. 
Lo que se pretende con esta proposición es, estudiado el 
debate parlamentario que se produce en la Cámara con 
motivo de la Ley Orgánica 4/1985, traer a esta Cámara una 
solución normativa que llene el vacío legal que se produjo 
tras la derogación del recurso previo de inconstitucionali- 
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dad y que ello permita la defensa de los derechos funda- 
mentales y libertades públicas. Para conseguirlo resulta 
condición esencial de todo tribuiial y, por tanto, también el 
Tribunal Constitucional, la plenitud de la jurisdicción; es 
decir, la plenitud de competencias de los jueces para pro- 
nunciarse sobre las cuestiones que les son sometidas, in- 
cluso las accesorias. Cuando un tribunal tiene la compe- 
tencia de dictar una sentencia en la que se declare que una 
ley orgánica es inconstitucional hay que reconocerle, si no 
se le quiere negar la plenitud de jurisdicción, todas las 
competencias que ello implique, también la de suspender 
de oficio o a petición de parte porque entienda que es pro- 
cedente para el bien jurídico que está tratando de defender 
dicha suspensión, en este caso, nada más y nada menos, 
que los derechos fundamentales y las libertades públicas. 

Insistimos en que la solución que se propone no nace de 
la exclusividad de opinión del Partido Popular, sino de la 
que manifestaron la inmensa mayoría de los partidos polí- 
ticos de la Cámara con motivo de la Ley Orgánica 4/1985. 
Insistimos en la idea de que cori esta proposición de ley no 
se persigue la restauración del recurso previo del artículo 
79 contemplado en la ley 2/1979. Por ello sería conve- 
niente que no se utilizaran contra ella, en su caso, los mis- 
mos argumentos que sirvieron para la defensa de la dero- 
gación del artículo 79, no sólo por ser discutibles dichos 
argumentos desde el punto de vista jurídico y político, 
como la realidad ha demostrado, sino, repito, por inútil. 

Ante esta proposición de ley no podemos hablar de in- 
vasión del Tribunal Constitucj onal en la función legisla- 
tiva, de alteración del desarrollo final del proceso legisla- 
tivo, ni siquiera, del tan cacareado posible abuso del re- 
curso previo con intenciones políticas obstruccionistas de 
las decisiones de las mayorías parlamentarias. 

A estos efectos sería conveniente recortar lo que el por- 
tavoz Socialista, el señor Sáenz de Cosculluela, exponía en 
el debate sobre la proposición de ley orgánica relativa a la 
derogación del artículo 79 de la Ley 2/1979 para la defensa 
de la derogación del recurso previo. Los efectos del re- 
curso previo son los siguientes - d e c í a  el señor Sáenz de 
Cosculluela-, primero, opera sobre una ley que no ha en- 
trado en vigor; segundo, interrumpe los trámites normales 
de la promulgación de una ley; tercero, altera las disposi- 
ciones referidas al refrendo y promulgación; cuarto, no 
sienta valor de cosa juzgada y, por tanto, no impide un pos- 
terior recurso, es decir, no garantiza la constitucionalidad 
plenamente, aunque pueda suponer un indicio importante 
pero nada más que un indicio. Ninguno de estos efectos 
antes mencionados se dan con motivo de la proposición de 
ley que hoy nos ocupa, ninguno. La simple lectura de los 
antecedentes y, sobre todo, de la exposición de motivos de 
la presente proposición de ley demuestra que dichos argu- 
mentos no son factibles hoy, no son factibles para oponerse 
en estos momentos a su toma en consideración. De esta 
lectura podemos hacer el siguiente análisis. Objeto de la 
proposición de ley: introducción de la posible suspensión 
cautelar de los preceptos legales recurridos en la regula- 
ción que la Ley Orgánica del 'Tribunal Constitucional hace 
del recurso y de la cuestión de inconstitucionalidad. A es- 
tos efectos hay que señalar que la proposición de ley ma- 

tiza que dichos recursos se podrán plantear, y eso es lo pri- 
mordial, cuando con su aplicación pudieran producirse 
violaciones de difícil o imposible reparación en los dere- 
chos fundamentales y libertades públicas, por cuanto cons- 
tituye una de las bases de la convivencia de los ciudadanos 
que tiene que ser protegida no sólo por medio de su for- 
mulación constitucional sino también en su propio ejerci- 
cio y en todos y cada uno de los momentos. 

Con el mencionado objeto de la proposición de ley en- 
tendemos que debe ser imposible mantener disconformi- 
dad alguna. Democráticamente no cabe otro posiciona- 
miento, puesto que el fin de dicha proposición es.la pre- 
vención de los posibles efectos nocivos sobre los derechos 
fundamentales y las libertades públicas de forma que no se 
alteren las bases de la convivencia pacífica. Ante estas 
cuestiones la necesidad de la suspensión de la ley hasta 
tanto no se dicte sentencia por el Tribunal Constitucional 
es evidente. 

Los perjuicios que se puedan causar sobre los derechos 
y libertades con unos preceptos de una ley no tienen repa- 
ración posible, ni siquiera con una compensación ade- 
cuada y posterior para los casos de abuso. 

En este sentido, es claro que la voluntad del constitu- 
yente fue preservar los derechos y libertades fundamenta- 
les a través de los mecanismos de los artículos 53,55,81 y 
168 de la Constitución, voluntad que tiene incluso una ma- 
nifestación en el llamado bloque constitucional. No dotar 
al Tribunal Constitucional de la capacidad de suspensión 
que se propone es negarle facultades que, conforme a la le- 
gislación vigente, tienen incluso los tribunales contencio- 
sos ordinarios o el propio Tribunal Constitucional en otros 
supuestos, como es el del artículo 56.1 en los casos del re- 
curso de amparo. 

Es preciso recordar que la Constitución española ha 
concebido y sistematizado el marco general de los dere- 
chos y libertades de que hoy gozamos en España, el cual, 
como si 'de un organismo perfectamente estructurado se 
tratara, garantiza la convivencia democrática y consolida 
un Estado democrático de Derecho. Ese marco general 
contiene un catálogo de derechos y libertades que su pro- 
pio e innegable valor normativo garantiza, un valor espe- 
cialmente significativo porque tales derechos y libertades 
son de aplicación inmediata y absolutamente preferente. 

Con independencia de lo expuesto, el recurso de in- 
constitucionalidad, tal y como está hoy -en día regulado, 
necesita del complemento legal de la suspensión cautelar 
cuando objetivamente -subrayo esta expresión- se den 
los requisitos que se recogen en esta proposición de ley y 
que ya hemos expuesto, pues, en caso contrario, si una 
norma recurrible fue& declarada posteriormente parcial o 
totalmente inconstitucional, sería imposible reparar los 
efectos de la no suspensión cautelar de la misma. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Ruego al 
señor Senador que vaya terminando. 

El señor MOYA SANABRIA: Sin ánimo de agriar la 
toma en consideración de la proposición de ley que nos 
ocupa, tenemos claro el ejemplo que supuso la posterior 
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declaración de inconstitucionalidad de algunos preceptos 
de la Ley de Protección Ciudadana, que dieron como re- 
sultado durante el plazo de la tramitación, veinte meses, y 
tan sólo en Madrid, la retención de 323 personas. Creo que 
sólo eso sería suficiente para la toma en consideración de 
la presente proposición. 

Insisto en que la misma pretende trasladar al recurso y 
a la cuestión de inconstitucionalidad la regulación ya vi- 
gente para el recurso de amparo, esto es, primero, la sus- 
pensión cautela de oficio a instancia de parte; segundo, la 
posibilidad de solicitar la suspensión en cualquier tiempo 
antes de haberse pronunciado sentencia; tercero, audiencia 
de las partes y del Ministerio Fiscal para sustanciar el inci- 
dente de suspensión. Con ello se evitan los efectos incons- 
titucionales posteriores sobre los derechos fundamentales. 
Con ello solucionamos la incongruencia que supone el he- 
cho de que el Tribunal Constitucional no esté capacitado 
para suspender cautelarmente una ley cuando otras, por 
otros motivos, sí la tienen. Con ello evitanamos el abuso 
que actualmente se produce en el recurso de amparo al pre- 
ver la constitucionalidad de las leyes sobre la que se basan 
los actos que después ocasionan o motivan dicho recurso. 
Con ello evitaríamos en buena medida que el Tribunal 
Constitucional se esté convirtiendo en un peculiar última 
instancia de la actividad jurisdiccional, lo que en ningún 
caso resulta admisible teniendo en cuenta la postura juris- 
diccional española. Con ello estm'amos entrando en la vía 
de desarrollo del artículo 53.2 de la Constitución como so- 
lución de conflictos planteados entre el Tribunal Supremo 
y el Tribunal Constitucional. Con ello podría limitarse el 
abuso de los recursos de amparo a resolver por el Tribunal 
Constitucional. 

Por todo ello solicito, en nombre de mi Grupo, la toma 
en consideración de esta proposición de ley, que, como 
toda iniciativa parlamentaria, es mejorable y para eso está 
el trámite de enmiendas. Pero no cierren sus señorías la po- 
sibilidad de defender hasta sus últimas consecuencias los 
derechos y libertades fundamentales de nuestros represen- 
tados. Creo que los ciudadanos están esperando hoy de no- 
sotros que ejerzamos en serio la democracia. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Muchas 

¿Turnos a favor? (Pausa.) 
No existiendo turnos a favor, ¿hay algún turno en con- 

El señor Arévalo tiene la palabra. 

gracias, señor Moya. 

tra? (Pausa.) 

El señor ARÉVALO SANTIAGO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, recuperamos el debate sobre la Ley del Tribu- 
nal Constitucional, sobre las competencias del Tribunal 
Constitucional, y, sin necesidad de reproducir las razones 
que se dieron en su día en cuanto al recurso previo, vamos 
a subrayar las diferencias que existen entre el recurso pre- 
vio del artículo 79, derogado en 1985, y lo que hoy se pro- 
pone, que es la suspensión después de entrar en vigor una 

ley, pero distinto, naturalmente, del recurso previo. Vere- 
mos las diferencias, pero veremos también los efectos. 

No es equiparable el mecanismo del recurso previo, 
porque se refería sólo a los proyectos de Estatutos de Au- 
tonomía y a leyes orgánicas, y ahora se pretende que la 
suspensión se haga con carácter general y sin distinción de 
contenidos. 

Otra diferencia reside en en el grado de perfección de la 
norma afectada. Es verdad que el recurso previo se inter- 
ponía sólo cuando la norma se perfeccionase, después de 
su tramitación en el Congreso y en el Senado, antes de su 
entrada en vigor. En cambio, el nuevo supuesto afecta 
como máximo a su entrada en vigor, después de haber con- 
sumado todos los pasos que determinan su perfección. Así, 
pues, formalmente, la suspensión de una ley ya publicada 
no produce esos efectos técnicos que se producían con el 
recurso previo. En cambio, los efectos que se producen 
con esta proposición de ley son, incluso, más negativos 
que los que se producían con el recurso previo de inconsti- 
tucionalidad; incluso, más negativos. 

En el debate de la Ley de 1979 el Grupo Socialista, que 
no era el mayoritario, rechazó el proyecto de ley por dos 
motivos: por entender que se creaba un conflicto de atribu- 
ciones y por el control previo, que tiene su semejanza 
desde ahora en la suspensión, que se está queriendo atri- 
buir al Tribunal Constitucional. Lo que se anunciaba en el 
debate de la Ley de 1979 se puede producir en el caso de 
que se aprobara esta proposición de ley. Sucedería que la 
suspensión - e n  su día, el recurso previo- sería un factor 
de distorsión entre los poderes constitucionales del Estado, 
las Cámaras legislativas y el Tribunal Constitucional. Las 
Cortes Generales vieron interferidas sus acciones, las le- 
gislativas, y el Tribunal Constitucional se vio obligado a 
ejercer una función que no Ie es propia y que el mismo Tri- 
bunal Constitucional lamentó, como luego voy a poder 
probar, en numerosas sentencias. 

Las opiniones doctrinales se multiplicaron con motivo 
del recurso previo. Se habló de los inconvenientes del re- 
curso, de la vinculación fáctica del Tribunal en relación 
con futuros pronunciamientos; se dijo que la Constitución 
no introducía ese supuesto y que se producía un control 
abstracto, acentuándose la naturaleza política del Tribunal 
Constitucional, cosa que se produciría también con la sus- 
pensión que se propone. 

Se dudaba incluso de la constitucionalidad y se advertía 
que el recurso previo -la suspensión también- era una 
sentencia sin sentencia, donde los tribunales, que no están 
concebidos para decidir a priori, estaban tomando una de- 
cisión bastante condicionante de todo el futuro del pro- 
ceso; problemas prácticos numerosos, obstruccionismo in- 
dudable y la conversión del Tribunal Constitucional en co- 
legislador, pudiéndose vulnerar los principios que de- 
fiende la propia Constitución. 

En aquellos debates, el señor Roca, Diputado todavía 
hoy en las Cortes Generales, decía: «Se está pensando que 
el Tribunal Constitucional pueda salvar papeletas políti- 
cas, convirtiéndole en una segunda instancia política, que 
es uno de los peores errores con que podemos iniciar el de- 
sarrollo constitucional». 
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A comienzos de 1984 se presentó una Proposición de 
ley para restituir a las Cortes la plena capacidad decisoria 
en materia política y legislativa, sin perjuicio del control 
constitucional. Una vez debatida esta Ley, se presentó un 
recurso de inconstitucionalidad. Pongan atención sus seño- 
rías a la lectura que les voy a hacer de esta sentencia, de la 
que extraigo algunas frases: <<El recurso previo no está 
destinado a asegurar la protección judicial de los ciudada- 
nos que se sientan efectivamente lesionados en sus dere- 
chos fundamentales, sino a resolver en esta jurisdicción las 
diferencias existentes entre órganos constitucionales». La 
consagración constitucional de un derecho no es bastante 
para crear por sí misma recursos inexistentes. Tampoco el 
mayor valor de los derechos fundamentales en su conjunto 
permite considerar implícitas, que la Constitución tiene 
instituciones de garantía que explícitamente no ha creado. 

Esto sería, señorías, suficiente aval para oponemos a la 
Proposición de Ley Orgánica que nos ofrece el Grupo Par- 
lamentario Popular y que marca diferencias, pero las 
agrava, puesto que el Tribunal Constitucional tendría la fa- 
cultad de suspender la entrada en vigor o seguir aplicán- 
dose la norma recurrida antes de llegar a la sentencia. Esta 
pretendida modificación del artículo 30 -abandonen uste- 
des en la Proposición el artículo 79 y se van al artículo 
30- es técnica y políticamente más peligrosa todavía que 
la antigua del artículo 79. Por este sistema se confunde la 
función constitucional del Tribunal y, en general, la capa- 
cidad jurisdiccional de los tribunales. Con esta Proposi- 
ción están confundiendo ustedes los poderes del Estado, e 
introducen al Tribunal Constitucional una competencia 
que le hace pertenecer al grado de legislador positivo y no 
al del legislador negativo que es el que tiene con el recurso 
de inconstitucionalidad. 

La Ley aprobada, cualquier ley que se apruebe en las 
Cortes Generales, reúne todas las legitimidades. Su posi- 
ble impugnación en la vía constitucional no disminuye sus 
valores. En el fondo de la Proposición parecen ocultarse 
dudas en cuanto a la presunción de legitimidad de las Cor- 
tes, que es a quien corresponde legislar, y la confianza de 
presunción de legitimidad significa que tanta obligación 
tiene el Tribunal Constitucional como las Cortes Generales 
de defender los derechos fundamentales. No le corres- 
ponde sólo al Tribunal Constitucional, sino que también a 
las Cortes, y no se puede disminuir la función constitu- 
yente de las Cortes a favor de nadie, y mucho menos en 
una confusión de competencias. Sólo una sentencia del 
Tribunal Constitucional -y no otra cosa, sólo la senten- 
cia- puede dar lugar a la modificación, nunca antes de 
dictarse esta sentencia. 

Voy a hacer alguna referencia a la Ley de protección de 
la seguridad ciudadana, que usted menciona. Fueron im- 
pugnados varios artículos: el 20.2, el 21.2, el 25, el 26 j), 
el 37, el 38.1 y la Disposicitin Derogatoria, cuarto inciso. 
De todos esos artículos, el Tribunal Constitucional deci- 
dió declarar inconstitucioníil y consiguiente nulidad del 
artículo 21.2 y del inciso final del artículo 26 j), sólo de 
eso. Si hubiera sido posible la suspensión o el recurso pre- 
vio, ¿qué se hubiera conseguido? ¿De verdad usted cree 
que los valores a proteger se habrían defendido mejor de 

una manera que de otra? Y por hacer sólo referencia 
- q u e  no voy a entrar más- a lo que usted ha citado de 
los resultados de la Ley de seguridad ciudadana, le diré 
que los números de registros efectuados fueron 340; los 
positivos fueron 321, el 94 por ciento, y resultó eficaz, 
porque solamente un 6 por ciento -y nadie ha denun- 
ciado la violación de derechos fundamentales- resulta- 
ron registros negativos. 

Voy a hacer alguna referencia más. Dice la sentencia 
que el Tribunal Constitucional no puede pronunciarse so- 
bre la interpretación de los preceptos constitucionales al 
margen del enjuiciamiento que deba hacer en un proceso 
como éste de las concretas disposiciones de ley impugna- 
das. Por tanto, no sanciona como buena la suspensión y 
después la sentencia, sino la sentencia, que es la que defi- 
nitivamente tiene que resolver el asunto planteado. 

Voy a hacer una referencia -puesto que usted lo ha he- 
cho en la tribuna, pero también en su escrito de proposi- 
ción- a la comparación que hace con el recurso de am- 
paro. Pem’tame que le diga que está mal traída la homo- 
logación. Dicen que la Ley ya permite para el caso del re- 
curso de amparo la suspensión de los actos de los poderes 
públicos que pudieran afectar al contenido de los derechos 
y libertades fundamentales susceptibles de amparo. No es 
así. Lo que dice el artículo 56.1 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional es que la Sala -no el Tribunal 
Constitucional, sino la Sala- suspenderá de oficio o a ins- 
tancia del recurrente la ejecución del acto de los poderes 
públicos por razón del cual se reclame el amparo constitu- 
cional cuando la ejecución hubiese de ocasionar un perjui- 
cio que hm’a perder al amparo su finalidad. 

Esta mención, como ve, es próxima a la usual de perjui- 
cios de difícil o imposible reparación. Pero lo que está 
claro es que el precepto no alude a los derechos y liberta- 
des fundamentales. Si sigue leyendo, el artículo 56.1 dice: 
«Podrá, no obstante, denegar la suspensión cuando de ésta 
pueda seguirse perturbación grave de los intereses gedera- 
les o de los derechos fundamentales o libertades públicas 
de un tercero». ¿Se da usted cuenta de que es al revés de lo 
que usted ha dicho? Es denegar la suspensión cuando estén 
en juego derechos fundamentales o libertades públicas de 
un tercero. Dése cuenta de que está usted equivocando 
completamente el razonamiento. 

Si hace una referencia más general a la suspensión de 
actos, convendrá conmigo que no es lo mismo suspender 
un acto concreto de una autoridad que una Ley. ¿O es lo 
mismo? Me gustm’a que usted confmara si es lo mismo o 
si no es lo mismo, porque, entonces, sí que está usted com- 
parando, homologando las Cortes Generales con la dispo- 
sición de cualquier Autoridad. Y supongo que no estará de 
acuerdo con hacer esa homologación; pues eso es a lo que 
usted se refiere en su proposición. Es decir, que cuando el 
Tribunal Constitucional tiene unos poderes atribuidos en la 
Constitución y atribuidos en la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional, usted hace la siguiente interpretación: El 
que puede lo menos, puede lo más. No, señor Senador; el 
que puede lo más, puede lo menos, pero no al revés. Atn- 
buye usted unas funciones que no son posibles, y por eso 
es por lo que nos tenemos que oponer. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Señor Se- 
nador, ruego vaya terminando. 

El señor ARÉVALO SANTIAGO: Sí, señor Presidente, 
enseguida termino. 

Pretende mezclar también el actual artículo 30, que re- 
coge fielmente el artículo 161.2 de la constitución, y hace 
usted una ampliación que no sólo no está contenida en la 
Constitución, sino que no la reconoce porque no quiere re- 
conocerla, porque efectivamente ahí está el límite. Y usted 
debería hacer una referencia también al artículo 163 de la 
Constitución -permítame que se lo lea-, que dice: 
«Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, 
que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de cuya 
validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitu- 
ción, planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional 
en los supuestos, en la forma y con los efectos que esta- 
blezca la ley, que en ningún caso serán suspensivos.» No 
sé, entonces, cuál es la argumentación final que pueden ha- 
cer para defender esta proposición de ley. 

El profesor Tomás y Valiente decía que graduar en tér- 
minos de equidad lo que debe suspenderse sólo es posible 
con la sentencia y que el Tribunal no tiene esta capacidad; 
que no se puede producir la inseguridad jurídica de una ley 
parcialmente vigente y que no se puede desconfiar de la le- 
gitimidad de las Cortes Generales; que el control de cons- 
titucionalidad es a posteriori y que cuando se hace se recti- 
fica lo que se tiene que rectificar, pero no podemos estar 
permanentemente sometidos a la duda de lo que legislan 
las Cortes Generales. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Señor Se- 

~i señor ARÉVALO SANTIAGO: Con esto nos opone- 
mos, señor Presidente, a las argumentaciones que ha for- 
mulado el representante del Grupo Popular, y pido a la Cá- 
mara, por tanto, que vote en contra de la proposición de ley 
que ha sido presentada. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplausos en los es- 
caños de la izquierda.) 

nador, termine, por favor. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Muchas 

Se abre el turno de portavoces. (Pausa.) 
El Senador Sanz tiene la palabra. 

gracias, señor Arévalo. 

El señor SANZ C E B d N :  Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, a nuestro entender, la Ley Orgánica del Tri- 
bunal Constitucional ha dado a las leyes aprobadas por los 
Parlamentos autonómicos y a las leyes aprobadas por las 
Cortes Generales un tratamiento diferencial criticable, 
dado que ambas tienen el mismo rango formal de ley y, se- 
gún el diseño constitucional, sus relaciones se rigen por el 
principio de competencia, por el principio de especialidad 
y no por el de simple jerarquía normativa. Además, la re- 
gulación actual de la Ley Orgánica del Tribunal Constitu- 
cional supone, a nuestro entender también, una inexplica- 

ble ventaja procesal para el Gobierno del Estado frente a 
los Gobiernos de las Comunidades Autónomas. El mal 
proviene de que la inicial previsión constitucional de sus- 
pensión automática de leyes autonómicas, recogida en el 
artículo 161. 2. de la Constitución, se ha aplicado en la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional no (sólo al pro- 
cedimiento ante dicho Tribunal Constitucional, vinculado 
al citado artículo, es decir, al regulado en el Título V de la 
Ley, artículo 76 y 77, sino que se ha extendido a todos los 
demás procedimientos, es decir, a los recursos de incons- 
titucionalidad y a los conflictos positivos de competencia. 
La Ley Orgánica del Tribunal Constitucional realiza así 
una expansión de una facultad exorbitante, como es la 
suspensión automática, ampliándola a todos los procedi- 
mientos que se dirimen ante el Tribunal Constitucional en 
lugar de restringirla, como a nuestro juicio debe ser, al 
procedimiento denominado de «impugnaciones», entre 
comillas, previsto en el artículo 161.2 de la Canstitución 
española y desarrollado por los artículos 76 y 77 de la ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional. Además, el sistema 
de impugnación con suspensión automática no sólo se ha 
extendido a los procedimientos no previstos en el artículo 
161.2 de la Constitución, sino que se ha pervertido por 
completo en su aplicación diaria. Un efecto tan drástico 
como la suspensión de una ley, máxima expresión de la 
voluntad de un parlamento, de la voluntad de un pueblo, 
por mera voluntad gubernativa y sin que pueda ser valo- 
rada por el Tribunal que juzga la causa no debe se utili- 
zado en casos genéricos, sino exclusivamente, como a 
nuestro juicio debe ser, en casos excepcionales y en razón 
a las existencias de riesgos ciertos para el interés general. 
Sin embargo, la realidad ha hecho que esta suspensión au- 
tomática o gubernativa en lugar de ser ponderada, medida 
y de aplicación restrictiva, se haya convertido en una 
práctica habitual, sin mediar valoración alguna, hasta el 
punto -y yo creo que puede servir como un ejemplo vá- 
lido- de que el real Decreto 1425/1980, de 11 de julio, 
por el que se crea la Abogacía del Estado ante el Tribunal 
Constitucional, en su artículo 8.2 ordena al Abogado del 
Estado invocar el artículo 161.2 de la Constitución para 
garantizar la suspensión de la norma autonómica en todo 
caso. Yo no sé si será necesario recurrir a la cita de este 
precepto, pero consideramos que esto es sumamente 
grave por cuanto que, en principio, la regla que se esta- 
blece es que la eficacia de una ley aprobada por un parla- 
mento decae ante la decisión de un funcionario, el Abo- 
gado del Estado, salvo que reciba instrucciones expresas 
en sentido contrario. La naturaleza de este control que lla- 
mamos gubernativo se aproxima, según nuestro parecer, 
demasiado a los ya felizmente superados controles políti- 
cos que existían antaño en poder de los Gobernadores Ci- 
viles para suspender los acuerdos municipales, y que el 
propio Tribunal Constitucional declaró inconstituciona- 
les. Resulta, ahora, que la autonomía municipal impide la 
suspensión gubernativa de los acuerdos de la Administra- 
ción local, teniendo que ordenarse esa suspensión por los 
Tribunales y, sin embargo, la autonomía de las Comunida- 
des Autónomas no impide que pueda haber suspensión 
gubernativa de las leyes y en todo caso. 
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Carece de sentido, además. esa potestad suspensiva 
cuando, según el artículo 77 de la Ley Orgánica del Tribu- 
nal Constitucional, este Tribunal debe ratificarla o levan- 
tarla en el plazo de cinco meses, lo que evidentemente re- 
comienda que, en todo caso, sea el propio Tribunal Consti- 
tucional quien decida suspender o no la ley autonómica 
desde el inicio del procedimiento, excepción hecha del su- 
puesto previsto en el tantas veces citado artículo 161.2 de 
la Constitución aplicable al procedimiento de impugnacio- 
nes regulado en los artículos 715 y 77 de la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional, pero no a los procedimientos 
de recurso de inconstitucionalidad y de conflictos positi- 
vos de competencia, como hemos señalado anteriormente. 

Con la actual proposición de ley del Grupo parlamenta- 
rio Popular se faculta al Tribunal Constitucional para que 
pueda suspender leyes de las Cortes Generales, caso de 
que aprecie que de la aplicación de la ley objeto de impug- 
nación puedan derivarse lesiones para los derechos funda- 
mentales o las libertades públicas. Y estamos de acuerdo, 
no podría ser menos. Pues bieii, a excepción del procedi- 
miento en desarrollo del artículo 161.2 de la constitución, 
decimos además que las leyes aprobadas por los Parlamen- 
tos autonómicos han de tener idéntico tratamiento, permi- 
tiéndose su suspensión en los inismos supuestos que para 
las leyes estatales. 

En resumen, y a nuestro entender, la correcta articulación 
de la suspensión de leyes autonhicas ha de producirse con 
arreglo a los criterios siguientes: en primer lugar, cabrá la sus- 
pensión gubernativa de normativa autonómica por mandato 
del artículo 161.2 de la Constitución en el caso de que el Go- 
bierno impugne disposiciones y resoluciones adoptadas por 
los Órganos de las Comunidades Autónomas a través del pro- 
cedimiento constitucional regulado en los artículos 76 y 77 de 
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional que, como su 
propio Título V indica, es el procedimiento a través del cual 
se desarrolla la previsión constitucional contenida en el ar- 
ticulo 161.2 de la Constitución. 

En segundo lugar, siempre que el Gobierno del Estado 
impugne leyes u otra normativa autonómica por otros pro- 
cedimientos constitucionales distintos del expresado en el 
punto anterior, es decir, a través del recurso de inconstitu- 
cionalidad y del conflicto positivo de competencia, no 
existirá potestad de suspensitjn gubernativa por no estar 
amparada por la previsión constitucional del artículo 16 1.2 
de la Constitución. 

En tercer lugar, en los recursos de inconstitucionalidad 
y en los conflictos positivos de competencia la suspensión 
o validez de la norma autonómica debe decidirse por el 
propio Tribunal Constitucioniil y por los mismos motivos 
que puedan justificar las suspensiones de leyes o de nor- 
mativas del Estado. 

Por tanto, y como conclusión, vamos a apoyar la toma 
en consideración de la presente proposición de ley ya que, 
según nuestro criterio, resuelve parte de un problema aun- 
que anunciamos, en su caso, la presentación de enmiendas 
al texto en el momento proce:dimental oportuno con arre- 
glo a los criterios que hemos tratado de explicar a lo largo 
de esta intervención. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Gracias, 

Tiene la palabra el Senador Rigol. 
Senador Sanz Cebrián. 

El señor RTGOL 1 ROIG: Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

Señorías, nuestro Grupo tiene por norma votar siempre 
afirmativamente la toma en consideración porque, aunque 
no estemos de acuerdo en el fondo de lo que se pueda pre- 
sentar, sabemos que es propio de una Cámara como la 
nuestra el poder discutir y, por tanto, dar vía libre a aquello 
que se proponga. Sin embargo, en esta ocasión nosotros 
vamos a votar en contra, y ello por las siguientes razones: 
creemos que el procedimiento escogido para tratar un tema 
tan importante como es, en definitiva, el de la frontera en- 
tre el aspecto jurídico y de los tribunales con el mundo po- 
lítico exige en nuestra sociedad política un cambio de im- 
presiones mucho más profundo ya que el tema es com- 
plejo. 

Este Senador que les habla ha tenido el honor de estar 
durante muchos años formando parte del Gobierno de Ca- 
taluña; por ello, y para que ustedes vean la complejidad.de1 
tema, desearía explicarles lo perturbador que resulta que 
en un momento determinado, cuando en una Comunidad 
Autónoma se está en un proceso legislativo en el que se in- 
tenta definir un problema, se intenta aunar voluntades y 
formularlo de una manera jurídica a través de un Parla- 
mento, venga a continuación una suspensión cautelar que 
deja paralizado todo este movimiento cívico que está im- 
plícito en la construcción de una norma. Pero también ocu- 
rre a la inversa: cuando uno no tiene el poder de suspender 
cautelarmente alguna invasión de las competencias por 
parte del Gobierno central, normalmente se crea una situa- 
ción de hecho que deja en clara indefensión a las Comuni- 
dades Autónomas. 

En este sentido, nuestro Grupo está totalmente de 
acuerdo con lo que ha definido el Portavoz del Grupo Par- 
lamentario de Senadores Nacionalistas Vascos. Es más, la 
frontera entre el Poder Judicial y lo que es responsabilidad 
de la política es verdaderamente sensible, y lo acabamos 
de ver a través de la disputa que se ha producido aquí entre 
las aportaciones del Senador Arévalo y las del Senador 
Moya. No es posible que la formulación de la proposición 
de ley que se nos pide que tomemos en consideración, for- 
mulación que es muy simple y que no está pactada ni con- 
sensuada, pueda entrar a discutirse de lleno en esta Cá- 
mara. 

Por ejemplo, desde un punto de vista político, nosotros 
disentimos de la decisión que ha tomado el Grupo de Se- 
nadores Nacionalistas Vascos de dar su voto positivo en 
este sentido porque creemos que lo que se pide en la pro- 
posición del Grupo Popular no es un «out-out», es decir, 
no se trata de decir si el Gobierno tiene el derecho de sus- 
pensión cautelar o lo tienen los tribunales, sino que dicho 
Grupo plantea una adición, es <<y, y», según la cual el Go- 
bierno tiene el derecho de suspensión cautelar y también la 
tienen los tribunales. Por tanto, desde un punto de vista es- 
tratégico, no vamos a apoyar favorablemente esta proposi- 
ción del Grupo Popular. 
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Nosotros creemos que esto ha de llevarse a cabo a par- 
tir de un consenso previo. Creemos que es necesario termi- 
nar el edificio jurídico en este sentido. Asimismo, creemos 
que lo que el Grupo Popular ha detectado debe ser tenido 
en cuenta. Es verdad que no debe existir indefensión en lo 
que a los ciudadanos se refiere en ningún momento, pero 
también es verdad que debemos tener siempre la idea de 
que las Cortes Generales, los Gobiernos democráticos tie- 
nen la presunción de no ir en contra de los derechos funda- 
mentales, lo que también es bueno para la credibilidad de 
las instituciones públicas. 

Por tanto, ante el hecho de que debemos fundamentar 
esta credibilidad y de que para seguir avanzando debemos 
ir por una línea de consenso, creemos que el procedimiento 
adoptado no es el más ajustado. Por este motivo nosotros 
votaremos en contra de esta toma en consideración. 

Muchas gracias, señorías. (Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Gracias, 

Tiene la palabra el señor Moya. 
Senador Rigol. 

El señor MOYA SANABRIA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Sean mis primeras palabras de agradecimiento al repre- 
sentante del Grupo Parlamentario de Senadores Naciona- 
listas Vascos, señor Sanz, por su coherencia política, no 
por apoyar o dejar de apoyar esta toma en consideración, 
sino por su coherencia política al manifestar siempre la 
misma postura cuando se trata de defender en esta Cámara 
los derechos fundamentales y las libertades públicas. 

Señor Sanz, desde este momento, y dada la trascenden- 
cia del tema que estamos tratando, tengo que decirle que el 
Partido Popular está absolutamente abierto a que puedan 
ser planteadas cuantas enmiendas perfeccionen un texto 
que haga todavía más viable la defensa de esos derechos 
fundamentales ya que eso es precisamente lo que pretende 
la toma en consideración de esa proposición de ley. 

Señor Rigol, me sienta mal tener que ser duro al apre- 
ciar la postura de su Grupo político, y me sienta mal por- 
que me cuesta mucho ir en contra de la debilidad de los 
que se sienten fuertes. 

Voy a recordarle lo que el representante de su Grupo 
dijo en el debate de la derogación del recurso previo. Refi- 
riéndose al Grupo Socialista, dijo lo siguiente: Les molesta 
que las minorías puedan recurrir ante el Tribunal Constitu- 
cional y les impidan aplicar leyes que, en todo caso, si son 
constitucionales, no tendrían ustedes que tener ningún te- 
mor,. y si son inconstitucionales, mejor que las anule pre- 
viamente que no a posteriori, cuando hayan tenido ya los 
efectos negativos para nuestro Ordenamiento jurídico. 
Acabarán ustedes -refiriéndose también al Grupo Socia- 
lista- eliminando del Reglamento del Congreso las en- 
miendas a la totalidad porque entorpecen el proceso. 

Contra esa postura de mantenimiento del recurso previo 
de inconstitucionalidad, que ni siquiera es lo que hoy esta- 
mos defendiendo con esta proposición de ley, el represen- 
tante del Grupo Socialista les dijo, y les dolió mucho, lo si- 
guiente: Si alguna vez tenemos que llegar a pactos con su 

Grupo, pediré que esté delante mi abogado porque si no, 
no pacto con ustedes. 

Lógicamente, eso le sentó muy mal a su representante. 
Y la respuesta del señor Sáez de Cosculluela fue la si- 
guiente: Le he dicho que en la próxima ocasión negociare- 
mos con el abogado delante. Si prefiere otra expresión que 
no es insultante ni tampoco barriobajera, me limitaré a de- 
cir que no pediré un abogado, sino un notario para que le- 
vante acta de nuestras conversaciones. 

Indiscutiblemente, el acta pública del pacto de su 
Grupo con el Grupo Socialista es conocida por todos los 
españoles; sobre todo, por lo que se refiere al precio que 
estamos pagando. Pero lo que no podíamos ni imaginar es 
que llegara hasta el punto de que les vinculara a ustedes en 
la defensa de los derechos fundamentales y las libertades 
públicas. Eso jamás lo hubiera pensado ningún Grupo de 
esta Cámara. (Aplausos en los escaños de la derecha.) 

Señor Arévalo, créame -porque paso largas horas sen- 
tado en este e s c a ñ e  si le digo que en muchas ocasiones 
le he escuchado con mucha atención, y hoy creo que su 
postura era francamente difícil porque, a pesar de que le he 
insistido en que no siguiéramos con los planteamientos 
que se hicieron en su día sobre el recurso previo, ustedes 
han empezado manifestando las diferencias y, al final, su 
señoría sólo ha expuesto los mismos planteamientos que 
los del citado recurso. Han llegado ustedes a tal extremo de 
no querer comprender lo que se está proponiendo que su 
señoría ha mznifestado que estamos ante la petición de 
suspensión de cualquier norma. Pero léanse ustedes los an- 
tecedentes, que señalan: la suspensión cautelar de proyec- 
tos de ley orgánica que afecten a los derechos y las liberta- 
des de los ciudadanos. Por tanto, lo demás forma parte de 
la cosecha que usted ha recogido de los debates anteriores 
sobre el recurso previo. 

No quiero entrar en más detalles. No estamos en contra 
de la legitimación de las Cortes, y a usted le consta. El ar- 
ticulo 9 de la Constitución establece -voy a r e p e t i r l e  la 
interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 
Las Cortes Generales son el eje central de esos poderes pú- 
blicos, luego la Constitución demanda la interdicción de su 
actuación arbitraria. Dicha actuación arbitraria puede pro- 
ducirse en el supuesto extremo que se plantea: la vulnera- 
ción de los derechos fundamentales y las libertades públi- 
cas. Por eso, el recurso previo de inconstitucionalidad es 
una facultad de ordenación del funcionamiento del Tribu- 
nal Constitucional a disposición del legislador, pero no así 
la suspensión de los actos legislativos orgánicos que pu- 
dieran vulnerar esos derechos. No es una facultad frente a 
las libertades públicas, sino una necesidad derivada del 
mandato contenido en el artículo 9 de la Constitución. Más 
aún; teniendo en cuenta que la soberanía que ostentan las 
Cámaras es delegada, no originaria, pero los derechos fun- 
damentales y las libertades públicas están pactadas por el 
poder constituyente originario al elaborar la Constitución, 
creo que el tema queda lo suficientemente claro. Confron- 
tando los bienes, los derechos fundamentales pactados por 
el constituyente y la suspensión de la eficacia del acto le- 
gislativo del poder constituido, nosotros nos inclinamos 
por la garantía de los derechos, y ustedes, por lo visto, por 
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la fuerza de los poderes. Ahí radica la diferencia entre la 
defensa de la libertad y los partidarios de la defensa del po- 
der. (Rumores.) 

Señor Arévalo, le quiero recordar que la historia de su 
partido está llena de ejemplos de defensa de los derechos 
fundamentales y las libertades piíblicas. Eso es algo inne- 
gable, que afirmo y reafirmo. Pero también lo es que, des- 
graciadamente para el Partido Socialista, el mantenimiento 
durante tanto tiempo en el poder, amparado en una mayo- 
ría absoluta, les ha hecho perder la sensibilidad ante esos 
derechos fundamentales y libertades públicas. (Rumores.) 
Y están perdiendo esa sensibiljdad no porque, como se 
dice por ahí, ustedes estén muy pendientes de las peleas in- 
ternas que les impiden escuchar 1 a opinión y los problemas 
del ciudadano, lo que sucede en la calle, el problema de la 
convivencia pacífica. Creo que esto es cierto en parte, pero 
no sólo se trata de eso; el problerna que tienen en estos mo- 
mentos para ser sensibles ante la defensa de los derechos 
fundamentales es que tantos años de Gobierno han creado 
una situación en este país que les impide escuchar la opi- 
nión de los ciudadanos. (El señor Presidente ocupa la Pre- 
sidencia.) Por eso, el Secretario General de su Partido no 
pudo asistir al Congreso Regional en Granada, porque los 
ciudadanos querían manifestarla su opinión sobre la situa- 
ción creada por el problema industrial en Andalucía. Los 
derechos fundamentales están ahí; si ustedes están dis- 
puestos a defenderlos, díganlo. Pero si no es así, no se am- 
paren en planteamientos que no tienen nadaque ver con la 
toma en consideración de la ley que en estos momentos se 
propone. 

Muchas gracias. (Aplausos en los escaños de la dere- 
cha. El señor Rigol i Roig pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Senador Rigol, ¿por qué artículo solicita su señoría la 

palabra? 

El señor RIGOL 1 ROIG: Por el artículo 87, señor Pre- 
sidente. 

El señor PRESIDENTE: S e  la concederé después del 
turno de intervención del Grupo Parlamentario Socialista. 

En turno de portavoces, tiene la palabra el Senador Aré- 
valo. 

El señor ARÉVALO SANTiAGO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, comprendo que el Senador Sanz haya querido 
derivar el debate, lo que es mny respetable, pero eso no 
tiene nada que ver -y perdóneme- con esta proposición 
de ley. Usted se ha referido a la vigencia, mejor o peor uti- 
lizada, del artículo 161.2 de la Constitución, que no está en 
discusión. Naturalmente, ése es un debate posible que se 
puede llevar a cabo en cualquier otro momento. Pero como 
no tiene nada que ve1 con esta proposición de ley, permí- 
tame que le agradezca su intervención pero sólo a los efec- 
tos de la derivación producida, aunque haya anunciado su 
voto negativo. 

En cuanto al Senador Rigol, tiene razón su señoría. La 
opinión acerca de que, en principio, las proposiciones de 
ley deben votarse a favor, para después entrar en el debate 
correspondiente, también tiene un límite, porque hay veces 
que eso es imposible, y éste es el caso. ¿Qué se puede en- 
mendar de esta proposición de ley? Nada en absoluto, por 
lo que hay que desestimarla. 

No voy a discutir si la suspensión se podrá pedir en 
cualquier tiempo, si tienen que intervenir las partes, el Mi- 
nisterio Fiscal, etcétera, porque es la propia esencia de la 
proposición la que tenemos que desestimar. Por tanto, es- 
toy de acuerdo con el Senador Rigol en que ese criterio, 
que puede estar generalizado, no puede ser uniforme ni 
único. 

Pem’tame que también subraye sus criterios sobre la 
credibilidad de las instituciones. Quiero unir esto a las pa- 
labras con las que inició el debate el representante del 
Grupo Popular: la realidad sociopolítica. Si no nos com- 
prometemos todos, sinceramente, en la defensa y en el 
prestigio de las instituciones y a no entrometernos en cues- 
tiones que pueden hacer virulento el desarrollo de la propia 
Constitución y lo que es competencia de cada una de las 
instituciones, intentando, veladamente, hacer un despresti- 
gio de alguna de ellas, estaremos cometiendo un pecado de 
lesa democracia. El Tribunal Constitucional es una institu- 
ción fundamental en el Estado, pero lo son más las Cortes 
Generales. Un Estado de Derecho no podría vivir sin unas 
Cortes, sin un Parlamento y, sin embargo, ¿puede vivir un 
Estado de Derecho sin un Tribunal Constitucional? Ingla- 
terra no lo tiene. Se puede arbitrar un procedimiento de 
control constitucional a priori o a posteriori, pero no se 
puede prescindir nunca del Parlamento. Nunca. Por tanto, 
demos a cada institución su importancia. 

Senador Moya, ni con el recurso previo, en su día, ni 
hoy con la suspensión se trata de proteger el derecho de las 
minorías. Está usted confundiendo los términos otra vez. 
Habla de las mayorías y de las minorías, de que la mayoría 
impone y de que la minoría sale perdiendo. Fíjese usted en 
que en el año 1979, cuando nos opusimos al recurso pre- 
vio, éramos minoría, y lo hicimos aun siéndolo. Podíamos 
haber alegado el derecho de las minorías, que era el que a 
nosotros nos venía bien en aquel momento. Pero es que no 
se trata del derecho de las minorías, sino de la competencia 
de las instituciones y del control de la constitucionalidad. 
Eso es lo que ustedes intentan con esta suspensión, y no 
otra cosa. 

La mayoría difícilmente puede imponer, porque la ma- 
yoría es el resultado de unas elecciones, por tanto, la ma- 
yoría, en su caso, vota y consigue unos efectos. El temor 
no tiene que producirse hacia la mayoría, sino a que estén 
mal reguladas las funciones institucionales, y entonces sí 
que se producen las indudables distorsíones. Pero, como es 
natural, la defensa de las libertades y de los derechos fun- 
damentales está prevista en la Constitución, la Constitu- 
ción dice cómo se defienden, y en primer lugar los tienen 
que defender las Cortes Generales, y las dudas que se pue- 
dan introducir en la defensa de derechos fundamentales y 
de las libertades no producen ningún efecto favorable ni 
para las instituciones ni, en concreto, para el Tribunal 
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Constitucional. Al atribuir al Tribunal Constitucional unas 
funciones que no le son dadas ni en la Constitución ni en la 
Ley de 1979 estamos causándole un flaco servicio. Y no le 
digo que no sea necesario en cualquier momento modificar 
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, que a lo me- 
jor lo es con respecto al recurso de amparo. A lo mejor lo 
es. Pero en cuanto a esto, usted está modificando constan- 
temente los términos, y quiere recubrirse, como defensor 
de los derechos fundamentales y de las libertades, con 
unos elementos que no los defienden. Lo que los defiende 
es lo que se recoge en este momento en la Constitución, y 
le estoy diciendo que su proposición hasta ofrece dudas en 
cuanto a que coincida con la Constitución. Desde luego, 
toda la jurisprudencia del Tribunal Constitucional se da de 
puñetazos con ella. Se la he leído, y usted no me ha argu- 
mentado nada en contra. Como es natural, se ha limitado a 
decir estas cosas que ustedes repiten constantemente sin 
que vengan a cuento para nada. Pero, ¿qué van a decir, si 
no tienen argumentos para poder justificar una proposición 
o para oponerse a lo que yo he dicho? Su señoría no se ha 
opuesto ni en una sola frase, porque no ha tenido ninguna 
capacidad para hacerlo, cosa que a mí me satisface porque 
me da la razón en que nuestra postura es la correcta. 

¿Sabe usted a qué se han debido tantos años de go- 
bierno? A que lo han querido los ciudadanos. Vaya usted y 
écheles la culpa a ellos. Y, ¡qué quiere usted que le diga?, 
si su partido accede al gobierno algún día, tendrá usted que 
decir lo que dice ahora. Parece mentira que tengan ustedes 
tan poca sensibilidad en cuanto al comportamiento de las 
instituciones y a qué es lo que hay que hacer en cada sitio 
y en cada momento. Parece mentira que sigan ustedes ale- 
gando siempre lo mismo. Defensores de las libertades y de 
los derechos fundamentales lo somos todos nosotros, las 
Cortes Generales, todos. No se ponga usted ni el primero 
ni el segundo, porque a lo mejor tengo que colocarlo en 
otro sitio. Por tanto, cuando usted haga alegaciones defen- 
diendo una proposición de ley, hágalas con rigor, y a partir 
de ahí nos entenderemos; votaremos a favor o en contra, 
pero lo demás no corresponde en absoluto ni a la sensibili- 
dad de unas Cortes ni a las intenciones que deben tenerse 
cuando se defienden unos derechos. 

Muchas gracias. (Aplausos en los escaños de la iz- 
quierda.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Tiene la palabra el Senador Rigol. 

El señor RIGOL 1 ROIG: Gracias, señor Presidente. 
Deseo intervenir en relación con la contestación del Se- 

nador Moya. 
Mi intervención ha consistido fundamentalmente en pe- 

dir consenso en este tipo de cuestiones, no ha consistido en 
una actuación frontal desde el punto de vista político. En 
este sentido, aunque a veces la política no es una actividad 
lineal, sino que, según sus circunstancias, vamos tomando 
posiciones, y esto forma parte de las reglas del juego, sí 
quiero decir que la credibilidad de los políticos no se gana 
teniendo notarios o abogados en sus conversaciones, sino 
que se gana día a día, y pienso que, en la línea en la que he 

intentado actuar, debiera haber ganado un poco de credibi- 
lidad ante el Senador Moya. 

Gracias. (El señor Moya Sanabria pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
¿En virtud de qué artículo me pide la palabra? 

El señor MOYA SANABRIA: Señor Presidente, por el 
artículo 87. 

El señor PRESIDENTE: Su señoría ha sido aludido y 
quizá fuera más pertinente otro artículo, pero como no 
tengo la capacidad de adivinación, y si su señoría me lo 
pide en virtud del artículo 87, sea por el artículo 87. 

El señor MOYA SANABRIA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señor Joan Rigol, si m i s  palabras se han entendido en 
algún momento como una cuestión personal sobre la con- 
fianza y la credibilidad que usted me merece, pido que se 
retiren. Eso para empezar. No he hecho nada más que refe- 
rirme a la transcripción del «Diario de Sesiones», a la me- 
moria histórica y política que en él se contienen. No he he- 
cho ninguna manifestación con respecto a la cuestión per- 
sonal. 

Señor Arévalo, tengo que decirle de nuevo que usted no 
ha entrado en el debate de esta toma en consideración, aun- 
que, créame, no por falta de capacidad. Pem’tame que le 
diga que la capacidad o no que yo tenga para darle las ra- 
zones al menos es discutible y que, en cuanto a la defensa 
de los derechos fundamentales y libertades públicas, todos 
y cada uno de los aquí presentes estamos en el mismo 
lugar. 

En cuanto a la segunda parte, en la que usted ha dicho 
que me va a tener que colocar en el puesto que me corres- 
ponde, pem’tame que le diga que usted no es nadie para 
colocarme a mí en ningún lugar a la hora de defender los 
derechos fundamentales. Y a su Grupo tendrá que colo- 
carlo según la postura que adopten ahora ante una proposi- 
ción de ley que lo que pretende es la defensa de los dere- 
chos humanos fundamentalmente. Lo demás son palabras. 

Muchas gracias. (Aplausos en los bancos de la de- 
recha.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Tiene la palabra el Senador Arévalo. 

El señor ARÉVALO SANTIAGO: Señor Presidente, 
señorías, lamento que el Senador Moya se haya puesto ner- 
vioso con motivo de este debate. (Rumores en los escaños 
de la derecha.) Yo no le coloco a usted en ningún sitio, ha 
sido usted el que ha hecho la alegación de que esta propo- 
sición de ley es para defender los derechos fundamentales 
y las libertades, y usted se ha colocado como defensor au- 
téntico yúnico. No es cierto. Esta ley no defiende los de- 
rechos fundamentales ni las libertades. No señor. Acuda 
usted a la Constitución, que es el texto que sí los defiende, 
y atienda usted a cómo ha sido su desarrollo, algo a lo que 
no se ha referido en absoluto, entre otras cosas porque su- 
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pongo que no sabe cómo argumentarlo. ¡Qué le vamos a 
hacer! Si no lo sabe, no lo sabe, y ya está. No eche usted 
mano de lo demás. Preocúpese de la credibilidad de los po- 
líticos, como ha dicho el Senador Rigol (Fuertes rumores 
y protestas en los escaños de la derecha), y preocúpese us- 
ted de garantizar que las instituciones cumplan rigurosa- 
mente, y no se dediquen a hacer lo que está usted ha- 
ciendo. 

El final de su intervención ha sido exclusivamente de- 
magógico. Ahora tienen la oporlunidad, puesto que hay 
que hacer referencia -ya que ustedes las hacen constante- 
mente- a otras cosas, de ponerse de acuerdo para la elec- 
ción del Defensor del Pueblo. ¿Lo van a hacer? ¿Van a de- 
fender así las instituciones? ¿Lo van a defender? (Aplausos 
en los escaños de la izquierda.) 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter a votación la 
toma en consideración de la proposición de Ley Orgánica 
de modificación de la Ley Orgánica U1979, de 3 de octu- 
bre, del Tribunal Constitucional. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 218; a favol; 103; en contra, 115. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 

CONOCIMIENTO POR EL PLENO DE TRATADOS Y 
CONVENIOS INTERNACIONALES REMITIDOS POR 
EL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS. 

- CANJE DE NOTAS CONSTITUTIVO DEL 
ACUERDO ENTRE ESPANA Y TAILANDIA SO- 
BRE LA MODIFICACIÓN DEL ACUERDO SOBRE 

DEL REINO DE ESPAÑA Y EL GOBIERNO DEL 
REINO DE TAILANDIA, DE 6 DE SEPTIEMBRE 
DE 1979. ( S .  610/000035.) (C. D. 110/000034.) 

TRANSPORTE AÉREO ENTRE EL GOBIERNO 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto séptimo del 
orden del día: Conocimiento por el Pleno de Tratados y 
Convenios internacionales remitidos por el Congreso de 
los Diputados. (El señor Vicepresidente, Rigol i Roig, 
ocupa la Presidencia.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Canje de 
Notas constitutivo del Acuerdo entre España y Tailandia 
sobre la modificación del Acuerdo sobre transporte aéreo 
entre el Gobierno del Reino de España y el Gobierno del 
Reino de Tailandia, de 6 de septiembre de 1979. 

No se han presentado propuestas en relación con este 
Canje. 

No hay turno a favor ni en contra ni de portavoces, por 
lo que pregunto a la Cámara si puede ser aprobado por 
asentimiento. (Pausa. j 

Así consta y con este acto se autoriza que el Gobierno 
pueda prestar su Consentimiento para obligarse por medio 
del Canje de Notas constitutivo del Acuerdo entre España 

y Tailandia sobre la modificación del Acuerdo sobre trans- 
porte aéreo entre el Gobierno del Reino de España y el Go- 
bierno del Reino de Tailandia, de 6 de septiembre de 1979. 

- CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA 
REP~BLICA ARGENTINA PARA EVITAR LA DO- 
BLE IMPOSICI~N Y PREVENIR LA EVASIÓN 
FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE 
LA RENTA Y SOBRE EL PATRIMONIO Y DE SU 
PROTOCOLO ANEJO, HECHO EN MADRID EL 21 
DE JULIO DE 1992. ( S .  610/000036.) (C. D. 
110/000035.) 

El señor VKEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Convenio 
entre el Reino de España y la República Argentina para 
evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en 
materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio y 
de su Protocolo Anejo, hecho en Madrid el 21 de julio de 
1992. 

Está en las mismas condiciones de tramitación que el 
anterior. Por tanto, pregunto a la Cámara si puede ser apro- 
bado por asentimiento. (Pausa.) 

Así es, así consta y, por tanto, se autoriza en este acto a 
que el Gobierno pueda prestar su consentimiento para obli- 
garse por medio del Convenio entre el Reino de España y 
la República Argentina para evitar la doble imposición y 
prevenir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la 
renta y sobre el patrimonio y de su Protocolo Anejo, hecho 
en Madrid el 21 de julio de 1992. 

- ACUERDO MARCO DE COOPERACI~N CULTU- 
RAL, CIENTÍFWA Y TÉCNICA ENTRE EL REINO 
DE ESPAÑA Y EL REINO HACHEMITA' DE JOR- 
DANIA, FIRMADO EN AMMÁN EL 21 DE ENERO 
DE 1993. (S. 610/000037.) (C. D. 110/000037.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Acuerdo 
Marco de Cooperación Cultural, Científica y Técnica entre 
el Reino de España y el Reino Hachemita de Jordania, fir- 
mado en Ammán el 21 de enero de 1993. 

Pido a la Cámara que lo apruebe por asentimiento. 
(Pausa.) 

Así es y, por tanto, así consta, y se autoriza en este acto 
a que el Gobierno pueda prestar su consentimiento para 
obligarse por medio del Acuerdo Marco de Cooperación 
Cultural, Científica y Técnica entre el Reino de España y 
el Reino Hachemita de Jordania, firmado en Ammán el 21 
de enero de 1993. 

- CONVENIO MARCO DE COOPERACI~N 

REP~BLICA ARGELINA DEMOCRÁTICA POPU- 

CIENTmCA, TÉCNICA, CULTURAL Y EDUCA- 
TIVA ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA 

LAR, HECHO EN ARGEL EL 5 DE ABRIL DE 
1993. ( S .  610/000038.) (C. D. 110/000038.) 
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El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Convenio 
Marco de Cooperación Científica, Técnica, Cultural y 
Educativa entre el Reino de España y la República Arge- 
lina Democrática Popular, hecho en Argel el 5 de abril de 
1993. 

Siguiendo la misma pauta, pido a la Cámara que sea 
aprobado por asentimiento. (Pausa.) 

Así es, así consta y se autoriza en este acto a que el Go- 
bierno pueda prestar su consentimiento para obligarse por 
medio del Convenio Marco de Cooperación Científica, 
Técnica, Cultural y Educativa entre el Reino de España y 
la República Argelina Democrática Popular, hecho en Ar- 
gel el 5 de abril de 1993. 

- TRATADO DE BUENA VECINDAD, AMISTAD Y 
COOPERACIÓN ENTRE EL REINO DE ESPAÑA, 
LA REPÚBLICA FRANCESA Y EL PRINCIPADO 
DE ANDORRA, HECHO EN MADRID Y PARÍS EL 
1 DE JUNIO DE 1993 Y EN ANDORRA LA VIEJA 
EL 3 DE JUNIO DE 1993. (S. 610/000039.) (C. D. 
610/000039.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Tratado 
de Buena Vecindad, Amistad y Cooperación entre el Reino 
de España, la República Francesa y el Principado de An- 
dorra, hecho en Madrid y Pm’s el 1 de junio de 1993 y en 
Andorra la Vieja el 3 de junio de 1993. 

Tiene la palabra el Senador Reventós. 

El señor REVENTÓS 1 CARNER: Señor Presidente, 
señorías, voy a consumir el turno a favor relativo al Tra- 
tado de Buena Vecindad, Amistad y Cooperación entre el 
Reino de España, la República Francesa y el Principado de 
Andorra. 

Ante todo, quiero destacar las singularidades que este 
Tratado ofrece. Es un Tratado con un preámbulo y once ar- 
tículos y es singular por su carácter trilateral. Son tres las 
partes firmantes del Tratado: Francia, España y Andorra. 
Es el fruto de una negociación prolongada que se ha reali- 
zado en Madrid, en Pm’s y Andorra la Vieja y es un Tra- 
tado que está redactado de manera trilateral en castellano, 
en catalán y en francés. 

Es también singular este Tratado porque es solemne, en 
el que se fija el marco de relaciones de Andorra con los dos 
Estados vecinos, con el punto de equilibrio e igualdad que 
como Estado recibe a partir de ahora el Principado de An- 
dorra. Es un Tratado solemne porque se reconoce a Ando- 
rra como Estado soberano y porque se establecen relacio- 
nes diplomáticas entre los dos vecinos signantes del Tra- 
tado y el Principado de Andorra. 

Por Último, es un Tratado singular porque es uno de los 
primeros frutos de la nueva Constitución andorrana de 
1983, que, a su vez, es el resultado de un complejo proceso 
que ha transformado constitucionalmente a Andorra, tras- 
ladándola desde algo que parecía internado en el medioevo 
a la sociedad moderna europea. 

Como todo Tratado de buena vecindad, amistad y coo- 
peración, es un Tratado eminentemente político, para cuya 

ratificación es necesaria la autorización de las Cortes Ge- 
nerales. Así lo proclamó el dictamen de la Secretaría Ge- 
neral Técnica del Ministerio de Asuntos Exteriores y tam- 
bién el dictamen del Consejo de Estado. 

El Tratado supone compromisos estables y de singular 
relevancia para la política exterior española y para la co- 
munidad internacional. A los ya enumerados, se añaden: el 
respeto a la independencia y a la integridad territorial de 
Andorra; facilitar la participación de Andorra en las orga- 
nizaciones internacionales y recoge como posibilidad que 
el Principado de Andorra pida a España o Francia que pro- 
tejamos sus intereses, que realicemos su representación di- 
plomática y que nuestros consulados atiendan a sus súbdi- 
tos. Por todo ello, pido el voto favorable de la Cámara. 

Antes de acabar, quiero destacar otra cuestión: el pro- 
ceso de evolución del nuevo Estado ‘andorrano no está aún 
perfeccionado del todo. Quiero expresar la confianza de 
que la ratificación del Tratado trilateral y el restableci- 
miento ya realizado de las relaciones diplomáticas a nivel 
de Embajada ayude a Andorra a perfeccionar su sistema 
jurídico constitücional y, muy en especial, la protección de 
los súbditos españoles residentes en este Principado. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra el 
gracias, Senador Reventós i Carner. 

Senador Rodíguez. 

El señor RODRÍGUEZ GÓMEZ: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Vamos a convalidar con nuestro voto favorable este 
Tratado de Buena Vecindad, Amistad y Cooperación entre 
el Reino de España, la República Francesa y el Principado 
de Andorra, y al hacerlo sentimos una gran satisfacción 
porque supone un reconocimiento a este pequeño y her- 
moso país de nuestra familia ya desde el medievo, cuando 
formó su personalidad, fue creando su identidad cultural y 
adquirió esa singular forma de gobierno que le ha permi- 
tido sobrevivir a cualquier apetencia vecina a lo largo de 
estos siglos, hasta llegar recientemente a su independencia 
y al reconocimiento como país número 184 de Naciones 
Unidas en junio de 1993. 

Como españoles, como partícipes de su cultura, de su 
lengua, fe y tradiciones, el Grupo Parlamentario Popular se 
siente satisfecho de la aceptación de ese Tratado. Aunque 
ya a tiempo pasado, felicitamos al pueblo andorrano por el 
reconocimiento de su plena soberanía y por la Constitu- 
ción de que se ha dotado. 

Este Tratado es consecuencia diaria de lo establecido en 
la Disposición Adicional Primera de la Constitución del 
Principado de Andorra, refrendada por el pueblo andorrano 
y promulgada por los Copríncipes en abril de 1993. Debía 
negociarse con España y con Francia un Tratado a tres para 
establecer el marco de las relaciones con los dos Estados 
vecinos sobre la base del respeto a la sobernía, independen- 
cia e integridad territorial de Andorra. Era importante su- 
brayar que lo que se buscaba era la vida propia del Estado 
de Andorra; eran claras las preocupaciones de los andorra- 
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nos, y querían evitarlas: había que preservar el equilibrio 
entre dos importantes países europeos a toda costa, ya que 
una experiencia política como la deducida de la Historia 
-Mónaco, San Marino, Liechte nstein- hubiera supuesto 
graves problemas. Su certera visión y previsión legislativa 
suponía la no dependencia política respecto de uno solo de 
los Estados vecinos y el justo punto en la relación con am- 
bos Estados, señalando a uno de ellos que la representación 
exterior de Andorra no le correspondía en exclusiva y que 
el Principado no era un tenitono dependiente de Francia. 
Es importante constatar que la Disposición Adicional Pri- 
mera establecía que el Tratado debía negociarse entre dos 
Estados con la asociación de los Copríncipes. 

El Tratado reconoce estas preocupaciones, ya solucio- 
nadas, en sus artículos primero. segundo; tercero, cuarto y 

-quinto. En el sexto, como bien señalaba el portavoz socia- 
lista, en el séptimo y en el octavo se señala quién puede ha- 
cerse cargo de la protección de sus intereses y de su repre- 
sentación diplomática, si el PIincipado no se encarga de 
ellos, siempre buscando un equilibrio. El artículo séptimo 
se refiere a la protección diplomática allí donde el Princi- 
pado no tuviera la representación consular, y lo deja a la 
voluntad de sus ciudadanos, España o Francia. Y hay en el 
octavo un deseo de que los tratados trilaterales entre los 
tres países que forman el acuerdo sean conocidos por el 
otro y que, incluso, si fuese de su interés, pudiese también 
firmarlos. 

Señor Presidente, el Partido Popular ha apoyado la ins- 
titucionalización de Andorra como Gobierno y como Es- 
tado, que son soberanos. España no debe hacer otra cosa 
que reconocerlo, como lo ha hecho, y colaborar. Un país 
con una importante población española que necesita y re- 
clama nuestro apoyo debe contar con nuestra cooperación 
decidida. Por eso, nuestro grupo va a apoyar este Tratado 
por considerarlo fundamental en la vida política del Princi- 
pado. 

’ 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 
gracias, Senador Rodríguez. 

Tiene la palabra, por el Gnipo Parlamentario Catalán en 
el Senado de Convergencia i Unió, el Senador Ferrer i 
Roca. 

El señor FERRER 1 ROCA: Señor Presidente, señorías, 
al iniciar este posicionamiento, en nombre del Grupo Par- 
lamentario Catalán en el Senado de Convergencia i Unió, 
el primer comentario que cabe señalar es que en esta Cá- 
mara, en los Plenos, los tratados y convenios casi siempre 
se aprueban sin debate, sin posicionamientos, por asenti- 
miento. El hecho de que en esta ocasión algunos grupos 
hayamos solicitado explicitar las razones de nuestro voto 
favorable parece claro que se debe a que este Tratado tiene 
algo de especial. 

Andorra, como se acaba de recordar, es un país europeo 
de profundas raíces que ha tenido unas instituciones políti- 
cas quizá excesivamente tradicionales y que hace exacta- 
mente un año aprobó una Constitución de corte moderno 
que proclama en su primer artículo la existencia de un Es- 

tado independiente, de Derecho, democrático y social, y 
además, en su Disposición Adicional Primera, recomienda 
al Consell General y al Govern de Andorra, con la colabo- 
ración de los Copríncipes, la elaboración de este Tratado 
que ahora vamos a aprobar. 

Este hecho, sucedido hace un año, de la aprobación de 
la Constitución ha posibilitado que llegue hoy a esta Cá- 
mara este Tratado. La proximidad geográfica y, en nuestro 
caso, la proximidad cultural y lingüística - d e b o  recordar 
que el artículo segundo de la Constitución andorrana 
afirma que la lengua oficial del Estado andorrano es el ca- 
talán- despiertan en este grupo concretamente, y estoy 
seguro de que en toda la Cámara, un interés especial por 
este Tratado. 

Este Tratado de Buena Vecindad ha permitido a Ando- 
rra su proyección y su incorporación en las instituciones 
internacionales. Como recordarán sus señorías, Andorra es 
miembro de Naciones Unidas, justamente esta semana está 
gestionando su incorporación al Consejo de Europa, y con 
este Tratado, naturalmente, dispondrá, y dispondremos to- 
dos, de un instrumento de relación de buena vecindad, 
como anuncia el título de este Tratado. 

También quiero aprovechar, señor Presidente, esta 
oportunidad para manifestar que votaremos también favo- 
rablemente el acuerdo relativo al Estatuto del Copríncipe 
Episcopal, por creer que es muy oportuno, porque hace un 
análisis y una valoración de la figura política del Coprín- 
cipe muy satisfactoria y porque creemos que será muy útil 
para esta época el acuerdo que a continuación se aprobará, 
previsiblemente también por asentimiento, como es tradi- 
cional, relativo a la figura del Copríncipe Episcopal, im- 
portantísima para el equilibrio del Estado andorrano con 
sus vecinos. 

En definitiva, señorías, anuncio que e; Grupo Parla- 
mentario Catalán en el Senado de Convergencia i Unió vo- 
tará favorablemente este Tratado con una profunda satis- 
facción y votará de igual modo favorablemente el acuerdo, 
al cual acabo de hacer referencia, dedicado a la figura del 
Copríncipe Episcopal. Todo ello creo que forma parte de 
una nueva etapa de Andorra en el mundo y en sus relacio- 
nes con sus vecinos. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 
gracias, Senador Ferrer i Roca. 

Se somete a votación el Tratado por asentimiento. 
(Pausa.) 

Así consta y, por tanto, se autoriza en este acto que el 
Gobierno pueda prestar su consentimiento para obligarse 
por medio del Tratado de Buena Vecindad, Amistad y Co- 
operación entre el Reino de España, la República Francesa 
y el Principado de Andorra, hecho en Madrid y París el 1 
de junio de 1993 y en Andorra la Vieja el 3 de junio de 
1993. 

- CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS PARA EVI- 
TAR LA DOBLE IMPOSICI~N EN MATERIA DE 
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IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y EL PATRIMO- 
NIO Y PREVENIR EL FRAUDE Y LA EVASIÓN 
FISCAL Y SU PROTOCOLO ANEJO, FIRMADO 

LIO DE 1992. (S. 610/000040) (C. D. 110/000040.) 
<<AD REFERENDUM>> EN MADRID EL 24 DE JU- 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): El punto 
número 28 se refiere al Convenio entre el Reino de España 
y los Estados Unidos Mexicanos para evitar la doble im- 
posición en materia de impuestos sobre la renta y el patri- 
monio y prevenir el fraude y la evasión fiscal y su Proto- 
colo Anejo, firmado «ad referendum» en Madrid el 24 de 
julio de 1992. 

Tiene la palabra el Senador Castro Rabadán. 

El señor CASTRO RABADÁN: Señor Presidente, se- 
ñorías, tomo la palabra, en nombre del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista, a los efectos de apoyar el Convenio recogido 
en el punto número 28 del orden del día de hoy y para de- 
cir que este Convenio, que trata de evitar la doble imposi- 
ción en materia de impuestos, tanto de patrimonio como de 
renta, y prevenir el fraude y la evasión fiscal, se enmarca 
en el Acuerdo económico que se integra al mismo tiempo 
en el Tratado de Cooperación y de Amistad entre España y 
México, firmado el 11 de enero de 1990. 

Las relaciones históricas y culturales entre las dos nacio- 
nes firmantes; la necesidad de establecer acciones que in- 
tensifiquen la cooperación y el desarrollo para conseguir un 
mayor crecimiento económico que contribuya al mismo 
tiempo a la estabilidad democrática y a la política y social, a 
la vez que se fortalecen las instituciones de carácter demo- 
crático, son, entre otras, las razones que han llevado a la 
f m a  del Tratado sobre cooperación y amistad con Méjico. 
En este sentido, el instrumento ju’dico que hoy se aprueba 
en esta Cámara permitirá y facilitará a las empresas, tanto 
españolas como mejicanas, las inversiones económicas ne- 
cesarias para la generación de riqueza y desarrollo mutuos, 
sin los inconvenientes que, hasta el día de hoy, se venían 
dando respecto de las obligaciones fiscales a las que estaban 
sujetas, es decir, a la doble imposición por ambos países. 

Este Convenio, que ha sufrido retraso debido a la con- 
vocatoria de elecciones y ha tenido que volver a cumplir de 
nuevo todos los trámites parlamentarios, hoy se presenta 
en esta Cámara previo paso del dictamen del Consejo de 
Estado, para la aprobación de sus señorías. 

Para terminar, recuerdo a sus señorías que el camino 
emprendido entre la cooperación y la concertación de ac- 
ciones, y la coordinación de esfuerzos entre los Estados, es 
lo que ha de llevar a nuestros pueblos a mayores cotas de 
bienestar y estabilidad política y social. . 

Desde aquí pedimos a sus señorías el voto de aproba- 
ción de este convenio. Al mismo tiempo, manifestamos 
que hay una grata coincidencia entre la aprobación de este 
Convenio y VI1 Reunión Interparlamentaria de España y 
Méjico, que tiene lugar estos días en Madrid y Salamanca. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 
gracias, Senador Castro Rabadán. 

A continuación tiene la palabra el Senador Bolinaga 
Bengoa. 

El señor BOLINAGA BENGOA: Señor Presidente, se- 
ñorías, en estos momentos nos encontramos, tal como se 
ha anunciado, en la situación de que sea aprobado por esta 
Cámara un Convenio -un feliz Conveni+ entre los Es- 
tados Unidos Mexicanos y el Reino de España, cuya bon- 
dad intrínseca se explica por sí sola desde el momento en 
que ha de servir para evitar la doble imposición en materia 
de Impuesto sobre la Renta y el Patrimonio, y para preve- 
nir el fraude y la evasión fiscal, etcétera, en pro de intere- 
ses recíprocos y concernientes a ambos países y sus res- 
pectivos ciudadanos. 

Es un Convenio, señorías, cuyo carácter práctico, pro- 
gresista y realista no puede negarse. Es un Convenio que 
encierra un sentido extraordinario de la oportunidad pero, 
sobre todo, es un Convenio eminentemente responsable y 
de un gran contenido solidario, según se colige a través de 
cuanto trasciende de la lectura y análisis del mismo. Nues- 
tro Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas Vas- 
cos no puede menos que congratularse por este Convenio, 
al que auguramos un futuro feliz y práctico. 

Al mismo tiempo, de cara al futuro y de modo muy par- 
ticular, deseamos que este Convenio se traduzca en un ele- 
mento de generosa apertura de miras para la cooperación 
mutua y para un mayor estrechamiento de lazos de unión y 
entendimiento entre ambos países concertantes, desde 
nuestro convencimiento de que un Convenio de estas ca- 
racterísticas tiene una virtud primera que no es otra que la 
del consenso y la concitación de voluntades entre las par- 
tes intervinientes para el logro de unos objetivos nobles y, 
además, beneficiosos. Ésta es la virtud principal de todo 
convenio, señorías, porque creo que este Convenio, al 
igual que todos los demás que estamos aprobando en esta 
sesión plenaria del Senado y que se encierran en un marco 
de bondad, nos ofrecen a los humanos, particularmente a 
los políticos, una lección magistral de cara a nuestras rela- 
ciones futuras, inclusive entre nosotros mismos, si es que 
recordamos la máxima de Rochefoucauld en la que nos de- 
cía: Nada hay imposible; caminos hay que conducen a 
todo; si poseyéramos voluntad suficiente, contaríamos 
siempre con suficientes medios. 

Y al hablar de medios, es seguro que no se refería ex- 
clusivamente a medios económicos y materiales, sino a 
medios de valor humano. Sus señorías, siempre tan perspi- 
caces, me entienden perfectamente. Y los medios de valor 
humano son los que poseen y desarrollan con eficacia 
aquellas personas que funcionan con desinterés y con ele- 
vación de miras, y se ajustan a lo que Ortega y Gasset de- 
cía con tanto sentimiento como acierto: Cuando se tiene el 
corazón lleno de empeño, se acaba siempre por buscar los 
hombres capaces de ejecutarlo. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 

Tiene la palabra a continuación el Senador Fernández 
gracias, Senador Bolinaga Bengoa. 

Aguilar. 
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El señor FERNÁNDEZ AGUILAR: Señor Presidente, 
la aprobación por parte del Senado, en el Pleno que cele- 
bramos hoy, del Convenio entre España y Méjico para evi- 
tar la doble imposición en materia de impuestos, coincide 
con la celebración, durante estos días, de la VI1 Reunión 
Interparlamentaria España-Mélico. El Grupo Parlamenta- 
rio Popular en el Senado da la bienvenida más cordial y 
sincera a las personalidades mejicanas que integran la de- 
legación que nos visita, a quienes manifiesta sus deseos de 
que tenga una grata estancia entre nosotros, así como que 
los trabajos y acuerdos adoptados en esta VII Reunión sir- 
van para fortalecer y enriquecer las bases democráticas de 
ambos países. 

El Grupo Parlamentario Popular aprovecha también 
esta oportunidad para manifeslar, una vez más, su apoyo y 
entusiasmo para que las relaciones bilaterales hispano-me- 
jicanas sean cada día más estrechas y beneficiosas. La co- 
operación entre España y Méjico tiene hoy varios ámbitos 
de desarrollo. Por un lado, esta la Conferencia Iberoameri- 
cana, un espacio político nuevo que se consolidó, precisa- 
mente, en la Cumbre de Guaddajara. Y, por otra parte, las 
relaciones estrictamente bilaterales, en las que se enmarca 
este Convenio que viene a aprobarse hoy. Es tarea de nues- 
tro país trabajar para que estas relaciones se consoliden y 
permitan desarrollar nuevos campos de cooperación, siem- 
pre en el camino de la consolidación de la democracia y 
del más estricto respeto a los derechos humanos. Para ello, 
consideramos de gran importancia establecer vínculos 
fuertes en el terreno político y sistemas económicos esta- 
bles que favorezcan estos propósitos. 

La reciente firma del Tratado de Libre Comercio entre 
Méjico, Canadá y Estados Unidos es una fuente más de in- 
versiones para Méjico, un nuevo e importantísimo estí- 
mulo para su econom’a, un marco de reconocimiento y es- 
tabilidad internacional. España podrá participar en ese 
nuevo marco de libre cambio norteamericano, de enormes 
posibilidades, precisamente a través de su relación con 
Méjico. 

Queremos resaltar, igualmente, la deuda histórica de 
gratitud de España para con Méjico por la generosa hospi- 
talidad que brindó a mucho:; españoles al acogerlos allí 
como consecuencia de su doloroso exilio tras la guerra ci- 
vil española. Muchos españoles procedentes del mundo de 
la enseñanza, la universidad y la cultura pudieron impartir 
su magisterio, tan valorado y apreciado por los mejicanos. 

Agradecemos también muy vivamente el que en estos 
momentos tan difíciles y crjticos para la convivencia en 
Méjico los miembros de la delegación mejicana se hayan 
desplazado hasta aquí, manteniendo su compromiso de ce- 
lebración de este encuentro parlamentario. Los trabajos de 
la VI1 Reunión Interparlamentaria que se celebra esta se- 
mana resultarán, sin duda, de una gran utilidad para pro- 
fundizar en el conocimiento mutuo, tanto de los intereses 
como de las necesidades de ambos países y de futuros 
campos de cooperación. 

Celebramos, por tanto, esta Reunión, y nos complace 
también anunciar nuestro voto favorable para la aproba- 
ción de este Convenio. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 
gracias, Senador Fernández Aguilar. 

Sometemos a votación por asentimiento, si así lo ve 
bien la Cámara, este convenio (Pausa. Queda aprobado 
por asentimiento y se autoriza en este acto que el Gobierno 
pueda prestar su consentimiento para obligarse por medio 
del Convenio entre el Reino de España y los Estados Uni- 
dos Mexicanos para evitar la doble imposición en materia 
de impuestos sobre la renta y el patrimonio y prevenir el 
fraude y la evasión fiscal y su Protocolo Anejo, firmado 
«ad referendum» en Madrid el 24 de julio de 1992. 

- TRATADO GENERAL DE C O O P E R A C I ~ N  Y 

R E P ~ B L I C A  FEDERATIVA DEL BRASIL Y 
AMISTAD ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA 

ACUERDO ECONÓMICO INTEGRANTE DEL 
MISMO, FIRMADO «AD REFERENDUM» EN 
MADRID EL 23 DE JULIO DE 1992. (S .  
610/000041) (D.D. 110/000041.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): En el 
punto número 29 consideramos el Tratado general de coo- 
peración y amistad entre el Reino de España y la República 
Federativa del BrasiI y Acuerdo económico integrante del 
mismo, firmado «ad referendum» en Madrid el 23 de julio 
de 1992. 

¿Puede entenderse aprobado por asentimiento? (Pausa. 
Queda aprobado por asentimiento y se autoriza en este 
acto que el Gobierno pueda prestar su consentimiento para , 
obligarse por medio del Tratado general de cooperación y 
amistad entre el Reino de España y la República Federa- 
tiva del Brasil y Acuerdo económico integrante del mismo, 
firmado «ad referendum» en Madrid el 23 de julio de 
1992. 

- TRATADO GENERAL DE C O O P E R A C I ~ N  Y 

R E P ~ B L I C A  ORIENTAL DEL URUGUAY Y 
ANEJO, ASÍ COMO ACUERDO ECON~MICO IN- 

AMISTAD ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA 

TEGRANTE DEL MISMO, FIRMADO EN MA- 
DRID EL 23 DE JULIO DE 1992. ( S .  610/000042) 
(C.D. 110/000042.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): En el 
punto número 30 consideramos el Tratado General de Co- 
operación y Amistad entre el Reino de España y la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y Anejo, así como Acuerdo 
Económico integrante del mismo, firmado en Madrid el 23 
de julio de 1992. 

¿Puede entenderse aprobado por asentimiento? 
(Pausa.) Queda aprobado por asentimiento y se autoriza 
en este acto que el Gobierno pueda prestar su consenti- 
miento para obligarse por medio del Tratado General de 
Cooperación y Amistad entre el Reino de España y la Re- 
pública Oriental del Uruguay y Anejo, así como Acuerdo 
Económico integrante del mismo, firmado en Madrid el 23 
de julio de 1992. 
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- ACUERDO PARA LA PROMOCIÓN Y LA PRO- 

TRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY, HECHO EN MADRID 
EL 7 DE ABRIL DE 1992. ( S .  610/000043) (C.D. 
110/000043 .) 

TECCIÓN RECÍPROCAS DE INVERSIONES EN- 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): En el 
punto número 3 1 consideramos el Acuerdo para la Promo- 
ción y la Protección Recíprocas de Inversiones entre el 
Reino de España y la República Oriental del Uruguay, he- 
cho en Madrid el 7 de abril de 1992. 

¿Puede entenderse aprobado por asentimiento? 
(Pausa.) Queda aprobado por asentimiento y se autoriza 
en este acto que el Gobierno pueda prestar su consenti- 
miento para obligarse por medio del Acuerdo para la Pro- 
moción y la Protección Recíprocas de Inversiones entre el 
Reino de España y la República Oriental del Uruguay, he- 
cho en Madrid el 7 de abril de 1992. 

- ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y EL 

TATUTO DEL COPRfNCIPE EPISCOPAL, FIR- 
MADO EN MADRID EL 23 DE JULIO DE 1993. ( S .  
610/000044) (C.D. 110/000044.) 

PRINCIPADO DE ANDORRA RELATIVO AL ES- 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): En el 
punto número 32 consideramos el Acuerdo entre el Reino 
de España y el Principado de Andorra relativo al Estatuto 
del Copríncipe Episcopal, firmado en Madrid el 23 de ju- 
lio de 1993. 

¿Puede entenderse aprobado por asentimiento? 
(Pausa.) Queda aprobado por asentimiento y se autoriza 
en este acto que el Gobierno pueda prestar su consenti- 
miento para obligarse por medio del Acuerdo entre el 
Reino de España y el Principado de Andorra relativo al Es- 
tatuto del Copríncipe Episcopal, fumado en Madrid el 23 
de julio de 1993. 

- ACUERDO DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN 
RECÍPROCAS DE INVERSIONES ENTRE EL 
REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA DE FILIPI- 

BRE DE 1993. (S. 610/000047) (C.D. 110/000045.) 
NAS, FIRMADO EN MADRID EL 19 DE OCTU- 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): En el 
punto 33 consideramos el Acuerdo de Promoción y Pro- 
tección Recíprocas de Inversiones entre el Reino de Es- 
paña y la República de Filipinas, firmado en Madrid el 19 
de octubre de 1993. 

¿Puede entenderse aprobado por asentimiento? 
(Pausa.) Queda aprobado por asentimiento y se autoriza 
en este acto que el Gobierno pueda prestar su consenti- 
miento para obligarse por medio del Acuerdo de Promo- 
ción y Protección Recíprocas de Inversiones entre el Reino 
de España y la República de Filipinas, firmado en Madrid 
el 19 de octubre de 1993. 

- CANJE DE NOTAS CONSTITUTIVO DE 
ACUERDO PARA LA MODIFICACIÓN DEL CON- 
VENIO ENTRE EL GOBIERNO DE ESPAÑA Y EL 
GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE PARAGUAY 

DE 1976. ( S .  610/000048) (C. D. 110/000046.) 
SOBRE TRANSPORTE AÉREO DE 12 DE MAYO 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): En el 
punto 34 consideramos el Canje de Notas constitutivo de 
Acuerdo para la modificación del Convenio entre el Go- 
bierno de España y el Gobierno de la República de Para- 
guay sobre transporte aéreo de 12 de mayo de 1976. 

¿Puede entenderse aprobado por asentimiento? 
(Pausa.) Queda aprobado por asentimiento y se autoriza 
en este acto que el Gobierno pueda prestar su consenti- 
miento para obligarse por medio del Canje de Notas 
constitutivo de Acuerdo para la modificación del Conve- 
nio entre el Gobierno de España y el Gobierno de la Re- 
pública de Paraguay sobre transporte aéreo de 12 de 
mayo de 1976. . 

- ADHESIÓN DE ESPAÑA AL PROTOCOLO DE 
1988 RELATIVO AL CONVENIO INTERNACIO- 
NAL PARA LA SEGURIDAD DE LA VIDA HU- o 

MANA EN EL MAR, 1974, HECHO EN LONDRES 
EL 11 DE NOVIEMBRE DE 1988. ( S .  610/000049) 
(C. D. 110/000047.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): El punto 
35 es la Adhesión de España al Protocolo de 1988 relativo 
al Convenio Internacional para la seguridad de la vida hu- 
mana en el mar, 1974, hecho en Londres el 11 de noviem- 
bre de 1988. 

¿Puede entenderse aprobado por asentimiento? 
(Pausa.) Queda aprobado por asentimiento y se autoriza 
en este acto que el Gobierno pueda prestar su consenti- 
miento para obligarse por medio de la Adhesión de España 
al Protocolo de. 1988 relativo al Convenio Internacional 
para la seguridad de la vida humana en el mar, 1974, hecho 
en Londres el 11 de noviembre de 1988. 

- CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA 
REPÚBLICA DE GUATEMALA SOBRE COOPE- 
RACIÓN JURÍDICA, FIRMADO «AD REFERÉN- 
DUM» EN GUATEMALA EL 23 DE MARZO DE 
1993. ( S .  610/000050) (C. D. 110/000048.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): En el 
punto 36 considerarnos el Convenio entre el Reino de Es- 
paña y la República de Guatemala sobre Cooperación Jurí- 
dica, firmado «ad referéndum» en Guatemala el 23 de 
marzo de 1993. 

¿Puede entenderse aprobado por asentimiento? 
(Pausa.) Queda aprobado por asentimiento y se autoriza 
en este acto que el Gobierno pueda prestar su consenti- 
miento para obligarse por medio del Convenio entre el 
Reino de España y la República de Guatemala sobre Coo- 
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peración Jurídica, firmado «ad referéndum» en Guatemala 
el 23 de marzo de 1993. 

- DECLARACIÓN DE ACEPTACIÓN DE ESPAÑA 
DE LA ADHESI~N DE-LA REP~BLICA DE CHI- 
PRE AL CONVENIO RELATIVO A LA OB- 
TENCIÓN DE PRUEBAS EN EL EXTRANJERO 
EN MATERIA CIVIL O MERCANTIL, HECHO EN 
LA HAYA EL 18 DE MARZO DE 1970. (S .  
610/000051) (C. D. 110/000063.) 

El señor VICEPRESIDENTE. (Rigol i Roig): En punto 
número 37 es la Declaración de Aceptación de España de 
la Adhesión de la República de Chipre al Convenio rela- 
tivo a la obtención de pruebas en el extranjero en materia 
civil o mercantil, hecho en La Haya el 18 de marzo de 
1970. 

¿Puede entenderse aprobado por asentimiento? 
(Pausa.) Queda aprobado por asentimiento y se autoriza 
este acto que el Gobierno pueda prestar su consentimiento 
para obligarse por medio de la Declaración de Aceptación 
de España de la Adhesión de la República de Chipre al 
Convenio relativo a la obtención de pruebas en el extran- 
jero en materia civil o mercantil, hecho en La Haya el 18 
de marzo de 1970. 

Aquí concluye el punto número séptimo del orden del 
día. 

MOCIONES CONSECUENCIA DE INTERPELACIÓN 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN 
EL SENADO, POR LA QUE SE INSTA AL GO- 
BIERNO A QUE, CON L,A MAYOR URGENCIA 
POSIBLE, REMITA A LAS CORTES GENERALES 
UN PROYECTO LEGISLATIVO CREADOR DE UN 

CIPAR LAS CANTIDADES NECESARIAS PARA 

CESIDAD CAUSADAS POR EL IMPAGO DE LAS 
PENSIONES DE ALIMENTOS DEBIDAS A LOS 
HIJOS, RECONOCIDAS EN DECISIÓN JUDICIAL, 
EN CONVEMO JUDICIALMENTE APROBADO O 
A LOS QUE AFECTE EL CUMPLIMIENTO DEL 
ARTÍCULO 39.2 DE LA CONSTITUCIÓN ESPA- 
ÑOLA (671/000003.) 

FONDO DE GARANTÍA ENCARGADO DE ANTI- 

HACER FRENTE A LAS SITUACIONES DE NE- 

El señor VICEPRESIDENE (Rigol i Roig): Pasamos 
al punto octavo del orden de día: Mociones consecuencia 
de interpelación. 

En el punto número 38 consideramos la del Grupo Par- 
lamentario Popular en el Senado, por la que se insta al Go- 
bierno a que, con la mayor urgencia posible, remita a las 
Cortes Generales un proyecto legislativo creador de un 
Fondo de Garantía enagado, de anticipar las cantidades 
necesarias para hacer frente a las situaciones de necesidad 
causadas por el impago de las pensiones de alimentos de- 
bidas a los hijos, reconocidas en decisión judicial, en con- 

venio judicialmente aprobado o a los que afecte el cumpli- 
miento del artículo 39.2 de la Constitución española. 

Para su defensa, tiene la palabra el Senador Fernández 
Aguilar por tiempo de cinco minutos. 

El señor FERNÁNDEZ AGUILAR Señor Presidente, 
señorías, la moción que ahora debatimos es consecuencia 
de la respuesta insatisfactoria dada por el Gobierno a nues- 
tra interpelación formulada en el Pleno anterior sobre las 
medidas de política general en vigor que garanticen el co- 
bro de las pensiones alimenticias derivadas de procedi- 
mientos de separación, divorcio, nulidad o alimentos a fa- 
vor de los hijos y de la madre o el padre afectados. 

Tanto en esta Cámara como en el Congreso de los Di- 
putados se viene debatiendo desde hace cuatro años la con- 
veniencia de crear un fondo de garantía encargado de anti- 
cipar las cantidades necesarias para hacer frente a las si- 
tuaciones de necesidad causadas por el impago de pensio- 
nes de alimentos. Dichas iniciativas parlamentarias, defen- 
didas con el apoyo de todos los Grupos parlamentarios sin 
excepción, culminaron el 20 de junio de 1991 con la apro- 
bación unánime en el Senado de una moción por la que se 
instaba al Gobierno a que enviase a las Cortes Generales el 
proyecto legislativo creador del referido fondo. Hoy, trans- 
curridos casi tres años, el Gobierno aún no ha atendido el 
acuerdo unánime del Senado, por lo que resulta aconseja- 
ble instarle por segunda vez a su cumplimiento y báhica- 
mente en los mismos términos que el acuerdo precedente. 

Es obvio que el Gobierno viene obligado políticamente 
a ejecutar los acuerdos de esta Cámara y, en este caso es- 
pecífico, debe cesar en su obstinado bloqueo de esta ini- 
ciativa legislativa. 

La abrumadora superioridad de medios técnicos con 
que cuenta el Gobierno para la elaboración del proyecto 
solicitado no puede ser la causa del incumplimiento, por lo 
que resulta inexplicable, tanto para la sociedad como para 
las familias afectadas, la razón última que le induce a obs- 
truir el cumplimiento de lo que es voluntad general. 

Esta iniciativa parlamentaria cubre un importante vacío 
en la previsión social española y pone en marcha una acti- 
vidad legislativa que desarrollará el precepto contenido en 
el artículo 39.2 de la Constitución en reconocimiento de 
los derechos del niño con lo que, además, su proceso par- 
lamentario enriquecerá nuestro ordenamiento jurídico. 

La aplicación, por sentencia del artículo 487 bis del Có- 
digo Penal a aquellas personas que incyrnplen lo pactado 
judicialmente, es insuficiente, como garantiza el cobro de 
las pensiones alimenticias destinadas a satisfacer las nece- 
sidades más perentorias, por lo que, para asegurar la fun- 
ción subsidiaria de la protección estatal respecto a la de los 
propios padres, hemos de recurrir al cumplimiento de la 
norma constitucional que obliga a los poderes públicos a 
asumir la protección familiar en el triple aspecto social, 
económico y jurídico, dando a las personas afectadas la 
protección integral propugnada por nuestra constitución. 

La interpretación conjunta del artículo 39 de la Consti- 
tución induce a pensar que los derechos del niño imponen 
correlativos deberes a los padres en primer término, en la 
medida que determinen las leyes que regulan las relaciones 
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entre padres e hijos, y también a los poderes públicos, 
tanto estatales, como de los demás entes públicos, de 
acuerdo con nuestra Constitución. 

Los pactos internacionales ratificados por España, 
como son la Declaración de los Derechos del Niño, y los 
pactos internacionales de derechos civiles y económicos, y 
el de derechos económicos, sociales y culturales, obligan 
de igual manera al Estado español a su fiel cumplimiento. 

En este año de elecciones europeas no debemos olvidar 
tampoco la recomendación 869 de 1979 del Consejo de 
Europa, que insta a las autoridades de sus Estados miem- 
bros a que, en caso de que el cónyuge obligado a pagar la 
pensión no lo haga, sea el propio Estado el que le sustituya 
en el cumplimiento de este deber. Naturalmente, el dere- 
cho reclamado es también extensivo para aquellas mujeres 
y hombres que viven con hijos a cargo y que padecen difi- 
cultades económicas. 

El acuerdo que propone esta moción, para el que pedi- 
mos el voto favorable de sus señorías, reproduce íntegra- 
mente el que fue adoptado por unanimidad el 20 de junio 
de 1991, con la incorporación «ex novo» del término «O a 
las que afecte el cumplimiento del artículo 39.2 de la 
Constitución española», con 10 que se pretende incluir y 
proteger del derecho que se solicita a los hijos de familias 
monoparentales o abandonados por sus padres, acogidos 
por otras familias y que son víctimas principales de situa- 
ciones de indefensión. 

Si es verdad que se perfila un repunte de la econom’a, 
según anuncia el Gobierno, es el momento favorable para 
iniciar la tramitación parlamentaria de este proyecto legis- 
lativo. Pero, aunque así no lo fuera, parece aconsejable re- 
conducir el recorte de otros gastos superfluos o menos ne- 
cesarios en beneficio de este proyecto de indudable priori- 
dad social. 

Señorías, es inaplazable que el Gobierno entienda que 
tiene contraído un compromiso serio y real con esta Cá- 
mara, que requiere solución inmediata y que no basta con 
que durante tres años la anterior o actual Ministra de Asun- 
tos Sociales acceda a esta tribuna para intentar convencer- 
nos de que el Estado no tiene estructura administrativa es- 
pecializada o que desconoce la cuantificación del gasto ne- 
cesario para atender la puesta en marcha del Fondo de Ga- 
rantía de pensiones alimenticias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Señor 
Fernández Aguilar, vaya terminando. 

El señor FERNÁNDEZ AGUILAR: Termino, señor 
Presidente. 

Las familias con hijos menores de padres separados, di- 
vorciados o anulados, sin recursos económicos, que no re- 
ciben la prestación económica a la que tienen derecho por 
ser víctimas del impago de pensiones, las familias sin re- 
cursos económicos y sin posibilidades de que la reclama- 
ción legal de las pensiones alimenticias sea atendida, los 
menores de familias monoparentales o víctimas del aban- 
dono de sus padres y que están acogidos por otros familia- 
res, como el Grupo Parlamentario Popular, así lo exigen. 

Muchas gracias, señorías. Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 

El Senador Zarallo tiene la palabra para turno en contra. 

El señor ZARALLO CORTÉS: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Intervengo para consumir este turno en contra, y antes 
de entrar en el contenido de esta moción, consecuencia de 
una interpelación, quiero hacer constar que compartimos 
esa sensibilidad y preocupación por toda esta problemá- 
tica. 

Justo es es reconocer que las primeras iniciativas parla- 
mentarias correspondieron al Gr’upo Parlamentario Cata- 
lán en el Senado de Convergencia i Unió, pero que los di- 
ferentes Grupos se fueron sumando a esta sensibilidad y 
preocupación, y también el nuestro, como recientemente 
tuvimos ocasión de ver con la presentación de una moción 
por iniciativa del Grupo Parlamentario Socialista, sobre fa- 
milias monoparentales, donde se instaba al Gobierno a la 
creación de una comisión técnica interministerial que estu- 
diase la problemática y elaborase un plan concreto de me- 
didas en una serie de aspectos importantes. Por tanto, com- 
partimos esa sensibilidad y preocupación. 

Tampoco es ajeno el Gobierno a esa sensibilidad y a esa 
preocupación, incluso yo diría más, a esa posibilidad de 
disposición para intentar resolver la problemática en los 
términos en que pueda ser solucionada. 

Se trata de un debate importante, pero debe ser un de- 
bate sosegado, tranquilo, sereno y realista, con objeto de 
que podamos encontrar soluciones alternativas importan- 
tes que puedan paliar toda esta problemática. 

Estamos trabajando desde hace años en diferentes ver- 
tientes. En primer lugar, en la lucha contra el incumpli- 
miento del pago de este tipo de pensiones. En segundo lu- 
gar, en arbitrar una serie de medidas complementarias o al- 
ternativas necesarias en este momento para paliar esas si- 
tuaciones de necesidad perentorias. Y, en tercer lugar, en 
estudiar qué posibilidades hay de la creación del Fondo de 
Garantía o de otros mecanismos similares que pudieran ser 
altemativas. 

Es verdad que, tras la tipificación del delito de impago 
de las pensiones y de alimentos en el m’culo 487 bis, cre- 
emos que sigue siendo un punto fundamental para intentar 
solucionar el problema, porque, en la medida en que noso- 
tros consigamos profundizar en el cumplimiento de ese 
tipo de delito, estaremos disminuyendo, al mismo tiempo, 
las necesidades de medidas complementarias para paliar 
estas situaciones. Por tanto, hay que insistir en que no se 
puede ni se debe abandonar esta medida. 

La Ministra decía, en la interpelación planteada hace 
poco más de un mes, que se había avanzado mucho en este 
sentido y en lo que la filosofía del legislador quiso hacer 
con la reforma parcial del Código Penal, con objeto de que 
haya el menor porcentaje posible de incumplimientos. Por 
tanto, es bueno para que disminuya este porcentaje de in- 
cumplimiento y, además, es de justicia, porque nos parece 

gracias, Senador Fernández Aguilar. 
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más lógico que su coste económico beneficie precisamente 
a las personas afectadas por esas resoluciones judiciales 
que acudir a la vía presupuestaria general del Estado que, 
en todo caso, nos afecta a todos. 

En segundo lugar, con independencia de la posibilidad 
o no de la creación de un fondo de garantía, desde nuestro 
Grupo hemos de expresar de manera rotunda y clara nues- 
tra gran satisfacción por la amplia red de medidas puestas 
en marcha por las diferentes Administraciones Públicas 
para paliar las situaciones de pr'vcariedad y necesidad. Di- 
chas medidas están ahí, son de diferente tipo, y no voy a 
detenerme en ellas por la escasez de tiempo y porque ya 
han sido puestas de manifiesto. Algunas de ellas han sido 
orientadas por las Comunidades Autónomas, incluso algu- 
nas han sido iniciadas económicamente por las mismas, 
aunque luego hayan derivado hacia el Estado a través de la 
vía de subsidios de desempleo. Por tanto, nosotros cree- 
mos que estas medidas alternativas y complementarias se 
han adoptado con el espíritu de resolver esta problemática 
que es acorde con el espíritu vigente en Europa en relación 
con el problema que estamos debatiendo en este momento. 

En tercer lugar, respecto a la creación del fondo de ga- 
rantía de pensiones debidas a los hijos por resolución judi- 
cial o por convenio judicialmente aprobado, tenemos que 
decir que aunque no sea un tema del que podamos decir ta- 
jantemente que está cerrado -y con esto simplemente me 
hago eco de las palabras de la propia Ministra- el pro- 
blema está en la forma de llevarlo a cabo, independiente- 
mente del coste económico, que lo tiene, no nos engañe- 
mos, y que en estos momentos de recesión económica no 
queremos obviar, e independientemente, como ha dicho el 
portavoz popular, de que sea necesario articular una red 
administrativa, cúestión que no es fácil ni baladí porque in- 
cluso en los países europeos que han llevado a cabo la 
creación de un fondo de este tipo o similar, todavía no ha 
cuajado la distribución administrativa de manera idónea o 
adecuada; independientemente de todo esto, y aunque sea 
reiterativo, tenemos que decir que el problema fundamen- 
tal es la cuantificación. No es que nosotros queramos tener 
una percha a la que acogernos para aplazar «sine die» el 
problema, no es eso, es un problema real. Si no hay una 
cuantificación, y no la hay -tenemos datos muy contra- 
dictorios de instancias judiciales diferentes y de federacio- 
nes y asociaciones que no se ponen de acuerdo y dan cifras 
muy discordantes- difícilmente va a ser posible hacerlo y, 
sobre todo, hacer la asignación presupuestaria correspon- 
diente. Por tanto, creo que es un tema de debate y de toma 
de decisiones políticas, sobre todo, respecto a quiénes ha- 
brían de ser los beneficiarios y sobre una compleja serie de 
cuestiones íntimamente relacionadas que tampoco cito 
aquí porque ya fueron expuestas por la Ministra. 

En definitiva, lo que queremos con estas reflexiones es 
poner de manifiesto dos cosas. F'rimero, el fondo de garan- 
tía no es la panacea que va a resolver todos los problemas, 
ni lo ha sido en aquellos países e:n los que está establecido, 
ni tampoco es la Única solución porque existe la posibili- 
dad de administrar una serie de medidas complementarias 
o de mecanismos alternativos qiie hagan que, hasta el mo- 
mento en que sea posible llevarlo a cabo, pongamos en 

marcha soluciones más inmediatas. También existe un pe- 
ligro real, no nos engañemos, se puede convertir todo esto 
en un cajón de sastre, ahí puede caber todo. El día en que 
se crease surgirían nuevas situaciones que habría que de- 
batir si se incorporaban o no, etcétera. Ustedes deben reco- 
nocerlo porque en su propia iniciativa parlamentaria, 
desde la firma de esa moción en 199 1 hasta la presentación 
de la proposición no de ley en el Congreso en diciembre de 
1993, han variado sustancialmente los contenidos, han ido 
mucho más allá de lo que era esa moción e, incluso, han 
superados1 ámbito de lo que establecen esos fondos de ga- 
rantía en Europa. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Señoría, 
debe terminar su intervención. 

El señor ZARALLO CORTÉS: Termino, señor Presi- 
dente. 

Por tanto, nosotros creemos que estamos ante una pro- 
blemática que hay que mirar desde una perspectiva global 
en la que la solución que ustedes proponen no es la única 
ni la solución absoluta para todo. Entendemos que estamos 
en la línea de los convenios o de los acuerdos del marco 
europeo que, en defintiva, lo que proponen es que se in- 
tente solucionar estos problemas y,que las medidas que se 
adopten independientemente en cada país, según su situa- 
ción, tiendan a que sean corregidas estas dificultades. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (&gol i Roig): Muchas 
gracias, Senador Zarallo. 

En turno de portavoces, por el Grupo Parlamentario de 
Senadores Nacionalistas Vascos, tiene la palabra el Sena- 
dor Bolinaga. 

El señor BOLINAGA BENGOA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, en primer lugar, quiero decirles que no puedo 
continuar esta intervención, que voy a intentar que sea 
muy breve, sin dedicar un cariñoso e inolvidable recuerdo 
a la antigua presencia en este Senado de la señora Ale- 
many, del Grupo de Convergencia i Unió, donde siempre 
supo desplegar una eficiente y gran actividad, distinguién- 
dose por su tesón y acierto sobre cuestiones de diversa ín- 
dole y, particularmente, sobre aquellas que portaban un 
componente de tipo social y humano. Destacaré su tesón y 
acierto muy particulares en relación con el asunto que hoy 
ocupa nuestra atención, que tan atinadamente supo expo- 
ner y desarrollar la señora Alemany hasta alcanzar el con- 
senso más absoluto y el apoyo unánime de toda esta Cá- 
mara. Trabajo, tesón y acierto de la señora Alemany que 
obtuvieron un resultado magnífico pero que la posterior 
actitud del Gobierno Socialista, y siento decirlo, no ha per- 
mitido prosperar ni rendir los frutos imaginados y, por su- 
puesto, necesarios. 

Felicito al Senador Adolfo Aguilar por su sensibilidad y 
por sus ilustrativas aportaciones y, a nuestro entender, por 
la magnífica defensa de unos postulados que no admiten 
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réplica y que nuestro Grupo aporta y comparte, igual que 
lo hizo con los de la señora Alemany, en pura coherencia. 

A la vista de todo ello poco o nada tenemos que añadir 
puesto que no haríamos más que redundar en los mismos 
argumentos que reiteradamente hemos expuesto y defen- 
dido sobre el particular y que son constatables en las di- 
versas actas y boletines de esta Cámara. En consecuencia, 
por ser argumentos repetitivos apenas iban a esclarecer o 
mejorar la situación sobre todo lo expuesto, ya que, de una 
vez por todas, no es tiempo de hablar, sino de actuar, de ir 
a los hechos. No obstante, nos vamos a permitir demandar 
la aprobación de esta moción por la Cámara en pura y 1ó- 
gica coherencia con decisiones anteriores y reclamar del 
Gobierno una definitiva respuesta en positivo, sin más 
componendas ni paliativos que ya no convencen a nadie. 

Señor Zarallo, estamos todos muy convencidos de que 
ésta no es la panacea, de que ésta no es la única solución de 
los problemas, de que hacen falta otras medidas comple- 
mentarias, pero lo cierto es que este fondo fue debida y 
oportunamente aprobado por esta Cámara por la plenitud y 
el consentimiento total de todos sus componentes. Por 
tanto, exigimos -tenemos la razón y estamos en situación 
de hacerlo- una respuesta efectiva, cabal, y digna, libe- 
rada de todo ese otro cúmulo de explicaciones que, en re- 
sumidas cuentas, adornan el plato pero que son incapaces 
de alterar la sustancia de su contenido. Lamento de veras 
tener que decir que el posicionamiento mantenido hasta el 
presente por el Gobierno Socialista sobre este tema, sin dar 
una solución «ad how, tal y como esta Cámara -lo he di- 
cho ya- se lo requirió con carácter imperativo y por una- 
nimidad, sin duda, puede producir efectos perversos que 
tan sólo podrán ser imputables al mismo Gobierno. Y el 
primer efecto perverso y producto antinatura es que el 
mismo Gobierno -y aquí está la base del tema- está po- 
niendo en entredicho el ser o no ser de esta Cámara legis- 
lativa y su labor parlamentaria. Es efecto perverso que el 
Gobierno, visto lo visto, siga mostrándose poco sensible 
-aunque usted ha hablado de su sensibilidad compartida, 
tanto la del Gobierno, como la de su Grupo Socialista- 
con cuantos sustentamos un cargo de representatividad po- 
pular en este Senado. Una cosa es la sensibilidad con el 
problema, otra cosa es la sensibilidad, repito, con cuantos 
ostentamos un cargo de representación popular en este Se- 
nado. Y es efecto perverso que el Gobierno, con su actitud 
negativa hasta el presente, ponga también en evidencia al 
propio Partido Socialista que lo sustenta. 

Y para finalizar, sólo quiero añadir que nuestro Grupo 
de Senadores Nacionalistas Vascos desea la subsanación 
de estos efectos perversos y que las agu!s retornen a su 
cauce natural, del que no debieron salir. Este es, señorías, 
nuestro más vivo deseo, que esperamos, o deseamos, que 
sea compartido por todos y, singularmente, por el Go- 
bierno. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 

Por Coalición Canaria, tiene la palabra el Senador Tra- 
gracias, senador Bolinaga. 

vieso Darias. 

El señor TRAVIESO DAFUAS: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, vamos a intentar nosotros también ser breves, 
:n la misma línea que el Senador Bolinaga, y no ser reite- 
rativos con los argumentos que ya defendimos en su día en 
la toma de posición de la interpelación que el Grupo Popu- 
iar trajo a esta Cámara. 

Nosotros estamos de acuerdo con el fondo de la inter- 
pelación y con el fondo de esta moción y, por tanto, vamos 
3 votar a su favor. Y permitiéndonos la misma libertad que 
:1 Senador Bolinaga, solicitamos que la Cámara apoye esta 
moción, que la vuelva a apoyar, dado que su contenido ya 
Fue aprobado con anterioridad. Por tanto, no entendemos 
que todos los Grupos Parlamentarios que apoyaron en su 
día esa moción, hoy, cuando todavía no se han dado solu- 
ciones al problema planteado, puedan votar en contra de la 
misma. 

Finalmente, quería manifestar, sobre la base de la inter- 
vención del Senador Zarallo, que nos parece algo rocam- 
bolesca la argumentación que se esgrime para no apoyar 
esta moción, indicando que hay que profundizar en la per- 
secución del delito, que hay que seguir con las medidas so- 
ciales complementarias y que la creación de este fondo de 
garantías no es la panacea que resuelva todos los proble- 
mas. Por supuesto que no va a ser la panacea pero está 
claro que ni la tipificación legal ni las medidas sociales 
complementarias están resolviendo el problema. ¿Qué 
miedo hay a introducir en la legislación este tipo de medi- 
das, sobre las que creo que todos estuvieron de acuerdo y 
de las que estamos seguros de que, aunque no resuelvan to- 
dos los problemas, algunos más sí van a resolver? Lo que 
está demostrado es que la persecución del delito y las me- 
didas sociales complementarias no lo han resuelto hasta el 
momento. 

En resumen, consideramos muy afortunada la petición 
realizada por parte del Grupo Parlamentario Popular y, en 
concreto, por el Senador Fernández Aguilar y nuestro 
Grupo de Senadores Nacionalistas Canarios va a apoyar 
esta moción. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 

Por Convergencia i Unió, tiene la palabra el Senador 
gracias, Senador Travieso Darias. 

Albert Vallvé. 

El señor VALLVÉ 1 NAVARRO: Con la venia, señor 
Presidente. 

Señorías, en nombre del Grupo Parlamentario Catalán 
en el Senado de Convergencia i Unió, quisiera iniciar mi 
intervención dejando constancia de que sustituyo al Sena- 
dor excelentísimo señor don Francesc Codina i Castillo, 
que se ha visto incapacitado para comparecer por cuestio- 
nes de salud, de las que, afortunadamente, está en vías de 
recuperación. Mi recuerdo, pues, para el compañero, señor 
Codina. 

Agradezco al Senador Bolinaga la referencia que ha he- 
cho de nuestra compañera, la ahora Diputada señora Ale- 
many. Muchas gracias. 
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Me correspondió a mí en el Pleno del pasado día 22 de 
marzo exponer el criterio del Grupo Parlamentario Catalán 
en el Senado de Convergencia i Unió con ocasión de la in- 
terpelación que formuló el Senador del Grupo Popular don 
Adolfo Fernández Aguilar. Podría remitirme a lo dicho en 
aquella ocasión y comprobarán sus señorías que esencíal- 
mente diré lo mismo, avanzándole -y créame, señor Fer- 
nández Aguilar, que lo siento- que nuestro voto será ne- 
gativo. Y le explicaré a usted por qué. 

Como antecedente, insistí en que corresponde al Grupo 
de Convergencia i Unió la iniciativa parlamentaria en la 
protección de los menores como consecuencia de la situa- 
ción de desamparo derivada del impago de alimentos. En 
el Congreso de los Diputados se presentaron ya proposi- 
ciones no de Ley el 14 de junio de 1989 y el 21 de no- 
viembre del mismo año. Posteriormente se han producido 
otras iniciativas parlamentarias, que su señoría nos recordó 
cronológicamente en su intervención del día 22 de marzo. 

Obsérvese que suprimo la reierencia a las circunstan- 
cias de separación, nulidad o divorcio, para incluir con ello 
aquellas otras circunstancias o situaciones de desemparo al 
menor acreedor de alimentos, según lo regulado en el ar- 
tículo 142 y siguientes del Código Civil. El Senador Fer- 
nández Aguilar ya nos ha dicho que incluía la referencia al 
artículo 39.1 de la Constitución para referirse también a 
aquellos menores cuyo derecho a alimentos no provenía de 
una situación previa de matrimonio. 

El Grupo de Convergencia i lJnió en el Senado y en el 
Congreso no sólo tiene el honor de haber iniciado la rei- 
vindicación de este asunto, sino también de haberlo hecho 
en la introducción en el Código Penal del nuevo tipo, ar- 
tículo 487 bis, que sanciona criminalmente el impago de 
los alimentos referidos a situaciones de separación, nuli- 
dad y divorcio. Debe reconocerse que la novedad del ar- 
tículo 487 bis del Código Penal ha sido superada por las 
circunstancias y que merece una modificación profunda y 
urgente, entre otras cosas para incluir a los hijos de famí- 
lias monoparentales y para reducir fulminantemente los 
plazos que vengan a determinar la comisión del delito, a 
gravar, en suma, el tipo delictivo. 

Entrando en el fondo del asunto, la moción peca de ar- 
caizante -y permítame la libertad-, ya que continúa uti- 
lizando la terminología diría que ya un poco clásica y su- 
perada, y conste que, como he dicho, somos los iniciadores 
de esta idea. Desde junio de 1989 hasta el momento pre- 
sente este asunto ha sido objeto de mucha actividad parla- 
mentaria y ello ha servido para depurar y centrar la cues- 
tión, y ya han pasado más de cinco años. Más aún, en la in- 
tervención del Senador Fernández Aguilar el día 22 de 
marzo se hizo referencia a no si: qué maniobra política en 
el Congreso de los Diputados por la que se rechazaba la 
proposición no de Ley presentada en Comisión por el 
Grupo Popular, que se discutió el 1 .O de diciembre de 1993, 
resultando rechazada con el voto en contra, entre otros, de 
nuestro Grupo y el de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya, Grupo que también se ha distinguido en la reivindi- 
cación parlamentaria de este forido. 

Y la divergencia, este cambio de criterio, se explicó en 
el Congreso de los Diputados :sucintamente y la explico 

también ahora. Decía la Diputada señora Alemany que la 
creación de un fondo de garantía de pensiones responde a 
la necesidad de adoptar un planteamiento político finalista 
y para ello hay que definir y acotar de forma clara y con- 
cisa los objetivos. Y la moción no lo hace, o lo hace insu- 
ficientemente. El tema de los menores abarca un amplio 
abanico de problemas cuya solución estriba únicamente en 
la compensación económica y es preciso y urgente elabo- 
rar una ley global de protección de la infancia, una ley en 
la que están trabajando ya en algunas Comunidades Autó- 
nomas, como es la de Cataluña. La postura de Convergen- 
cia i Unió no es la de complacer al Gobierno. Nuestro 
Grupo manifestó en el Congreso de los Diputados el 1 .O de 
diciembre de 1993 que tenía preparada una proposición de 
Ley de protección al menor, que, sin duda, será del agrado 
del Grupo Popular. Mi opinión personal es la que ya mani- 
festé en mi intervención del día 22 de marzo y que consiste 
en el endurecimiento de la represión penal: más juzgados 
de familia, sistema de juicios rápidos. 

Decía el Senador Fernández Aguilar -y cito textual- 
mente-: <<El Estado tiene suficientes mecanismos recau- 
datorios coercitivos para aquellos que teniendo medios su- 
ficientes no quieran pagar.» Pues bien, señoría, estos me- 
dios coercitivos son los de los tribunales. Jueces que ins- 
truyan rápidamente, jueces que apliquen a los temas de fa- 
milia el famoso juicio rápido, fiscales que investiguen, fis- 
cales que ayuden a la instrucción y jueces que dicten pron- 
tas sentencias y que hagan cumplir rápidamente el conte- 
nido del fallo. 

En los datos que su señoría facilitó en su exposición del 
día 22 de marzo decía, haciendo referencia a la Comisión 
de Derechos de la Mujer del Parlamento Europeo, que el 
impago de las pensiones alcanza el 65 por ciento. Adop- 
tando el dato de la asociación estatal de mujeres separadas 
y divorciadas, la señora Pérez Campo decía que el límite 
de impago llega al 80 por ciento. No digan sus señorías, 
pues, que hay tantos ciudadanos que no pueden pagar los 
alimentos acordados en sentencia judicial. Entendemos, 
señorías, que un 80 por ciento de impagos es más perse- 
guible por la vía penal que por la vía del fondo. 

Ínstese al Gobierno para que, dada la alarma social que 
crea esta cuestión, exija especial celeridad en el trámite, 
enjuiciamiento y sanción del delito de impago de alimen- 
tos; ínstese al Gobierno para que advierta a las Comisarías 
de policía para que recojan las denuncias que por este mo- 
tivo se formulan, circunstancia que actualmente se da muy 
poco. El Estado debe atender sus obligaciones constitucio- 
nales y sociales, pero siempre con carácter subsidiario, y 
sólo después de dar los medios necesarios para que el ciu- 
dadano pueda exigir el cumplimiento de las resoluciones 
judiciales y la satisfacción de sus justos derechos, deberá 
intervenir con la constitución de un Fondo como éste. 

Señorías, no es que el Grupo Parlamentario Catalán en 
el Senado de Convergencia i Unió haya cambiado ni un 
ápice en sus formulaciones que, como, digo, son antiguas. 
Pero entendemos que el planteamiento de la cuestión me- 
rece un tratamiento global, merece, como decía, la pro- 
mulgación de una Ley de protección global del menor, 
contemplando así todos y cada uno de los aspectos en que 
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éste se encuentre desamparado y tributario de la protección 
de la ley 

Nada más, señorías, muchas gracias (El señor Fernún- 
dez Aguilar pide la palabra ) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig) Muchas 

LPor qué me pide la palabra, señoría? 

El señor FERNÁNDEZ AGUILAR Por el artículo 87, 

gracias, Senador Vallvé 

señor Presidente 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig) Esta Pre- 
sidencia cree, debidamente asesorada, que en el trámite de 
estas mociones provenientes de interpelación no es válida 
la petición del artículo 87, porque se cree que ya se ha dis- 
cutido absolutamente todo y que, por tanto, sería un nuevo 
turno de réplica Pido a su señoría que considere que no es 
de aplicación en este momento el artículo que invoca 

El señor FERNÁNDEZ AGUILAR Señor Presidente, 
le pido la palabra por el arti’culo 87, al que creo tener dere- 
cho, pero si así no fuere, pido al señor Presidente que apli- 
que el que sea conveniente para que pueda ilustrar a esta 
Cámara ante un asunto que quedará incompleto si, después 
de haber sido aludido de forma reiterada, no puedo hacer 
uso de la palabra 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig) Su seño- 
ría tiene la palabra por un minuto 

El señor FERNÁNDEZ AGUILAR Muchas gracias 
Un minuto para decir que la palabra era antes un arma 

cargada de futuro, ahora la palabra es un arma arrojadiza 
por determinados Grupos parlamentanos en esta Cámara 
Hace bien poco, el portavoz socialista, dirigiéndose al 
Grupo Parlamentario Popular, se ha permitido decir pa- 
rece mentira que tengan ustedes tan poca sensibilidad, que 
defiendan sus tesis con seriedad y rigor y que acudan al 
texto de la Constitución que es donde se garantizan las 1i- 
bertades Pues bien, hemos propuesto que esta Cámara se 
ratifique en un acuerdo, hemos propuesto que se cumpla la 
Constitución, y el Grupo Parlamentario Catalán en el Se- 
nado de Convergencia i Unió y el Grupo Parlamentano So- 
cialista evidencian, hasta un punto verdaderamente exage- 
rado, cómo se puede renunciar a la ideología por gobernar 
de una forma encubierta Yo censuro abiertamente la posi- 
ción de CIU y la del Partido Socialista que es incoherente 
con sus postulados (Aplausos en los escaños de la derecha 
y fuertes protestas en los de la izquierda ) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig). Ruego a 
sus señorías que contengan sus emociones 

Sometemos a votación la moción del Grupo Parlamen- 
tario Popular en el Senado por la que se insta al Gobierno 
a que con la mayor urgencia posible remita a las Cortes 
Generales un proyecto legislativo creador de un Fondo de 
Garantía encargado de anticipar las cantidades necesarias 
para hacer frente a las situaciones de necesidad causadas 

por el impago de las pensiones de alimentos debidos a los 
hijos, reconocidas en decisión judicial, en convenio judi- 
rialmente aprobado o a los que afecte el cumplimiento del 
xtículo 39 2 de la Constitución española 

Se inicia la votación (Pausa ) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado Votos 
Emitidos, 218, a favol; 105, en contra, 113 

El señor VICEPRESIDENTE @gol i Roig). Queda re- 
chazada esta moción 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN 
EL SENADO POR LA QUE SE INSTA AL GO- 

ACTUACIONES QUE POSIBILITE LA CONS- 
BIERNO A QUE PRESENTE UN PROGRAMA DE 

TRUCCI~N DE LAS VIVIENDAS COMPROMETI- 
DAS POR LA COOPERATIVA PROMOCI~N so- 
CIAL DE VIVIENDAS (PSV), A QUE REMITA A 
LAS CORTES UN PROYECTO DE LEY PARA EL 

VISMO DE VIVIENDAS Y A QUE LLEVE A 
CORRECTO DESARROLLO DEL COOPERATI- 

CABO LAS ACTUACIONES PRECISAS PARA SO- 
LUCIONAR EL PROBLEMA DE LOS COOPERA- 
TIVISTAS DE LA COOPERATIVA PROMOCI~N 
SOCIAL DE VIVIENDAS (PSV) (671/000004 ) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig) Pasamos, 
a continuación, a la segunda moción proveniente de inter- 
pelación del Grupo Parlamentano Popular por el que el Se- 
nado insta al Gobierno a que presente un programa de ac- 
tuaciones que posibilite la construcción de viviendas com- 
prometidas por la cooperativa Promoción Social de Vi- 
viendas, a que se remita a las Cortes un Proyecto de ley 
para el correcto desarrollo del cooperativismo de vivien- 
das y a que lleve a cabo las actuaciones precisas para solu- 
cionar el problema de los cooperativistas de la cooperativa 
Promoción Social de Viviendas 

Para su defensa tiene la palabra el señor García Carnero 
por cinco minutos 

El señor GARCÍA CARNERO Muchas gracias, señor 
Presidente 

Señorías, en pasadas sesiones plenanas el Grupo Parla- 
mentario Popular ha requerido al Gobierno de la nación 
explicaciones a lo ocumdo en el tema del PSV y ha solici- 
tado asimismo soluciones para los cooperativistas afec- 
tados 

No sabemos si alguien en esta Cámara se habrá sentido 
satisfecho con las respuestas obtenidas y con las solucio- 
nes que han sido aportadas (Rumores ) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig) Señoría, 

Pido el respeto y la atención que se merece cualquier in- 

Muchas gracias 

pare su intervención un momento 

terviniente en la Cámara 
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El señor GARCÍA CARNERO. Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Decía que no sabía si alguien en esta Cámara se habrá 
sentido satisfecho con las explicaciones que se nos dieron 
y, sobre todo, con las soluciones que se han aportado. Pero, 
a nuestro juicio, quienes no están satisfechos son los coo- 
perativistas, ni la sociedad española en general, y por esa 
razón tampoco el Grupo Parlamenlario Popular. Fue justa- 
mente por esta insatisfacción por lo que nuestro Grupo, 
ejercitando lo que es una posibilidad reglamentaria, pero 
fundamentalmente por considerarlo como una obligación 
constitucional, presentó esta moción que hoy me cabe el 
honor de defender. Una moción, señorías, que pretende dar 
vías de solución a las tres cuestiones esenciales que hoy 
plantea el tema del PSV: ofrecer una solución a los coope- 
rativistas para que ellos puedan decidir y planificar su fu- 
turo, exigir en la defensa de los afectados las responsabili- 
dades civiles y penales a los causantes de esta situación y 
tratar de evitar que acciones de este tipo puedan volver a 
repetirse. 

Hace ya siete meses que estalló lo que se denominó es- 
cándalo PSV y durante todo este tiempo, aparte de acusa- 
ciones mutuas -y las Últimas muy recientes del propio ex 
Secretario General de UGT responsabilizando al Gobierno 
de ello-, nadie, ni el Gobierno, ni la UGT, ni PSV, ha 
ofrecido una solución a los cooperativistas, que viven 
-como pueden ustedes imaginar-- en una situación an- 
gustiosa, que han solicitado amparo, que han gritado, in- 
cluso, su desesperación, pero que mientras continúan pa- 
gando las letras de una vivienda que no saben cuánto les va 
a costar, cuándo van a poder ocupar y que, en muchos ca- 
sos, ni siquiera saben si se les va a construir. 

No parece, por tanto, señorías, que sea pedir demasiado 
el que, de forma individualizada, se ofrezca una respuesta 
concreta a cada cooperativista para que esas inquietudes 
estén satisfechas y para que así ellos puedan decidir si la 
solución ofertada es de su interés o si, por el contrario, han 
de buscar su vivienda por otro camino. 

Pues bien, señorías, eso es justamente lo que nuestro 
Grupo solicita en el primer apartado de esta moción: una 
solución individualizada, temporalizada y cuantificada. 

No queremos un planteamiento global como el que se 
hace en ese denominado Plan de viabilidad, que no con- 
creta nada y que no se compromete individualmente con 
las familias. 

No hace muchos días, don Prudencio García, actual 
presidente de IGS y administrador judicial de PSV, mani- 
festaba públicamente que si en el mes de abril no se ponía 
en marcha la construcción de viviendas, la PSV sería in- 
viable. Por tanto, la urgencia en este tema no solamente la 
piden el Grupo Popular y los cooperativistas. Decía, ade- 
más, el señor García que se precisaban avales por un im- 
porte de unos 8.500 millones de pesetas para ponerlo en 
funcionamiento. 

Pues bien, señorías, nuestra moción propone que se ha- 
biliten los créditos necesarios por parte de la corporación 
bancaria Argentaria. Pero, entiéndaseme bien, señorías. 
No estoy diciendo que se tape el agujero con dinero pú- 
blico; a eso nos oponemos radicalmente. Nosotros estamos 

proponiendo que para la puesta en marcha de las viviendas 
se habiliten, por parte de la Banca pública, los créditos ne- 
cesarios y que los costes financieros de la operación se im- 
puten a los responsables. 

Señorías, no pueden seguir sucediendo cada día escán- 
dalos graves ni puede consentirse que los autores del «pe- 
lotazo» de turno se vayan de rositas. La sociedad española 
está demandando urgentemente una actuación de los pode- 
res públicos en este sentido. Es justamente en este campo 
en el que creemos que no se puede abandonar a las familias 
que están sufriendo esta situación. No se las puede aban- 
donar a que sean ellas mismas las que practiquen las ac- 
tuaciones necesarias para su propia defensa. No podrían 
ejercitarlas porque económicamente no lo soportarían. Por 
esto, señorías, y para proteger a los perjudicados, instamos 
al Gobierno a que, en primer lugar, se persone como parte 
en la causa abierta por la Audiencia Nacional y a que lo 
haga en defensa de todos los afectados. En segundo lugar, 
instamos al Gobierno a que solicite el embargo cautelar de 
las propiedades y de las cuentas de los encausados, no 
vaya a ser que cuando la justicia determine las responsabi- 
lidades -lo cual no parece que vaya a producirse de modo 
inmediato, habida cuenta de la lentitud que existe en el es- 
tamento judicial en nuestro país- los responsables de la 
causa hayan puesto sus bienes a buen recaudo y entonces 
ya no haya donde echar mano, lo cual no parece demasiado 
improbable dada su ingeniería financiera para estos 
asuntos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Vaya ter- 
minando. señoría. 

El señor GARCÍA CARNERO: Señorías, parece bas- 
tante razonable que si a un ciudadano cualquiera se le pue- 
den embargar las cuentas por no pagar una multa de tráfico 
o por tener pendientes de pago los arbitrios municipales, se 
puedan adoptar garantías similares cuando lo que se está 
enjuiciando es la desaparición de miles de millones de pe- 
setas. 

En el último apartado de nuestra moción pretendemos 
enriquecer la normativa legal, claramente insuficiente en 
este campo. A nuestro juicio, son tres los aspectos en los 
que ha de enriquecerse dicha normativa: en la legislación 
en materia de viviendas, en la legislación en materia de co- 
operativas y en las garantías económicas. 

En materia de cooperativas no existe más que la Ley 
3/1987, Ley que, además, no tiene la misma aplicación en 
todo el ámbito del territorio español. Mientras hay Comu- 
nidades que utilizan esta Ley como simple derecho suple- 
torio, para otras significa toda la normativa existente. En 
cuanto al tema de vivienda, hay competencias de las Co- 
munidades Autónomas otorgadas por el artículo 148.3 de 
la Constitución, competencias de ámbito nacional como 
las de la Ley del Suelo o las que tienen los ayuntamientos 
en lo que se refiere a disciplina urbanística y concesión de 
licencias. Finalmente, se piden garantías económicas para 
que no se pueda disponer de los dineros destinados a la 
construcción de viviendas para otros fines, como ha ocu- 
mdo en este caso, y para que si la construcción de las vi- 
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viendas se hace a través de empresas gestoras, como es el 
caso de PSV, se exijan los avales que garanticen esa cons- 
tnicción. 

Señor Presidente, ya concluyo. 
Señorías, ésta no es una moción crítica. Ésta no es una 

moción a la que hayan de temer sino los responsables de 
este desaguisado. Por el contrario, pretende ser una mo- 
ción constructiva, a favor de los cooperativistas, a favor de 
esta Cámara y a favor de la sociedad española. 

Señorías, si hoy el Pleno de la Cámara da su aprobación 
a esta moción, habremos abierto una vía de tranquilidad 
para miles de familias que viven un trágico drama desde 
hace muchos años. Si hoy apoyan sus señorías esta mo- 
ción, no sólo habremos cumplido con un precepto consti- 
tucional recogido en el artículo 47 de nuestra Carta Magna, 
sino que, además, habremos prestigiado la soberanía e in- 
dependencia de esta Cámara y, por ende, la soberanía e in- 
dependencia del Poder Judicial. Finalmente, y quizá sea 
esto lo más importante, con nuestro voto favorable quizá 
abramos una ventana para que entre ese aire fresco que 
tanta falta le hace a la sociedad española, que contempla 
abochornada y atónita la sucesión diaria de escándalos sin 
que nadie, sin que ningún poder público haga nada por evi- 
tarlo ... (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Señoda, 
debe terminar ya. 

El señor GARCÍA CARNERO: ... sociedad que nece- 
sita de forma imperiosa verOrestituida la confianza de los 
ciudadanos en sus representantes y en sus instituciones. 

Señorías, en esa confianza, desde esta tribuna y en 
nombre de mi Grupo, solicito su voto favorable. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplausos en los es- 
caños de la derecha.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 

Tiene la palabra el Senador Gallego por un tiempo de 
gracias, señoría. 

cinco minutos. 

El señor GALLEGO CUESTA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señoras y señores Senadores, señor García Carnero, 
hoy ha estado su señoría más tranquilo que cuando inter- 
vino a propósito de su última interpelación, intervención 
en la que puede decirse que se dedicó todo el tiempo a ha- 
blar de algo que no tenía que ver ni con la promoción so- 
cial de viviendas ni con las iniciativas de gestión social. 

Quiero precisar que tampoco esta moción es perfecta, 
ni mucho menos, ya que contiene contradicciones eviden- 
tes. Parece que en ella se trata de echar flores a los coope- 
rativistas sin aportarles ninguna solución, se lo digo con 
todo respeto. A veces hay que aprovechar determinadas 
circunstancias que conllevan un teatro político en el que 
hablan ustedes de ingeniería financiera o de cosas pareci- 
das. Pero yo me pregunto: ¿habrán entendido los coopera- 
tivistas algunas de las cosas que usted propone, o se trata 
simplemente de juegos florales para quedar bien ya que 

parece que todo es bueno con tal de atacar al Gobierno so- 
cialista metiendo de vez en cuando cuñas? Usted ha ha- 
blado aquí de aire fresco, de escándalos y de no sé cubtas 
cosas sobre las que me pregunto qué tendrán que ver con 
este tema. Pero voy a pasar ya a aspectos más concretos en 
relación con el tema que nos ocupa. 

«Presentar a la Cámara, a la vista de la problemática 
suscitada entre decenas de miles de familias con motivo 
del fracaso de la cooperativa Promoción Social de Vivien- 
das, un programa de actuaciones.» El señor Ministro ya 
manifestó un Plan de viabilidad de IGS para la PSV, Plan 
en el que destacan diferentes aspectos, pero su señoría no 
debe desconocer que esta cooperativa está incursa en un 
expediente de suspensión de pagos. Por tanto, debe garan- 
tizarse el principio de «pax conditio creditorum», que sig- 
nifica que ningún socio puede salir beneficiado en detri- 
mento de otro, y a este respecto en la Ley de Suspensión de 
Pagos de 1922 se detallan específicamente una serie de as- 
pectos. 

Existe una propuesta concreta para actuar; existe una 
propuesta específica que habla de la necesidad de financia- 
ción externa de 8.500 millones de pesetas que han de obte- 
nerse en el mes de abril. En el Plan de viabilidad de IGS 
para la PSV esto está contemplado. Asimismo, se contem- 
pla un calendario previsto para la entrega de las viviendas 
que finalizm’a en el año 1998. Por tanto, quiero decirle a 
su señoría que sí hay muchos aspectos que ya están con- 
templados, que no se puede manifestar, ni mucho menos, 
que el Gobierno ha «pasado», que no se ha hecho nada. Al 
contrario, el Gobierno se ha movido. Hay ya en funciona- 
miento una Comisión interministerial; el Instituto de Fo- 
mento Social de la Econom’a se ha movido y, en definitiva, 
el juez, todos los interventores y los administradores tam- 
bién se han movido. Desconocer eso es desconocer la rea- 
lidad de las cosas. 

Quiero manifestar a su vez que la cooperativa de Pro- 
moción Social de Viviendas está pendiente de la aproba- 
ción de este Plan de viabilidad presentado por IGI, pero 
mientras el mismo no sea aprobado -y así ocurre por el 
momento-, no se puede tomar dicho Plan como algo es- 
pecífico para la cooperativa de Promoción Social de Vi- 
viendas. 

Por tanto, la Administración está analizando y está 
viendo todas las posibilidades de ejecución del proyecto de 
viabilidad de IGI. Los administradores están reuniéndose 
con las diferentes asociaciones de cooperativistas que se 
han creado. Por otra parte, hay dos pilares que han de re- 
solverse: que los socios cooperadores aprueben las posi- 
bles derramas que se plantean en lo referente al precio y 
que se apruebe el escalonamiento en la construcción de vi- 
viendas. Las que más avanzadas están han de terminarse lo 
antes posible. Las otras, por ejemplo, las de Valdebernardo 
y las del Plan 18.000, van a empezar a entregarse en el año 
1996. Es evidente que usted no puede desconocer esta si- 
tuación, como antes ha pretendido. 

Por otro lado, no es necesaria la remisión de un pro- 
yecto de ley que contemple la revisión de la Ley General 
de Cooperativas de 1987, puesto que al amparo de dicha 
Ley se están desarrollando diferentes acontecimientos, y el 
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que se haya producido una determinada circunstancia no 
implica que haya que modificar una Ley buena técnica- 
mente y que aprobamos en 1987 con un apoyo mayori- 
tario. 

Tiene usted razón en lo que respecta a reforzar más las 
garantías de las empresas que gestionan las cooperativas 
porque, efectivamente, a veces se detectan cláusulas abier- 
tas, contratos leoninos, que van t:n perjuicio de los coope- 
rativistas. Desde ese punto de vista, y aplicando toda la 
normativa especial para la defensa de los derechos de los 
ciudadanos, a nuestro Grupo le parece adecuada esa pro- 
puesta, pero no así el que la Atíministración se persone 
como parte en defensa de los cooperativistas en la causa 
abierta por la Audiencia Nacional, para eso ya está el Mi- 
nisterio Fiscal, por lo que no puede decirse que exista una 
indefensión en este tema. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Señoría, 
le ruego que concluya. 

El señor GALLEGO CUESTA: Sí, señor Presidente. 
Cualquier otra cosa que se hiciera ustedes la interpreta- 

rían como una interferencia del Gobierno en la labor del 
Ministerio Fiscal, como muchas veces se han encargado de 
decir. Por tanto, desde su punto de vista la personación de 
la Administración es viable, pero no desde el nuestro, por- 
que eso iría en contra del artículo 103 de nuestra Constitu- 
ción, en la que se establecen los principios de independen- 
cia y de autonom’a respecto de la Administración, para no 
mezclarla con intereses concretos y particulares. 

Para concluir -siguiendo las indicaciones del señor 
Presidente-, desde ese punto de vista no es posible la 
aportación de dinero público tal y como se solicita, ya que 
no parece congruente. Sin embargo, la Comisión Intermi- 
nisterial seguirá haciendo los esfuerzos que sean necesa- 
rios para que se disponga de las ayudas precisas y se pueda 
poner en práctica lo que representa la Cooperativa de la 
Promoción Social de Viviendas; al menos, para la mayor 
parte de las promociones. 

En resumen, no es recomendable la interferencia del 
Gobierno en la función de tutela del interés público, que 
debe desempeñar el Ministerio Fiscal en la causa abierta 
por este tema. En cuanto a la propuesta de reforma de la 
Ley de Cooperativas, se encuentra insuficientemente fun- 
damentada -perdone que lo diga así-, si bien cabría ana- 
lizar la posibilidad de introducir cambios en la regulación 
de la responsabilidad de los gestores. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 

Tiene la palabra el Senador 13arbuzano. 

El señor BARBUZANO GONZÁLEZ: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Señorías, no quisimos intervenir en el anterior debate 
sobre la PSV, en el que participti el Ministro, porque aún no 
teníamos una opinión tan sólida como la que poseemos en 
este momento, aunque no la hayamos terminado de formar. 

gracias, Senador Gallego. 

Creo que este problema es un tema bastante vidrioso 
por sus connotaciones -y de las que no sé por qué todo el 
mundo huye-, al tratarse de una central sindical alta- 
mente representativa en el Estado, como es la Unión Ge- 
neral de Trabajadores. 

Al estudiar el caso, formulamos una pregunta por es- 
crito al Gobierno para conocer sus líneas de actuación al 
respecto, y la contestación del Ministro del ramo no tiene 
desperdicio, ya que nos dijo que su actuación había consis- 
tido en la intervención para que pudiera seguir el procedi- 
miento judicial. Y aquí paz, y en el cielo, gloria. Pero, gra- 
cias a la Unión General de Trabajadores, con la que nos he- 
mos entrevistado, hemos profundizado en este tema. 

A nosotros - q u e  quede claro- nos preocupan dos co- 
sas fundamentales de este problema, que hay que tratar con 
rigor, sin hacer maniobras políticas ni lloriquear por nadie, 
para solucionarlo. Nos preocupa, por un lado, el destino de 
los ahorros que una serie de familias humildes entregaron 
a una determinada promotora para acceder a una vivienda, 
a un bien, evidentemente, escaso. Y, por otro, que se pueda 
aprovechar esta situación para desestabilizar una banda de 
la sociedad del país que no está muy bien, como son las 
centrales sindicales y el sindicalismo, fundamentales para 
el desenvolvimiento democrático del Estado. Como digo, 
a nuestro juicio, no se debe aprovechar esta situación, sino 
que hay que solucionar ese problema que, si sigue por 
otros cauces, puede afectar al desarrollo democrático. En 
este tema, pues, hay que ser serios y rigurosos. 

En cuanto a las posibles soluciones que se pueden apor- 
tar, hay un Plan Nacional de la Vivienda, y sin duda exis- 
ten posibilidades legales, crediticias, de concertación, et- 
cétera, para que el problema creado -hablo en general, no 
voy a entrar en detalle, y lo dice quien ha trabajado en es- 
tos temas- se contemple en dicho Plan. Pero hay que te- 
ner objetivos serios, para que el dinero público no vaya a 
solucionar graciosamente -podríamos decir- problemas 
de una empresa que se encuentra en el mercado de la vi- 
vienda -y creo que no hace falta rebajar el nivel de la ex- 
plicación-. Como digo, eso no se puede hacer con el di- 
nero público, como algunos están manifestando, pero yo 
no creo que el Gobierno lo vaya a hacer. Por tanto, una so- 
lución sería contemplar este problema en el Plan Nacional 
de la Vivienda. 

¿Quieren ustedes otra solución? Consistiría en facilitar 
el asesoramiento necesario para que llegara a buen puerto 
un plan de viabilidad económica que consiguiera que esta 
empresa, como otra cualquiera -a pesar de estar inmersa 
en un problema de Estado-, pudiera acceder a su reflota- 
ción, como recientemente se ha hecho en otros sectores 
económicos del Estado. Pero insisto en que hay que tener 
mucho cuidado con destinar los dineros públicos graciosa- 
mente a esta cuestión, como ha ocurrido en Calzados Se- 
garra, Confecciones Gibraltar, etcétera, y no quiero refe- 
rirme a casos anteriores. 

Ésa es la preocupación que deberíamos tener, el men- 
saje que debemos transmitir al Gobierno del Estado, y no 
utilizar políticamente de forma malsana este tema, ya que 
:so podría tener como consecuencia la desestabilización 
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de un sector necesario para la organización de la sociedad, 
como es el formado por los sindicatos representativos. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 

¿Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas Vas- 

Por el Grupo de Convergencia i Unió, tiene la palabra el 

gracias, Senador Barbuzano. 

cos? (Pausa.) 

Senador Beguer. 

El señor BEGUER 1 OLIVERES: Señor Presidente, se- 
ñorías, por el Senador Dionisio García se ha planteado una 
cuestión importante, consecuencia de la interpelación que 
fue contestada por el Ministro de Trabajo y Seguridad So- 
cial, en la que nuestro Grupo ya intervino, escuchó atenta- 
mente las manifestaciones del interpelante y las del Minis- 
tro, expuso su preocupación por los afectados - d e  los que 
recordábamos a algunos que están incluso en Cataluña y 
muchos más en el resto de España- y manifestó su soli- 
daridad y su deseo de solución. Se arbitraron algunas pau- 
tas, se señaló que nos parecía que habría que dar algunos 
días o algunas semanas de margen y, entre tanto, se ha 
planteado esta moción. 

La moción es interesante en cuanto que plantea, por una 
parte, la necesidad de una solución a través de un proyecto 
de ley sobre el desarrollo del cooperativismo en viviendas, 
así como, por otra parte, aprobar diversas medidas que, de 
todos modos -hemos de decirlo de entrada- entendemos 
que competen a otros estamentos, la mayoría, probable- 
mente, a los tribunales de justicia. 

Entendemos que instar al Gobierno a que se persone en 
la Audiencia Nacional no es procedente en absoluto, por lo 
que la moción, a pesar de salir en defensa de los más débi- 
les -lo cual, como es evidente, compartimos-, nos pa- 
rece poco viable cuando, como todos sabemos y nos acaba 
de recordar el portavoz socialista, ya se ha personado el 
Ministerio Fiscal. 

Extender a los muchos procesos existentes en España 
-seguramente que de menor cuantía, pero que existen- 
la petición de que se habiliten los créditos necesarios por la 
corporación bancaria Argentaria, nos llevm’a a involucrar 
a dicho banco en multitud de indemnizaciones, y no olvi- 
demos que Argentaria, aparte de ser un banco público, es 
también un banco con accionistas privados que se verían 
involucrados - c o m o  decía- en multitud de procesos en 
los que no debieran ser ni arte ni parte. Creemos en cambio 
que en el momento actual debe avanzarse en la línea ex- 
puesta por el Ministro hace unos días y recordada hace 
unos minutos por el portavoz socialista. Por ello entende- 
mos que, por las ruones que hemos expuesto, por nuestra 
parte no es posible apoyar la moción del Grupo Parlamen- 
tario Popular, porque son otros los caminos, ya señalados, 
para resolver este lamentable caso. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Muchas 
gracias, Senador Beguer. (El señor García Carnero pide la 
palabra.) 

Tiene la palabra su señoría por un tiempo de un minuto. 

El señor GARCÍA CARNERO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Será suficiente un minuto para dejar constancia ante la 
Cámara y en el «Diario de Sesiones», para la memoria his- 
tórica del parlamentarismo español (Rumores en los esca- 
ños de la izquierda.), que el Grupo Socialista no sólo no ha 
querido aportar soluciones - q u e  podría haberlo hecho-, 
sino que tampoco ha querido apoyar las que se le han pro- 
puesto y, sobre todo, ha desperdiciado una magnífica opor- 
tunidad de brindar, en los momentos que vivimos en la so- 
ciedad española, lo que antes denominaba una ventana de 
aire fresco, que consiste, ni más ni menos, que en decir a 
los ciudadanos que aquí no puede volver a tener lugar un 
pelotazo cada día -y eso es lo que viene ocurriendo- sin 
que los poderes públicos -y éste es el poder público más 
directo de los ciudadanos: el Legislativo- hagan algo, y 
de lo primero que han de hacer uso es de su independencia, 
no de su constante sometimiento al Poder Ejecutivo. 

Muchas gracias. (Aplausos en los escaños de ladere- 
cha. ) 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Gracias. 
Por un tiempo de un minuto, tiene la palabra el señor 

Gallego. 

El señor GALLEGO CUESTA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Yo asumo en parte lo que ha dicho el Senador Barbu- 
zano: hay que dar soluciones. Se está estudiando con in- 
tensidad el plan de viabilidad, y no hay que maniobrar po- 
líticamente. Me parece que lo que se ha hecho con anterio- 
ridad, al menos en la fase final, en el minuto que ha conce- 
dido el señor Presidente al Senador, es maniobrar política- 
mente. La Comisión Interministerial está trabajando de 
forma intensa, y le digo que a veces me da la sensación de 
que o bien esto se utiliza como moneda de cambio o bien 
que les traen al pairo algunas de las cuestiones relativas a 
los cooperativistas. Le manifiesto -y lo digo con todo el 
respeto- que como se está haciendo todo lo que cabe ha- 
cer en favor de los cooperativistas, eso sí que va a quedar 
registrado en el «Diario de Sesiones», y no me siento en el 
banquillo deios acusados, porque nos sentimos satisfechos 
y felices de lo que estamos haciendo. (Protestas en los es- 
caños de la derecha.) 

También quiero decirle que menos mal que no nos ha 
llevado al juicio final, porque desde algún punto de vista ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Señoría, 
por favor, el minuto ha terminado. 

El señor GALLEGO CUESTA: Termino, señor Presi- 

... en la intervención anteríor usted fue por esa vía. 
Sólo me queda agradecerle el tono inicial -no el fi- 

nal- de su intervención. (Aplausos en los escaños de la 
izquierda. ) 

dente. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Rigol i Roig): Gracias. 
Vamos a someter a votación la moción del Grupo Parla- 

mentario Popular por la que el Senado insta al Gobierno a 
que presente un programa de actuaciones que posibilite la 
construcción de las viviendas comprometidas por la coo- 
perativa Promoción Social de Viviendas (PSV), a que re- 
mita a las Cortes un proyecto de ley para el correcto desa- 
rrollo del cooperativismo de viviendas y a que lleve a cabo 
las actuaciones precisas para soliicionar el problema de los 
cooperativistas de la cooperativa. Promoción Social de Vi- 
viendas (PSV). . 

Se inicia la votación. (Pausa. I 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 214; a favor, 94; en contra, 113; abstenciones, 
siete. 

El señor VICEPRESIDENTE; (Rigol i Roig): Queda re- 

Se suspende la sesión hasta las cuatro de la tarde. 
chazada esta moción. 

Eran las catorce horas y treinta minutos. 

Se reanuda la sesión a las dieciséis horas y diez mi- 
nutos. 

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión. 

MOCIONES: 

- EL GRUPO PARLAMENrARIO DE COALICIÓN 

NADO INSTA AL GOBIERNO PARA QUE EN EL 
CANARIA DEL SENADO, POR LA QUE EL SE- 

PLAZO DE TRES MESES CULMINE LOS ESTU- 
DIOS TENDENTES A LA MEJORA EN LA PRES- 
TACIÓN DEL SERVICIO DE CORREOS EN LA 
COMUNIDAD AUT~NOMA DE LAS ISLAS CA- 
NARIAS Y DENTRO DE DICHO TÉRMINO LAS 
EXPONGA ANTE ESTA CÁMARA. (662/0003 1 .) 

El señor PRESIDENTE: Punto noveno del orden del 
día: Mociones. 

Moción del Grupo Parlamentario de Coalición Canaria 
del Senado, por la que se insta al Gobierno para que en el 
plazo de tres meses culminen los estudios tendentes a la 
mejora de la prestación del Servicio de Correos en la Co- 
munidad Autónoma de las Islas Canarias y dentro de dicho 
término las exponga ante esta Clámara. 

A esta moción se ha presentado una propuesta de modi- 
ficación firmada por los grupos Socialista, Popular, Cata- 
lán de Convergencia i Unió, Senadores Nacionalistas Vas- 
cos, Coalición Canaria y Mixto. Por tanto, voy a dar la pa- 
labra, en primer lugar, al Grupo firmante de la moción ori- 
ginaria. 

Tiene la palabra el Senador 'Travieso para la defensa de 
la moción número 40 

El señor TRAVIESO DARIAS: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, ya que hemos firmado la moción que modi- 
fica la nuestra, intentaré ser breve, lo cual me van a agra- 
decer todos debido a la hora que es. 

Estamos esta tarde aquí de vuelta con Correos, lo que 
no es lo mismo que a vuelta de Correos, para traer a esta 
Cámara la preocupación que tiene el Grupo Parlamentario 
de Coalición Canaria del Senado por el Servicio de Co- 
rreos. 
. En la interpelación que defendí el 2 de noviembre del 

año pasado expuse cómo estaba la situación del Servicio 
de Correos en Canarias, que nosotros entendemos como un 
asunto de primera necesidad. Ese día también reconocía- 
mos, y lo seguimos haciendo, que prestar un buen servicio 
de correos en Canarias es muy difícil debido a nuestras cir- 
cunstancias especiales. También decíamos que, precisa- 
mente por ese motivo, hay que hacer valer el artículo 138.1 
de la Constitución y aplicar el principio de solidaridad en 
atención especial al hecho insular. 

Asimismo, reconocíamos que se han producido mejo- 
ras sustanciales en la prestación del servicio postal, funda- 
mentalmente por la puesta en marcha del programa LACE, 
el Plan de urgencia para Canarias, el Plan Canarias y otra 
serie de medidas accesorias. Nosotros decíamos, y segui- 
mos diciendo, que las causas de las deficiencias, por lo me- 
nos las más fundamentales, son: plantillas muy ajustadas; 
que no se cubren las plazas y que la RPT no está estricta- 
mente estudiada para la singularidad Canaria; que existe 
un alto porcentaje de precariedad en los contratos y, por 
tanto, un descenso de la efectividad; que eiisten muchos 
problemas con los medios de transporte; que hay una orga- 
nización del Servicio por provincias 'que se debería modi- 
fic& y contemplar, por lo menos, el hecho insular, con lo 
cual mejoratía mucho y que existe en nuestra Comunidad 
Autónoma una mayor sensibilidad de servicio en épocas 
determinadas con respecto a las carencias. 

Quiero explicar fundamentalmente que la moción no la 
habíamos presentado con carácter localista, sino que ha 
sido producto de la intervención y de la respuesta del Mi- 
nistro Borre11 a aquella interpelación. El señor Ministro re- 
conoció que existía precariedad en el empleo en el Servi- 
cio de Correos en Canarias; que especialmente en Canarias 
el Servicio de Correos puede y debe mejorarse; que se es- 
taban haciendo unos estudios para evaluar las necesidádes 
de personal y ver la dimensión que debían tener las planti- 
llas; que se iban a estudiar las necesidades del transporte y, 
en definitiva, se iba a reorganizar la logística del Servicio 
postal. 

Ante estas manifestaciones del señor Ministro, a noso- 
tros nos interesaba mucho que los estudios que se dice que 
se están elaborando por los servicios postales, y que según 
creo están pendientes de finalizar, se trajeran a esta Cá- 
mara, para que nosotros pudiéramos mirarlos con deteni- 
miento y ver, desde nuestro punto de vista, los fallos que 
pudieran tener y aportar las soluciones que, en nuestra mo- 
desta opinión, consideráramos que serían factibles de rea- 
lizar y que no se vea en la moción únicamente el carácter 
localista de nuestra política, ya que fue debida a la res- 
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puesta del señor Ministro a esa interpelación. Sólo recono- 
cemos que el servicio de Correos hay que tratarlo, por su- 
puesto, a nivel global de todo el Estado; primero, porque 
todos los ciudadanos tienen derecho a ¡a prestación de un 
buen servicyde Correos y Telégrafos, y segundo, porque 
considerándolo’desde un punto de vista egoísta, nosotros 
nos interrelacionamos con todo el territorio español y con 
todo el extranjero, y si funciona bien el servicio con los 
otros sectores, ello va a suponer que funcione también con 
el nuestro. 

Consideramos además que hay regiones para las que, 
por cuestiones de dispersión rural o, como en el caso de 
nuestra región y la del Archipiélago Balear, por tener una 
problemática especial por el hecho de la insularidad, como 
ya se ha hecho en otras ocasiones, como con el Plan de ur- 
gencias para Canarias y el Plan Canarias, deben elaborarse 
una serie de planes específicos para los problemas de 
transporte de la mercancía y para los problemas de la mo- 
vilidad o no movilidad de los funcionarios y la dimensión 
de las plantillas que tenemos en Canarias. 

Nos parece estupenda la modificación que se nos ha 
presentado, que demuestra que los demás grupos políticos 
también están interesados por el tema de Correos en gene- 
ral. Nosotros aceptamos gustosos esta modificación por- 
que entendemos que mejora el texto de nuestra moción, y 
además creemos que es necesario que los Senadores y los 
miembros de cualquier Cámara representativa conozcan 
los estudios que se están realizando para mejorar el Servi- 
cio de Correos, ya que es un tema que preocupa mucho a la 
población y, a pesar de los avances que ha habido, enten- 
demos que no se está prestando con la eficiencia que se 
tendría que prestar y que requieren los tiempos modernos 
y demandan todos los ciudadanos de este Estado. 

En ese sentido, no me queda más que agradecer a todos 
los grupos políticos la posibilidad de consensuar esta mo- 
ción. Vamos a apoyar la propuesta de modificación alter- 
nativa porque ;reo que a todos nos satisface esta intencio- 
nalidad de los grupos y la predisposición del Gobierno a 
traer a esta Cámara todos los estudios realizados y también 
porque se recoge especialmente que se tomen en conside- 
ración las comunidades autónomas con mayores niveles de 
dificultad, bien sea por los aspectos de dispersión rural, 
como puede ser el caso de la Comunidad gallega, o, en 
concreto, por los temas de la insularidad, como es el caso 
de nuestra Comunidad y del Archipiélago Balear, como 
decía antes. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. 
¿Va a ser defendida por algún representante de los gru- 

pos parlamentarios la propuesta que viene suscrita por los 
demás grupos de modificación de ésta que acaba de ser de- 
fendida? (Pausa.) No es así. El turno de portavoces se 
abre, por tanto, de manera inmediata. 

¿Grupo Parlamentario Mixto? (Pausa.) 
¿Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas Vas- 

cos? (Pausa.) El Senador Gangoiti Llaguno tiene la pa- 
labra. 

El señor GANGOITI LLAGUNO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Voy a intervenir muy brevemente para explicar la pos- 
tura del Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas 
Vascos respecto a esta moción presentada por el Grupo 
Parlamentario de Coalición Canaria del Senado, que va a 
ser de apoyo porque nosotros consideramos que hay dos 
factores realmente importantes en esta demanda que hace 
el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria del Senado. 
De un lado estáel problema interno de los ciudadanos ca- 
narios. Todos somos conscientes de que Canarias es un ar- 
chipiélago, una zona ultraperiférica dentro de la Comuni- 
dad Económica Europea; todos los Eurodiputados del Es- 
tado, en sus intervenciones en Bruselas, de cara a defender 
los intereses de Canarias, han resaltado siempre ese carác- 
ter ultraperiférico. Por tanto, nosotros pensamos que si 
desde luego en Bruselas resaltamos el carácter ultraperifé- 
rico y, en consecuencia, la Comunidad tiene que dedicar 
un esfuerzo para esa zona, eso debe comenzar aquí, a nivel 
de Estado y por parte del Gobierno central. 

Por tanto, nosotros, en primer lugar, estamos de 
acuerdo con esta moción que se presenta por las razones 
que he citado y porque, en consecuencia, hay que hacer un 
esfuerzo para mejorar la situación de los; ciudadanos cana- 
rios en cuanto al Servicio de Correos y Telégrafos. 

Hay una segunda razón al respecto, y es el hecho de que 
en estos momentos de crisis económica debemos ser cons- 
cientes de que el turismo es una de las industrias más im- 
portantes en la econom’a canaria. Habría que decir - c r e o  
que también todos somos conscientes- que las Islas Ca- 
narias son líderes en el sector turístico a nivel del Estado 
español por múltiples razones, porque no es un turismo de 
dos, tres o seis meses, sino que es un turismo de todo el 
año, y, en general, es un turismo de calidad, y cuando hay 
un turismo de calidad también hay que dar unos servicios 
de calidad. 

Toda la problemática que se plantea en esta moción está 
relacionada con la calidad que deben recibir esos turistas 
que se encuentran en Canarias. En el mundo de las teleco- 
municaciones, en el mundo actual en el que vivimos, el 
que unos turistas europeos de un cierto nivel no.tengan 
unos servicios apropiados de correos y telégrafos en una 
zona turística como son las islas Canarias, al final supone 
una pérdida de imagen y de calidad. 

Por tanto, existen estas dos razones que he expuesto: en 
primer lugar, que por el carácter ultraperiférico de las islas 
Canarias es necesario mejorar el servicio de cara a los ciu- 
dadanos de dichas islas; en segundo lugar, por el hecho im- 
portante de que la industria turística canaria tiene un gran 
peso en esa econom’a y hay que dar un servicio apropiado 
a esos turistas que se encuentran allí. Recuerdo que, al res- 
pecto, tuvimos un debate parecido el otoño pasado 
- c r e o  que también fue una interpelación que presentó el 
Grupo Parlamentario de Coalición Canaria del Senado- y 
:n él se planteó, por parte del mismo Grupo, la necesidad 
de mejorar el servicio de Correos y Telégrafos; también se 
reconoció, por parte del Ministro, señor Borreil, que había 
que hacer un esfuerzo para llegar a una mejor situación. 
Creo recordar que en el debate de aquella interpelación, 
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partiendo de posturas distintas, a): final se llegaba casi a un 
planteamiento común: tenemos que hacer un esfuerzo para 
mejorar esta situación de Correo:< y Telégrafos en las islas 
Canarias. La enmienda transaccional que hemos firmado 
todos los Grupos Parlamentaricis -y que vamos a apo- 
yar- creo que es un reflejo de e;ge acuerdo al que se llegó 
en aquella interpelación, y creo que eso es beneficioso para 
el futuro de las islas Canarias. 

Por tanto, nosotros vamos a apoyar con nuestro voto fa- 
vorable esta moción, y creemos que es aecesario, en ú1- 
timo extremo, que se llegue, tal como se dijo en la interpe- 
lación del otoño, a un plan integral de Correos y Telégra- 
fos para las islas Canarias. (Aplausos en los escaños del 
Grupo Parlamentario de Coalición Canaria del Senado.) 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
¿Desea hacer uso de la palabra el Grupo Parlamentario 

proponente en el turno de Portavoces? (Pausa.) 
Por el Grupo Parlamentario Catalán en el Senado de 

Convergencia i Unió, tiene la palabra el Senador Beguer. 

El señor BEGUER I OLTVEKES: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, la problemática del servicio de Correos surge 
temporalmente hace unos meses justamente debido al caso 
especial de las islas Canarias pero en otros casos también 
porque es un problema que preocupa y está sin resolver en 
todo el territorio español. No hace falta más que leer el In- 
forme del Defensor del Pueblo para observar que las que- 
jas sobre el servicio de Correos y sobre teléfonos son fre- 
cuentes, incluso podríamos decir generalizadas. Porque no 
es un servicio que afecte sólo a los ciudadanos individua- 
les, que ya sería muy importante, sino que, a la vez, afecta 
a la vida social, a las empresas, í i  la econom’a y, por tanto, 
tiene una repercusión muy directa sobre la econom’a espa- 
ñola. 

Recuerdo que hace tres años, nuestro Grupo presentó 
una interpelación sobre este mal funcionamiento, en unos 
momentos en los que se iban a producir las elecciones mu- 
nicipales y autonómicas de la mayona de las Comunidades 
Autónomas, y donde era previsible un colapso absoluto en 
el reparto de la correspondencia y en el reparto de la pro- 
paganda electoral. Podríamos decir que en aquellos mo- 
mentos no había una convocatoria que llegase a punto, que 
no había una invitación que llegase antes de la fecha en la 
que debía cumplimentarse o que no había un pedido que 
llegase a las empresas en el momento en que debía ser- 
virse. 

Creemos que la aprobación de los Estatutos del Orga- 
nismo Autónomo de Correos y Telégrafos en diciembre 
del año 1991 y la puesta en marcha han cambiado la situa- 
ción, y la han cambiado a mejor, lo decimos con toda sin- 
ceridad. De hecho lo han demostrado así tanto la praxis 
como los datos facilitados en ocasiones por el Ministro y 
por el Director General del Organismo Autónomo de Co- 
rreos y Telégrafos, que han dado pie a constatar esta me- 
jora indudable del servicio. 

De lo que no cabe duda tampoco es de que continúan 
existiendo problemas por resolver, y cuando afectan con- 
cretamente al archipiélago canario o a las islas Baleares, es 
decir, aquellos puntos del territorio español que tienen ma- 
yor dificultad en los transportes, estos problemas son más 
agudos. Por tanto, la moción nos ha parecido oportuna, 
pero nos ha parecido especialmente oportuna sobre todo en 
la modificación final; esto es, el problema es más acn- 
ciante y más grave en las islas Canarias, pero es un pro- 
blema todavía sin acabar de resolver en el territorio espa- 
ñol, constatando, a pesar de todo, la mejora producida en 
estos últimos tiempos. En consecuencia, debe abordarse la 
solución a nivel general y debe incidirse de un modo espe- 
cial en la solución que corresponda al archipiélago canario 
y a las islas Baleares. 

En definitiva, estamos de acuerdo con la modificación 
planteada y, por tanto, con la moción suscrita por todos los 
Grupos, por lo que nuestro Grupo la va a votar favorable- 
mente. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Por el Grupo Piulamentario Popular, tiene la palabra el 

Senador Ortiz Pérez. 

El señor ORTIZ PÉREZ: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, en primer lugar quiero manifestar que el 

Grupo Parlamentario Popular no sólo apoyaba la moción 
inicial presentada por el Grupo Parlamentario de Coalición 
Canaria del Senado, sino que también ha suscrito la en- 
mienda de modificación, que la mejora sustancialmente. 
Por eso nos congratulamos eñ apoyar esta moción, que 
consideramos oportuna por dos motivos: primero, porque 
podremos solventar un problema crucial para las islas Ca- 
narias, y ahora incluimos también a las islas Baleares y a 
las Comunidades Autónomas que tienen esa dispersión ru- 
ral, como es el de mejorar el sistema de correos y, además, 
esta modificación nos permite analizar un poco la proble- 
mática de Correos. Yo prometo a sus señorías que no voy a 
consumir el tiempo que me permite el Reglamento, pero 
no voy a desaprovechar la ocasión para analizar, desde 
nuestro punto de vista, la situación que sufre el Organismo 
Autónomo de Correos. 

En la comparecencia del Director General del Orga- 
nismo Autónomo en la última reunión de la Comisión de 
Obras Públicas nosotros decíamos que hay unos proble- 
mas acuciantes que deben ser resueltos en el Organismo 
Autónomo. Decíamos que había una deficiente gestión del 
servicio y de los recursos, cuestión que fue reconocida por 
el propio Ministro, señor Bori-ell, en la interpelación pre- 
sentada también por Coalición Canaria, que había casos en 
los que se detectaba la baja calidad del servicio, a pesar del 
gran esfuerzo de los profesionales, los funcionarios, y que 
había una inadecuación de las plantillas; asimismo, desde 
nuestro punto de vista, también existe saturación de altos 
cargos, que muchas veces han sido designados a dedo, o 
bien por la Secretaría General o bien por el Director Gene- 
ral de Correos, sin tener en cuenta la profesionalidad de los 
mismos. 
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Hay un hecho evidente que se refiere a Canarias. 
Cuando fue nombrado el jefe del área como director de las 
islas Canarias, éste residía en Madrid. Como sus señorías 
comprenderán, es muy difícil coordinar el servicio de Co- 
rreos desde Madrid cuando el puesto de trabajo está en ca-  
narias. 

Hay que tener en cuenta también que las jefaturas de 
Las Palmas y de Santa Cruz de Tenerife están sin categoría 
y nombradas supuestamente de forma ilegal, que han mo- 
tivado recursos contencioso-administrativos pendientes de 
sentencia de la Audiencia Nacional. 

El señor Director General de Correos, en la compare- 
cencia a la que he hecho referencia, solicitaba 124.000 mi- 
llones de pesetas para arreglar Correos, planteando fórmu- 
las que nosotros consideramos como mágicas, por ejem- 
plo, crecer por encima de la media del mercado, desarro- 
llar una agresiva política comercial en los negocios, recu- 
perar la cuota de mercado que las empresas privadas le han 
quitado, cambiar la política funcional de Correos y, sobre 
todo, mantener a toda costa la paz sindical. 

El gran problema del organismo autónomo de Correos 
es que, a pesar de las subvenciones multimillonarias, no ha 
podido o, mejor dicho, no ha sabido dar la calidad de ser- 
vicio que el mercado impone. 

Por tanto, carece de sentido que se venga a pontificar 
sobre las mejoras de Correos cuando los responsables del 
deterioro de este servicio han sido, de forma directa, los 
sucesivos Gobiernos Socialistas que, desde nuestro punto 
de vista, lo hundieron hasta extremos insospechados, entre 
otras cosas - c o m o  ya se ha indicado-, por una política 
de personal partidista lo más alejada de los criterios de pro- 
fesionalidad, mérito y capacidad de trabajo. 

El propio Tribunal de Cuentas, en su informe anual de 
1990, indica que las cifras que ofrecen los indicadores de 
la calidad del servicio carecen de fiabilidad alguna, por- 
que, además, el propio Tribunal se queja de no haber obte- 
nido la documentación para el establecimiento y defini- 
ción del diseño.de muestras. 

Por otra parte, también es aconsejable la prudencia 
cuando se habla de la gran mejoría de Correos. Hay que re- 
conocer que hemos mejorado, pero no en los aspectos que 
le gusta resaltar al Ministro, señor Borrell, cuando analiza 
los resultados de explotación. 

Conviene recordar que los datos de 1992 y de 1993 no 
son perfectamente comparables con los de los años ante- 
riores, ya que en 1992, y a partir de este año, es cuando 
empieza a aplicarse el plan de empresa de Correos para el 
período 1992-1997. Dicho plan utiliza un criterio contable, 
como es el de devengo, diferente al que hasta entonces es- 
taba empleando Correos, que era el de recaudación. 

En los ingresos para el período comercializado en el ci- 
tado plan tampoco se han incluido los recursos proceden- 
tes de la franquicia oficial que va a empezar a percibir Co- 
rreos. Hay que recordar que, a partir del l." de enero de 
1994, ha desaparecido la franquicia oficial y todos los or- 
ganismos deben sufragar sus gastos por envíos postales. 

Respecto a la problemática de personal, parece increí- 
ble -y me refiero a Canarias- que en Santa Cruz de Te- 
nerife, con una plantilla de 76 repartidores, se convocan 73 

plazas, renovando el 96 por ciento de la sección de auxiliar 
de clasificación y reparto. En Las Palmas se convocaron 
sobre cien plazas renovando la citada sección en tomo al 
80 por ciento. Por tanto, se incorporan entre Santa Cruz de 
Tenerife y Las Palmas un total de 215 peninsulares, pues- 
tos de trabajo destruidos para los canarios. 

Abundando en datos más concretos, hay una queja bas- 
tante generalizada respecto a la actitud adoptada por los 
sindicatos que, en la mesa de negociación con la Secretaría 
General de Correos en su momento, pasaron por alto la 
grave situación que padece el personal de Correos en ma- 
teria de empleo. 

Además, se nota la improvisación y desorganización 
del organismo autónomo de Correos y Telégrafos, refle- 
jada en esa extiaña convocatoria de traslados y en el sis- 
tema de contratación temporal por períodos de una se- 
mana, de dos, o por un mes. Ocurre pues, que trabajadores 
contratados durante tan poco espacio de tiempo, cuando 
llegan a conocer la ciudad o el manejo de la corresponden- 
cia ya han finalizado su contrato. 

Señor Presidente, yo me atre , ería a hacer una sugeren- 
cia al organismo autónomo, a sus responsables y, en este 
caso, a su máxima autoridad, el señor Borrell. Se nos pro- 
metía la modernización de Correos; conocemos y, a nadie 
se nos escapa, que había un proyecto de instalación del co- 
rreo electrónico en fase inicial para cubrir Madrid y Barce- 
lona. Hasta el día de hoy ese proyecto se ha diluido y no te- 
nemos conocimiento de que haya intención de implantarlo. 
Como decía antes, si la inversión para implantar el correo 
electrónico supone una inversión de 50.000 millones de 
pesetas, yo le sugeriría al señor Ministro que como un pri- 
mer paso se utilizara el sistema OCR, que son las máqui- 
nas de lectura óptica, para intentar la modernización del 
servicio de plantillas. 

Señor Presidente, termino manifestando lo que había 
dicho al principio de mi intervención; primero, mi satis- 
facción por apoyar esta moción presentada inicialmente 
por Coalición Canaria y, segundo, mi satisfacción por el 
hecho de que todos los grupos la vayamos a apoyar. 

Señorías, señor Presidente, muchas gracias. 

El señor PRJ3SIDENTE: Gracias, Senador Ortiz Pérez. 
Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra 

el Senador Martín Sánchez. 

El señor MARTÍN SÁNCHEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, desem'a comenzar esta, mi primera interven- 
ción ante la Cámara, solicitando de la benevolencia de sus 
señorías que me concedieran la indulgencia necesaria y 
que disculpen los indudables errores que cometeré en el 
transcurso de la misma, relativa a la moción presentada por 
el Grupo de Coalición Canaria. 

Se trata de una moción que tiene su origen y antece- 
dente más inmediato en la interpelación hecha al Gobierno 
por el Senador Travieso Darias sobre las medidas que pen- 
saba adoptar el Gobierno para garantizar el perfecto fun- 
cionamiento del servicio de Correos y Telégrafos en el ar- 
chipiélago canario, evitando las carencias en los meses de 



- 1466 - 
SENADO 13 DE ABRIL DE I W . - N Ú M .  30 

verano. En dicha interpelación, que tuvo lugar el día 2 de 
noviembre último, invocaba el Senador-como acaba de 
hacer en su anterior intervención- el artículo 138.1 de la 
Constitución donde se dice expresamente que el Estado 
garantiza la realización efectiva del principio de solidari- 
dad atendiendo en particular a las circunstancias del hecho 
insular. Y hacía bien el Senador interviniente en invocar la 
singular circunstancia de la insukidad que se cita en ese 
artículo, pero no es menos cierto que el principio de soli- 
daridad allí invocado queda consagrado en el artículo 2 de 
la Constitución en el que se garantiza el derecho a la auto- 
nom’a de las nacionalidades y regiones y la solidaridad en- 
tre todas ellas. 

Por consiguiente, parece que la moción aquí presen- 
tada, como la interpelación en que tuvo su precedente, des- 
cansa más en la reclamación localista o en la reivindica- 
ción justa que en la apelación al principio de solidaridad 
porque la solidaridad es única, es indivisible, no debe ser 
unidireccional; nos corresponde practicarla a todos, a cada 
uno según sus posibilidades y siempre atendiendo al más 
desvalido, que no es éste el caso, o, al menos, pudiera no 
serlo solamente, habida cuenta de que, aun considerando la 
realidad objetiva de las condiciones de alejamiento, de 
fragmentación, de aislamiento de la Comunidad canaria, 
iguales o similares circunstancias, o distintas también, con 
todo el carácter negativo, pueden estar gravitando sobre 
otras regiones donde este hecho diferencial o cualquier 
otro de similar naturalezabse est6 presentando por la dise- 
minación urbanística que ocurre en las parroquias y aldeas 
gallegas, en los procesos de lenta y creciente despoblación 
que se dan en las provincias cle Guadalajara, Teruel o 
León, en hechos que pueden gravitar en distintas regiones, 
que no solamente deben conceptuarse respecto del hecho 
insular canario, como también pudiera ser del hecho insu- 
lar balear. 

Es con este criterio más universal con el que el Grupo 
Socialista ha propuesto la modificación de la moción del 
Grupo Canario, a fíí de pedir al Gobierno que informe a la 
Cámara no sólo de los estudios, propuestas, o proyectos de 
realización que esté haciendo o vaya a realizar en el archi- 
piélago canario, sino en cualesquiera otras regiones cuyas 
especificidades objetivas así lo demanden y que, con toda 
seguridad, ya estarán siendo contempladas por el Go- 
bierno, como fácilmente puede desprenderse de las mani- 
festaciones expresadas por el Director General de Correos 
y Telégrafos en su comparecencia ante la Comisión de 
Obras míblicas del día 25 de noviembre del pasado año. En 
ella se refirió a los objetivos que presidían la puesta en 
marcha del organismo autónomo, entre los que destacaba 
la mejora de los sistemas productivos, la calidad del pro- 
ducto y la mejora en relación con el déficit y la autofinan- 
ciación del sistema, cuestiones todas estas que no parecen 
haber convencido al Senador Ortiz Pérez, que las ha des- 
calificado, cuando en dicha intervención se dieron datos, 
que pueden ser fácilmente contrastables, respecto de su ve- 
racidad. 

Por cortesía parlamentaria, nuestro Grupo quiere agra- 
decer, en primer lugar, al Grupo de Coalición Canaria, así 
como a los restantes Grupos, la favorable disposición para 

aceptar la modificación propuesta, pero en modo alguno 
quisiéramos darle pie al Grupo de Coalición Canaria para 
pensar que se trata de un subterfugio o de una cortina de 
humo para eludir los compromisos aquí expresados por el 
Ministro de Obras Públicas. 

El señor Borre11 en la interpelación de que fue objeto 
hizo determinadas promesas y no faltaba a la verdad 
cuando en el mes de noviembre decía que se estaban lle- 
vando a cabo determinados estudios para redimensionar 
las plantillas, para conocer el esfuerzo inversor o las nece- 
sidades de transporte, todo lo cual determínm’a la organi- 
zación de la logística del servicio postal que se estaba re- 
quiriendo. Y digo que no faltaba a la verdad porque, según 
las informaciones que he podido recabar, los estudios de 
auditoría fueron realizados en el transcurso de los meses 
de octubre, noviembre y diciembre y en la segunda quin- 
cena de diciembre fueron presentados al coordinador terri- 
torial insular al objeto de elaborar un plan de acción de me- 
didas urgentes, que, al parecer, se está llevando a cabo, de 
tal manera que parece haber iniciado ya algunos resultados 
positivos, como lo demuestra el hecho de que con un 40 
por ciento de incremento en la distribución que ha habido 
durante la campaña de navidad no se han producido sensi- 
bles mermas en la calidad del servicio. 

También se ha elaborado un plan a medio plazo que 
contiene una batería de medidas de carácter estratégico y 
de aplicación progresiva, orientadas a consolidar y a au- 
mentar la presencia de Correos en las islas y que se deter- 
minan en cuatro grandes bloques, mencionados por el se- 
ñor Ministro en su citada intervención: en el área de los re- 
cursos humanos, en el área de transportes, en el área de in- 
versiones e infraestructuras y en la red de oficinas. 

Quiero hacer gracia a sus señorías de la pormenoriza- 
ción de estos grandes bloques, pero algunos de ellos, por 
su carácter de inmediatez, al parecer ya han sido puestos 
en marcha, como lo demuestra el hecho de que en el actual 
dimensionamiento de plantillas que se ha llevado a cabo se 
han establecido los promedios para 1994, de tal manera 
que ya han tomado posesión todos los funcionarios proce- 
dentes de la oferta de empleo público del año 1993. 

Esta pormenorización, que muy gustoso comentaré con 
el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria del Senado, 
y de la que, como digo, hago gracia a sus señorías en aras 
de la brevedad, creo que será de su interés, pero de mayor 
interés será que nos sea referida mucho más minuciosa- 
mente en las comparecencias que aquí estamos solici- 
tando. 

Cabe suponer que estos datos, que tan sucintamente he 
expresado porque no quiero leer todos los que tenía prepa- 
rados, pueden ser ampliados en esta Cámara en un futuro, 
lo que complacerá no solamente a sus señorías, sino tam- 
bién a mi Grupo, que se congratula una vez más del 
acuerdo alcanzado por los restantes Grupos en este punto. 

Muchas gracias, señorías; muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador 
Mm’n Sánchez. 
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Como se desprende de la intervención de los represen- 
tantes de los Grupos parlamentarios, la moción, suscrita 
por los Grupos parlamentarios y que modifica la original 
del Grupo Parlamentario de Coalición Canaria del Senado, 
puede ser aprobada por asentimiento. (Pausa.) 

Se declara aprobada por asentimiento la moción cuyo 
tenor literal es el siguiente: El Senado insta al Gobierno 
para que en el más breve plazo de tiempo posible informe 
a la Cámara del contenido de los estudios realizados ten- 
dentes a la mejora de la prestación del Servicio de Correos 
y de sus previsiones de ejecución con especial incidencia 
en las Comunidades Autónomas con mayores niveles de 
dificultad, bien por su dispersión rural, bien por su insula- 
ridad (Canarias y Baleares). 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE COALICIÓN 

NADO INSTA AL GOBIERNO PARA QUE MODI- 
RQUE LA LEGISLACIÓN VIGENTE, CON EL OB- 
JETO DE QUE SE DESTINE A LOS CENTROS 
ASOCIADOS DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL 
DE EDUCACIÓN A DISTANCIA (UNED) EL 50 
POR CIENTO'DE LAS TASAS ACADÉMICAS 
QUE GENERAN, SIN REQUISITO DE NÚMERO 

MIENCE EL PRÓXIMO CURSO ACADÉMICO. 
(662/000032.) 

CANARIA DEL SENADO POR LA QUE EL SE- 

MÍNIMO DE ALUMNOS, ANTES DE QUE co- 

El señor PRESIDENTE: Moción del Grupo Parlamen- 
tario de Coalición Canaria del Senado por la que el Senado 
insta al Gobierno para que modifique la legislación vi- 
gente, con el objeto de que destine a los Centros Asociados 
de la Universidad Nacional de Educación a Distancia el 50 
por ciento de las tasas académicas que generan, sin requi- 
sito de número m'nimo de alumnos, antes de que comience 
el próximo curso académico. 

A esta moción se ha presentado una propuesta de modi- 
ficación suscrita por los Grupos Parlamentarios Socialista, 
catalán en el Senado de Convergencia i Unió; Senadores 
Nacionalistas Vascos, Coalición Canaria en el Senado- y 
Mixto. 

El Grupo firmante hará uso de la palabra para la defensa 
de la moción que figura en el Orden del día. 

Tiene la palabra el Senador Travieso. 

El señor TRAVIESO DARIAS: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, la Universidad Española de Educación a Dis- 
tancia (UNED) fue creada por el Decreto 2.130/1972, de 
18 de agosto, como una más de las universidades públicas 
españolas, con la característica especial de impartir la en- 
señanza a distancia en todo el territorio nacional. Una fun- 
ción primordial de la UNED, recogida en el artículo 3." de 
sus Estatutos, aprobados por Real Decreto 1.287/1985 y 
complementada con el Real Decreto 594/1986, es la de fa- 
cilitar preferentemente el acceso a la enseñanza universita- 
ria y la continuidad de sus estudios a todas las personas 
que, estando capacitadas para seguir estudios superiores, 

no puedan frecuentar las aulas universitarias por razones 
laborales, económicas, de residencia o cualquier otra simi- 
lar consideración. 

Teniendo en cuenta las peculiaridades de la enseñanza a 
distancia y la especial situación del grueso de alumnos de 
la UNED, en su mayoría con más de veinticinco años y que 
deben compaginar sus estudios con obligaciones profesio- 
nales o familiares, lo que les supone importantes esfuerzos 
y sacrificios diarios para estudiar, viendo reducido su  
tiempo de ocio y vida familiar, la metodología dedicada al 
autoaprendizaje es lo que propiamente define a la UNED 
como institución peculiar. Esta metodología particular 
consiste básicamente en la producción de material didác- 
tico propio adecuado a la enseñanza a distancia, unidades 
didácticas, la tutorización de las enseñanzas, el uso cada 
vez más intensivo de las nuevas tecnologías de la informa- 
ción y de la comunicación y un sistema de evaluación con- 
tinuada compuesto por pruebas a distancia y presenciales. 
Esto está recogido básicamente en los artículos 84, 85,88 
y 92 de los Estatutos de la UNED. 

Por otro lado, el modelo educativo institucional de la 
UNED establece un reparto en funciones entre un orga- 
nismo central o sede central que se encarga de la produc- 
ción del material didáctico de la preparación y desarrollo 
de los cursos y de la dirección general de la Institución, y 
unos centros regionales o centros asociados cuya función 
primordial es la orientación tutorial al estudiante, posibili- 
tándole el acceso al material didáctico audiovisual y a los 
servicios de biblioteca, así como la asistencia3 participa- 
ción en las diferentes actividades culturales organizadas 
por ellos. 

En sus primeros años de funcionamiento la UNED 
cumplía escrupulosamente estos principios, sobre todo en 
la referente a las unidades didácticas y a la evaluación a 
distancia, de tal modo que se dieron casos de alumnos que 
tuvieron que abandonar exámenes presenciales por no ha- 
ber presentado las evaluaciones a distancia, y alumnos de 
universidades presenciales adquirían estas unidades didác- 
ticas de la UNED para sus estudios dada su gran calidad. 
Pero aproximadamente a partir de 1980 el procedimiento 
se relaja y llegan casi a desaparecer estos dos pilares bási- 
cos de la metodología de la enseñanza a distancia, de tal 
manera que hoy el 70 por ciento de las asignaturas carecen 
de material pedagógico específico, unidades didácticas, y 
el 80 por ciento carece de un sistema de evaluación conti- 
nuada, lo que es la evaluación a distancia. Detrás de esta 
situación, hay sórdidos intereses económicos de venta de 
libros, negligencia, ignorancia no culpable por parte de la 
mayoría de los profesores de la sede central de lo que es la 
enseñanza a distancia, e incompetencia o incapacidad de 
los órganos rectores de la UNED de hacer cumplir los prin- 
cipios de la enseñanza a distancia. Lo cierto es que la 
UNED ha implantado una metología de enseñanza libre 
asistida en lugar de las enseñanzas a distancia y los alum- 
nos tienen que hacer un sobresfuerzo desproporcionado, 
injusto y costoso, adquiriendo los centros asociados mayor 
importancia, pues estas carencias del sistema se palian me- 
jor con los alumnos que tienen acceso a los centros asocia- 
dos. 
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No obstante esta degradación del modelo de educacion 
a distancia, la UNED cuenta con una amplia proyección 
social, pues existe una demanda social de gran magnitud, 
incrementándose día a día el número de alumnos matricu- 
lados que para las enseñanzas regladas superan en este 
curso los 120.000 alumnos, situííndose en el segundo lugar 
por número de alumnos. No se puede poner en duda que 
gran parte de este éxito se debe a. los centros asociados, que 
generan entre el 80 y el 85 por ciento del alumnado de la 
UNED. En Canarias tenemos un ejemplo clarificador, la 
Isla de Gran Canaria contaba en 1992 con unos 2.800 
alumnos y la de Tenerife sólo con 400; las dos islas tienen 
universidades presenciales, sierido la diferencia que Gran 
Canaria cuenta con un centro asociado de la UNED y la de 
Tenerife no. 

Hoy la UNED cuenta con unos 58 centros asociados 
con presencia en todas las Comunidades Autónomas, 
Ceuta y Melilla, siete centros de apoyo en el extranjero, y 
dos centros en Guinea Ecuatorial, en concreto en Bata y 
Malabo. Estos centros asociadcs están organizados como 
entes descentralizados y fuerteinente enraizados en su te- 
rritorio, y garantizan la acogida, orientación y asistencia 
pedagógica de los alumnos. Cumplen una finalidad pri- 
mordial en el modelo de educación a distancia, pues ofre- 
cen al estudiante la necesaria orientación tutorial en el es- 
tudio y le proporcionan un ambiente académico y cultural 
imprescindible para la más completa formación universita- 
ria. 

Hoy, con la degradación práctica del modelo de educa- 
ción a distancia, los centros asociados juegan todavía un 
papel más decisivo pues al carccer de un material especí- 
fico para desarrollar el autoaprendizaje, los alumnos que 
tienen fácil acceso a los centros asociados quieren que los 
profesores tutores ejerzan las funciones de docente magis- 
tral, y esto está impulsando a los centros asociados a con- 
vertirse en una especie de miniuniversidades presenciales 
o de academias preparatorias, con el consiguiente aumento 
de coste económico y la desvirtuación de su naturaleza y 
de sus genuinas funciones. 

Aparte de la degradación del modelo educativo, el otro 
gran problema de la UNED es el de su financiación y la de 
los centros asociados. En lo que se refiere a este tema, hay 
que comenzar diciendo que la IJNED está fuertemente dis- 
criminada por los poderes públicos respecto de las Univer- 
sidades presenciales. 

Como media nacional, los presupuestos ordinarios de 
ingresos de las Universidades presenciales se nutren de la 
siguiente manera: 18 por ciento de matnculas de alumnos; 
69 por ciento de transferencias corrientes, subvenciones 
del Estado o de Comunidades Autónomas, y un 13 por 
ciento de otros. En cambio, los presupuestos ordinarios de 
ingresos de la UNED se nutren de la siguiente forma: 52 
por ciento de matrículas de alumnos; 43 por ciento de 
transferencias corrientes, y 5 por ciento de otros. 

El alumno de la UNED paga exactamente igual que el 
de una Universidad presencial. La UNED recibe de los 
presupuestos públicos unas 33.000 pesetas por cada 
alumno, mientras que la mediti de Universidades presen- 
ciales está en 190.000 pesetas por alumno. 

Este trato discriminatorio de la UNED repercute tam- 
bién en la financiación de los centros asociados. Estos cen- 
tros están constituidos por patronatos o por fundaciones de 
los que suelen formar parte ayuntamientos, cabildos, dipu- 
taciones, cajas de ahorro, entidades privadas, etcétera. La 
UNED suele financiar a determinados centros asociados 
con una cantidad aproximada al 14 por ciento del presu- 
puesto de dichos centros, corriendo el resto de la fmancia- 
ción a cargo de estos patronatos, Gobiernos autónomos, et- 
cétera. Muchas de estas entidades son ayuntamientos que 
pasan graves dificultades económicas, que no cumplen los 
pagos y que, por tanto, ponen en verdadero peligro el fun- 
cionamiento de estos centros. 

La posibilidad de financiar la UNED a los centros aso- 
ciados viene regulada legalmente por el Real Decreto 
1.095/1979, con lo cual, tras exigirse una serie de requisi- 
tos a dichos centros, por ejemplo, que tengan más de 500 
alumnos, se limita dicha ayuda al 10 por ciento del presu- 
puesto de la UNED. Hasta la fecha, las ayudas de la UNED 
a los centros asociados no han supuesto más de un 7,5 por 
ciento de su presupuesto. En términos comparativos, el di- 
nero obtenido por las matrículas de cada centro no supone 
más de un 20 por ciento del importe de dichas matrículas, 
lo que significa en concreto un 17, un 15,3 y un 15,4 por 
ciento en los tres últimos años. 

Prácticamente todos los sectores relacionados con la 
UNED se plantean redefinir el sistema de financiación de 
los centros asociados en lo que se refiere a las ayudas que 
deben recibir de la UNED. Si los centros asociados son un 
pilar básico del sistema de educación a distancia, si gene- 
ran entre el 80 y el 85 por ciento del alumnado y están pa- 
sando por muchas dificultades económicas, resulta injusto 
que únicamente les revierta entre un 15 y un 17 por ciento 
del dinero de las matrículas de sus alumnos. Hay que cam- 
biar este porcentaje. Prácticamente todo el mundo está de 
acuerdo en que ese cambio esté en tomo a un 50 por ciento 
de las matrículas. 

Esta mayor participación de ingresos por matrículas fue 
recogida en el documento-marco de las líneas principales 
de la política de centros asociados aprobado por el Claus- 
tro de la UNED y en cuya base número 15 se establece lo 
siguiente: la adopción de las medidas presupuestarias y 
normativas necesarias para que el 50 por ciento de las tasas 
de matrículas de la UNED reviertan globalmente a los cen- 
tros asociados no institucionales. Finalmente, el proyecto 
no aprobado de la Ley de Autonomía Universitaria, la 
LAU, recogía también este principio en una disposición 
adicional. 

Somos conscientes de que esto implica un esfuerzo pre- 
supuestario por parte del Ministerio de Educación y tam- 
bién lo somos de que no se puede instaurar tal medida de 
golpe y en su totalidad. Por este motivo quiero explicar 
muy concretamente el alcance y la trascendencia del texto 
de la moción que defiendo, texto que puede resultar un 
poco oscuro en lo que se refiere a su formulación y redac- 
ción. 

Con esta moción no pretendíamos que antes del pró- 
ximo curso académico se hiciera efectiva la reversión del 
50 por ciento del importe de las matrículas a los centros 
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asociados. La moción Únicamente pretendía que antes de 
dicha fecha se modificara el Real Decreto 1.095/1979 que 
impide llevar a efecto esta medida, ya que no debemos ol- 
vidar que limita las ayudas de la UNED a los centros aso- 
ciados al 10 por ciento de su presupuesto. Este Real De- 
creto es como un tapón que impide la redefinición del sis- 
tema de financiación, que es lo que nosotros pretendíamos 
suprimir con esta moción. Intentábamos que se sustituyera 
por otra normativa que dijera, simple y llanamente, que la 
UNED podría otorgar ayudas a los centros asociados hasta 
una cantidad equivalente al 50 por ciento de lo que se re- 
cauda por matrículas sin el requisito de un número m’nimo 
de alumnos por centro. Una vez contemplada legalmente 
esta posibilidad, ya habrá tiempo y oportunidad de que la 
UNED y los centros asociados negocien con el Ministerio 
de Educación todo lo que se refiere a la forma y plazos 
para llevarlo a cabo con plena efectividad. 

Por este motivo, y en aras al mayor consenso posible en 
esta Cámara, hemos aceptado esta propuesta de modifica- 
ción que, aun no recogiendo exactamente lo que nosotros 
pedíamos, insta al Gobierno de la nación a que el marco de 
referencia establecido por la LRU modifique la normativa 
vigente respecto de la financiación de los centros asocia- 
dos de la UNED. 

Entendemos que en este texto se recogen, básicamente, 
las aspiraciones de todos estos centros asociados, para los 
que modificar la normativa implica aumentar su financia- 
ción, en un proceso que se tiene que llevar a cabo en el 
marco de las relaciones de dichos centros con el claustro 
de la UNED, e incluso con el Consejo General de Univer- 
sidades, para que pueda ser efectiva esa redefinición de su 
financiación, incorporando una mayor participación en las 
tasas de matrícula. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Se abre el turno para la defensa de la propuesta de mo- 

dificación. (Pausa.) 
No habiendo solicitudes de intervención, abrimos el 

turno de portavoces para los grupos que no han hecho uso 
de la palabra. 

¿Por el Grupo Mixto? (Pausa.) 
Por el Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos, tiene 

la palabra el Senador Torrontegui. 

El señor TORRONTEGUI GANGOITI: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Simplemente, quiero fijar la posíción de nuestro Grupo 
respecto de esta moción, que pretende mejorar una situa- 
ción que afecta a todos los centros asociados de la UNED, 
a través del aumento de su financiación. 

Nuestro Grupo ya enmendó la Ley de Reforma Univer- 
sitaria, que próximamente llegará a las Cámaras, y en ese 
momento tendremos ocasión de mejorarla todavía más, 
porque creemos que conviene que se reforme en profundi- 
dad la Universidad Nacional de Educación a Distancia. 
Por tanto, pensamos que el Grupo de Coalición Canaria ha 
propuesto esta moción de forma muy oportuna, y la vota- 
remos afirmativamente. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Por el Grupo de Convergencia i Unió, tiene la palabra el 

Senador Vallvé. 

El señor VALLVÉ 1 NAVARRO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Quiero anunciar nuestro voto favorable a esta moción 
alternativa, suscrita por una mayoría significativa de los 
grupos parlamentarios de esta Cámara. Asimismo, quiero 
agradecer al Grupo de Coalición Canaria su iniciativa por- 
que, por lo que después les explicaré, soy parte interesada 
en este tema. 

La fundamentación de la moción originaria, del Grupo 
Parlamentario de Coalición Canaria, es en sí misma elo- 
cuente y no merece mayor comentario, lo que sería insis- 
tente y redundante. 

Cataluña tiene del orden de 40.000 alumnos-de la 
UNED, entre cuyos estudiantes.de Derecho se encuentra 
mi sufrida esposa. (Risas.) Tortosa, importante ciudad de 
mi circunscripción electoral, hábilmente regida en sus des- 
tinos municipales por el Alcalde señor Beguer (Risas), 
cuenta con un activísimo centro, y el señor Beguer me ha 
suministrado datos importantes que demuestran que la co- 
rrecta súplica de los Senadores canarios está absoluta- 
mente ajustada a Derecho. Me decía el Senador Beguer 
que en el centro de la Universidad a Distancia de Tortosa el 
presupuesto propio de la UNED no cubre ni siquiera el 20 
por ciento de sus necesidades. Su Ayuntamiento colabora 
con 14 millones; la Diputación, con 16; un mecenas cata- 
lán -que también los hay- (Risas), con cinco millones 
de pesetas anuales; la Caja Provincial, con otros cuatro, y 
la UNED, en último lugar, con siete millones. 

La UNED ha sido hasta ahora, sin género de dudas, la 
hermana pobre del sistema universitario del Estado, y esta 
moción puede contribuir a su equiparación con otros cen- 
tros. 

He leído en el Estatuto de la UNED -según Real De- 
creto 1.287/85, de 16 de junio- cuáles son sus objetivos. 
El artículo 94 señala: La investigación contribuye a uno de 
los fines básicos e irrenunciables de la UNED. Pero con la 
parquedad de medios de que está suministrada, difícil- 
mente puede cumplir uno de sus fines básicos. El artículo 
103 establece que4a UNED gozará de autonom’a econó- 
mica y financiera -suena a chufla-, y a tal efecto debe 
disponer de los recursos suficientes para el desempeño de 
las funciones que tiene atribuidas, de acuerdo con lo dis- 
puesto en la Ley de Reforma Universitaria. 

Y, por fin, el artículo 11 O dice que los presupuestos 
anudes incluirán entre otras las siguientes partidas, y hace 
una relación de seis o siete elementos de ingresos. Em- 
pieza por las subvenciones del Estado y las tasas académi- 
cas. Y cuando lean las demás procuren ustedes reprimir su 
natural risa, pues dice: Las subvenciones lígadas a accio- 
nes que otorguen personas o entidades públicas, rendi- 
mientos procedentes de su patrimonio, ingresos provenien- 
tes de las ventas de sus bienes, ingresos derivados de con- 
tratos a los que haga referencia la LAU y producto de ope- 
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raciones de crédito. Es decir, que como ingresos, reco- 
miendan a la UNED que se empeñe. 

Dicho esto, creo que lo que los Senadores canarios pre- 
sentan es algo que merece todo nuestro respeto y, eviden- 
temente, nuestro apoyo. 

Quiero hacer mención tambiih de que otro de los nu- 
merosos problemas que aquejan a la UNED y que ha lle- 
gado a esta Cámara a través de la Comisión de Educación, 
Universidades, Investigación y Cultura, es el de los profe- 
sores tutores. Resolvamos la financiación de la UNED y 
continúese después con la solucitjn de los demás conflictos 
que, como el que les anunciaba de los profesores tutores, 
tiene, sin género de dudas, la Universidad a Distancia. 

Muchas gracias. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Vallvé. 
Por el Grupo Parlamentario Fopular, tiene su señoría la 

palabra. 

El señor LÓPEZ SAN MIGUEL: Señor Presidente, se- 
ñorías, intervengo en nombre del Grupo Parlamentario Po- 
pular para fijar la posición sobre la moción presentada por 
el Grupo de Coalición Canaria y que, posteriormente, ha 
tenido una modificación que ha iirmado el resto de los gru- 
pos, a excepción del nuestro. 

La Universidad Nacional a Distancia, como ya se ha di- 
cho desde esta tribuna, fue creada en el año 1972, y ha ve- 
nido desarrollando desde su creación una labor docente 
que nosotros creemos que ha sido un gran éxito. Lo prueba 
el número tan elevado de alumnos, basado en una demanda 
social de gran magnitud, junto con una calidad contrastada 
de los graduados que han salido de ella. Ahora bien, Seño- 
rías, esto no puede servir como excusa para ocultar los 
múltiples problemas por los que atraviesa hoy en día la 
Universidad Nacional de Educación a Distancia y de los 
que, antes de entrar en el tema concreto de la moción, me 
gustaría dejar constancia, al menos de algunos de ellos. 

Existe un problema de organización de la Universidad 
de Educación Nacional a Distancia. Como sus señorías co- 
nocen, hoy hay un debate profundo dentro de la propia 
Universidad y dentro del claustro sobre la red básica de 
centros, que el Ministerio de Educación y Ciencia ha reco- 
gido y que tiene en este momento en estudio, 

Por otra parte, la situación actual de los recursos didác- 
ticos de apoyo a los estudiantes es que aquéllos están 
siendo cuestionados, y en estos momentos los centros aso- 
ciados son los primeros que lo están haciendo. Puedo leer 
a sus señorías lo que dice el centro asociado de la Univer- 
sidad Nacional de Educación ;i Distancia de Las Palmas 
- e n  las islas del Grupo Parlamentario proponente de la 
moción- relativo a que los Órganos de gobierno de la Uni- 
versidad Nacional de Educación a Distancia -y habla pre- 
cisamente de los órganos de gobierno de la Universidad 
Nacional de Educación a Distancia- establezcan los me- 
canismos necesarios y dediquen prioritariamente sus re- 
cursos humanos y materiales a conseguir el cumplimiento 
de los artículos 84, 85, 86, 87, 88 y 92 de sus Estatutos. 
Como ustedes conocen, señorías, estos aqículos son en 
concreto los relativos precisaniente a los dos pilares que 

hoy en día sustentan a la Universidad Nacional de Educa- 
ción a Distancia. Uno de ellos es el de las unidades didác- 
ticas, y el otro es la evaluación a distancia, es decir, lo ma- 
terial, pedagógico y específico y el sistema de evaluacio- 
nes. Creo realmente, señorías, que éste es un problema 
muy grave y que debería debatirse de la misma forma que 
otros temas. 

Por último, quiero entrar en el verdadero problema que 
nos trae esta moción. Como ya se ha dicho, existe un pro- 
blema importante en la financiación de los centros asocia- 
dos, que es el motivo de esta moción. Ello lo prueba el he- 
cho de que ya en el año 1992 los presidentes de los patro- 
natos de los centros asociados de la Universidad Nacional 
de Educación a Distancia mantuvieron una primera reu- 
nión en Pontevedra cuyo fin no era otro que el de debatir 
cuál debía ser el sistema de financiación de los centros 
asociados. 

' Estamos hablando, en concreto, de los centros asocia- 
dos de la UNED y no, por el contrario, de la propia Uni- 
versidad Nacional de Educación a Distancia. Creo que es 
un matiz importante a tener en cuenta, dado que el actual 
presupuesto, que está principalmente basado en aportacio- 
nes, como saben sus señorías, de las Comunidades Autó- 
nomas, de las Corporaciones Locales, de las entidades fi- 
nancieras y de la propia subvención que da la Universidad 
Nacional de Educación a Distancia, ha quedado superado 
y se hace en algunos casos prácticamente inviable, ponién- 
dose en evidencia los escasos recursos que la propia Uni- 
versidad Nacional de Educación a Distancia aporta a los 
presupuestos de los centros asociados. 

Este problema de financiación se ha agudizado todavía 
más con los años, de una parte, como saben sus señorías, 
por la situación económica por la que atraviesan nuestras 
propias Comunidades Autónomas y nuestras Corporacio- 
nes Locales y, de otra, porque las propias entidades finan- 
cieras empiezan a preguntarse por qué siendo la Universi- 
dad Nacional de Educación a Distancia una Universidad 
estatal, su aportación a los presupuestos de los centros aso- 
ciados es tan baja. Ello pone en evidencia que la situación 
de financiación de los centros asociados debe modificarse, 
lo cual, señorías, el Partido Popular comparte. 

Ahora bien, centrándome en la moción que estamos de- 
batiendo, tengo que decir que el Grupo Parlamentario Po- 
pular está de acuerdo, como he dicho, con el fondo de la 
moción, pero no con la forma como se quiere resolver di- 
cho problema. Y voy a explicarme. 

En primer lugar, para una mejor explicación, debemos 
fijar cuál es el marco jurídico que rige tanto en la Univer- 
sidad Nacional de Educación a Distancia como en sus cen- 
tros asociados. En primer término, tenemos, sin duda, 
nuestra Constitución, que en el artículo 27, apartado 10, re- 
conoce la autonomía de las universidades en los términos 
que la ley establezca. 

La Ley de Reforma Universitaria, Ley 11/1983, en su 
disposición adicional primera establece que, con respecto 
a la Universidad Nacional de Educación a Distancia, las 
Cortes Generales y el Gobierno asumen las competencias 
que la LRU establece para las asambleas legislativas y los 
consejos de gobierno. 
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En el artículo 12 de la misma Ley se dice que las uni- 
versidades elaborarán sus propios estatutos, que con poste- 
rioridad, y si están de acuerdo con la propia Ley, serán 
aprobados por los Consejos de Gobierno de las Comunida- 
des Autónomas y, en el caso concreto de la UNED, por el 
Consejo de Gobierno de la nación. 

Por úitimo, están los estatutos de la Universidad Nacio- 
nal de Educación a Distancia, aprobados por sendos decre- 
tos de los años 1985 y 1986. 

Con estos preceptos quedan bien claros y definidos tres 
conceptos que creo que son fundamentales: un primer con- 
cepto es la autonom’a universitaria de la propia Universi- 
dad Nacional de Educación a Distancia; un segundo con- 
cepto es que la Universidad Nacional de Educación a Dis- 
tancia elabora sus propios estatutos y un tercer concepto es 
que la Universidad Nacional de Educación a Distancia de- 
pende de las Cortes Generales y del Gobierno. 

Con respecto a la aportación económica de la UNED a 
los centros asociados, ésta se encuentra fijada en el artículo 
80 de los estatutos de la UNED, que indica que será esta- 
blecida en los convenios firmados entre ambas partes, es 
decir, en los convenios que la UNED establezca con cada 
uno de los centros asociados -no es conjunto, señorías- 
dentro de los límites de la legislación vigente. No obstante, 
establece que la Universidad, de acuerdo con el Consejo 
Social, recabará de las autoridades competentes que se ar- 
bitren los cauces legales que en el futuro permitan que la 
sede central financie actividades y servicios esenciales 
para impartir las enseñanzas regladas en los centros aso- 
ciados según los criterios fijados por la Junta de Gobierno. 

El título séptimo de los Estatutos de la Universidad Na- 
cional de Educación a Distancia trata del régimen econó- 
mico y financiero, y no se estableció ningún artículo res- 
pecto a los centros asociados ni sobre la aplicación de las 
tasas académicas a los mismos. 

Por Último, el régimen de convenios de la Universidad 
Nacional de Educación a Distancia con sus centros asocia- 
dos quedó establecido por el Real Decreto que se ha citado 
ya en esta Cámara, el 1095/79, norma que no quedó dero- 
gada por los Estatutos de la UNED. Con esto tenemos bien 
claro que los Estatutos de la UNED, elaborados por el 
claustro, fijan la aportación económica de los centros aso- 
ciados. 

Por tanto, señorías, tanto la moción inicialmente pre- 
sentada por el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria 
del Senado como la moción que se ha presentado poste- 
riormente por el resto de los grupos parlamentarios, que 
dice exactamente: Instar al Gobierno de la nación a que, en 
el marco de referencía establecido por la Ley de Reforma 
Universitaria, modifique la normativa vigente respecto a la 
financiación de los centros asociados de la UNED, enten- 
demos que van en contra del artículo 80 de los Estatutos de 
la Universidad Nacional de Educación a Distancia y, por 
tanto, del artículo 12 de la Ley de Reforma Universitaria y 
del titulo VII, poniendo en seno peligro, señorías, la auto- 
nom’a universitaria. 

En el supuesto de que esta moción exclusivamente mo- 
dificase el Real Decreto 1095/79, entendemos que toda 
modificación de dicho Decreto debe hacerse en el marco 

de los Estatutos de la UNED y que, por tanto, debe ser la 
propia UNED, en base a su autonom’a, la que promueva 
dicha modifica2 ón, y nunca el Gobierno, reservándose 

subsidiaria promulgada antes de la Ley de Reforma Uni- 
versitaria y de los Estatutos de la propia UNED. 

Por ello, señorías, nuestro grupo ha intentado, y así lo 
hemos expuesto a los diferentes portavoces de los grupos 
de esta Cámara, introducir una modificación en el texto de 
la moción presentada que consistía en cambiar la palabra 
«modifique», que es exactamente la que va en contra, se- 
gún nuestro criterio, de la autonomía universitaria, por la 
siguiente frase: ... favorezca las normas que promuevan los 
órganos de gobierno de la Universidad Nacional de Educa- 
ción a Distancia para modificar.. . toda la reglamentación. 

Entendemos que tiene que ser la Universidad Nacional 
de Educación a Distancia la que debe promover las modi- 
ficaciones de toda su normativa, de acuerdo con su propia 
autonom’a, y jamás se debe involucrar el Gobierno en mo- 
dificar aquellas normas en las cuales la propia Universidad 
Nacional de Educación a Distancia es autónoma. 

Considerando que esta fórmula no ha sido aceptada por 
los grupos, tenemos que decir, señorías, que aun cuando 
estamos de acuerdo en el fondo del problema que se plan- 
tea en este momento, que no es otro que el de la financia- 
ción de los centros asociados, no podemos decir lo mismo 
de la forma, porque, como he dicho, entendemos que va en 
contra de la autonom’a de la Universidad Nacional de Edu- 
cación a Distancia. 

Por tanto, en aras de respetar esta autonom’a, el Grupo 
Parlamentario Popular se abstendrá en la votación. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

éste la capacidad i para derogar, al tratarse de una normativa 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador López San 

El Senador Iglesias Marcelo tiene la palabra. 
Miguel. 

El señor IGLESIAS MARCELO: Señor Presidente, se- 
ñorías, voy a hacer cuatro consideraciones para exponer la 
posición del Grupo Parlamentario Socialista respecto de la 
moción presentada y defendida por el Grupo Parlamenta- 
rio de Coalición Canaria del Senado y reformada mediante 
una propuesta de modificación firmada por cinco grupos 
parlamentarios de la Cámara. 

La primera consideración es la valoración favorable de 
la oportunidad de la moción. La moción es oportuna, re- 
fleja una situación real de crecimiento de la UNED y de 
sus Centros Asociados y una precariedad en la situación 
económica de dichos centros, que requieren una solución 
porque reflejan un problema real. El momento es oportuno 
para presentar la moción, la valoramos positiva y favora- 
blemente y, por tanto, la instancia al Gobierno para que 
contribuya a resolver el problema. 

Se han hecho presentes en la exposición de la moción 
algunas referencias a cuestiones metodológicas y didácti- 
cas del trabajo universitario en la Universidad a Distancia. 
No le hago ascos al debate, pero no creo que sea oportuno 
entrar aquí en esa cuestión porque no es el objeto de la mo- 
ción; sin embargo, si sus señorías quieren, podríamos ha- 
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blar de ese tema, que es especialmente interesante. Tanto 
en la exposición del Senador del Grupo Parlamentario de 
Coalición Canaria del Senado como en la del Senador del 
Grupo Parlamentario Popular se hacen referencias a un 
tema que está contenido en la problemática de la UNED 
pero que no es el objeto directo de esta moción. 

La segunda consideración es 1 a necesidad de precisar el 
contenido de la moción. Porque en la moción original se 
hacen propuestas, que nos parecen difícilmente encajables 
en el concepto de la autonomía universitaria que afecta 
tanto a la UNED como a las demás universidades del país. 
Por ejemplo, la fijación del 50 por ciento como una parte 
de subvención que han de recibir los Centros Asociados, 
que depende de decisiones de los Órganos rectores de la 
UNED, nos parece difícil de presentar como una instancia 
al Gobierno de la nación. El contenido de esta moción 
tiene que cumplir dos objetivos fundamentales: primer ob- 
jetivo, resolver el problema; segimdo objetivo, respetar es- 
crupulosamente el ámbito de la autonom’a y de la capaci- 
dad de decisión de la Universidad a Distancia, que está 
contenida y reflejada en la legislación vigente y, natural- 
mente, nosotros no podemos de ninguna manera apuntar a 
que se tomen decisiones que bordeen ese ámbito de lega- 
lidad. 

Por tanto, estando de acuerdo en que es necesario resol- 
ver el problema, también estimamos que es necesario pre- 
cisar el contenido de la moción para que pueda tener el 
aval suficiente de la Cámara para ser aprobada. Porque, 
¿cuál es el marco legal que define la situación actual en el 
tema que nos ocupa, la financiación de los Centros Aso- 
ciados de la UNED? Por un lado, están las referencias de la 
Ley de Reforma Universitaria, de carácter genérico y de 
carácter específico, a la UNED, que son muy precisas;.los 
estatutos de la propia Universidad a Distancia y el famoso 
Real Decreto de 4 de abril del año 1979 que, a pesar de la 
antigüedad de su.promulgación, sigue estando en vigor 
ahora mismo, porque la UNED 110 ha adoptado las decisio- 
nes que la Disposición Adicional Segunda de ese Real De- 
creto contempla y que les paso a leer muy brevemente para 
que sus señorías lo recuerden. Dice: Los estatutos de la 
UNED establecerán con carácter definitivo las bases a que 
en el futuro habrán de ajustarse las relaciones entre ésta y 
los distintos centros asociados. 

Pues bien, han pasado nueve años desde la promulga- 
ción de los estatutos de la UNE11 y el famoso Real Decreto 
sigue estando en vigor y, por tanto, siguen estando en vigor 
las restricciones que ese Real Decreto establece en la fi- 
nanciación de los Centros Asociados: el límite del 10 por 
ciento del presupuesto de la UNED, el requisito m’nimo de 
los 500 alumnos y el requisito rnínimo del número de pro- 
fesores-tutores que tienen que estar comprometidos para 
un Centro Asociado. Mientras ese Real Decreto no sea de- 
rogado por una decisión de la UNED, evidentemente, por 
parte del Gobierno de la nación se pueden hacer dos cosas: 
primera, arbitrar los recursos para que como fuente lleguen 
a la Universidad a Distancia, lo que permitirá una más ge- 
nerosa financiación de los Centros Asociados, primer re- 
curso de competencia propia que no debemos nosotros elu- 
dir. Y, segundo, modificar el Real Decreto de 4 de abril de 

1979, que está en vigor, y si no hacemos nada seguirá es- 
tando en vigor y seguirá imponiendo restricciones a la fi- 
nanciación de los centros asociados. Por tanto, es legítimo 
que se modifiquen esas restricciones para que los centros 
asociados puedan funcionar de una manera más conve- 
niente y generosa. 

Por estas tres razones, la oportunidad de la propuesta, la 
conveniencia de matizar su contenido y el respeto al marco 
legal que rige la vida de la Universidad a Distancia y de 
sus centros asociados, nuestro Grupo entiende, con la ma- 
yoría de los Grupos de la Cámara, que una instancia al Go- 
bierno para que modifique en lo que sea de su competencia 
la normativa que rige la vida económica de los centros aso- 
ciados, naturalmente sin entrar en las competencias de la 
UNED, es una modificación conveniente y está dispuesto 
a apoyarla. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
En primer lugar, vamos a someter a votación la pro- 

puesta de modificación, que dice así: El Senado insta al 
Gobierno de la nación a que, en el marco de referencia es- 
tablecido por la Ley de Reforma Universitaria, modifique 
la normativa vigente respecto de la financiación de los 
centros asociados de la Universidad Nacional de Educa- 
ción a Distancia. 

Se inicia la votacióín. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 213; a favor, 121; abstenciones, 92. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA, 
POR LA QUE SE INSTA AL GOBIERNO DE LA 
NACIÓN A QUE DESTINE UNA PARTE SIGNIFI- 

NES PARA LA PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN 

VISTO EN EL ART~CULO 68 DE LA LEY DEL PA- 
TRIMONIO HISTÓRICO ESPAÑOL, A LA CON- 
SERVACIÓN DE LOS MONUMENTOS CATEDRA- 

DOS PATRIMONIO DE LA HUMANIDAD, ASÍ 
- COMO AL INVENTARIADO DE SU CONTENIDO 

CATIVA DEL 1 POR CIENTO DE LAS INVERSIO- 

DE NUESTRO PATRIMONIO HIST~RICO PRE- 

LICIOS, ESPECIALMENTE DE LOS DECLARA- 

MUEBLE, A TRAVÉS DE CONVENIOS o DE 
OTRASFORMAS DE COLABORACI~N CON LAS 
COMUNIDADES AUTÓNOMAS. (662/000052.) 

El señor PRESIDENTE: A continuación, vamos a ini- 
ciar el debate de la moción número 42, del Grupo Parla- 
mentario Socialista, por la que se insta al Gobierno de la 
nación a que destine una parte significativa del 1 por ciento 
de las inversiones para la protección y conservación de 
nuestro Patrimonio Histórico previsto en el artículo 68 de 
la Ley del Patrimonio Histórico Español, a la conservación 
de monumentos catedralicios, especialmente de los decla- 
rados Patrimonio de la Humanidad, así como al inventa- 
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riado de su contenido mueble, a través de convenios o de 
otras formas de colaboración con las Comunidades Autó- 
nomas. 

Se publicó en los Boletines correspondientes con fecha 
11 de abril de 1994. 

A efectos de ordenar el debate, el Grupo Parlamentario 
Popular ha presentado una enmienda a esta moción. Por 
tanto, de acuerdo con las normas de tramitación, en primer 
lugar, el Grupo proponente defenderá la moción por el 
tiempo establecido. 

El Senador Granado Martínez tiene la palabra para de- 
“fender la moción. 

El señor GRANADO MARTÍNEZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señoras y señores Senadores, desde la aprobación de 
los 17 Estatutos de las Comunidades Autónomas, el blo- 
que de constitucionalidad definido por la Constitución y 
los Estatutos de Autonom’a han considerado competencia 
exclusiva de las Comunidades Autónomas la conservación 
y restauración del Patrimonio Histórico y Artístico y han 
otorgado al Estado la posibilidad de seguir interviniendo 
en la construcción de grandes infraestructuras culturales, 
bien sea teatros, auditorios, bibliotecas o grandes palacios 
musicales. Esto, sin perjuicio de la muy clara doctrina del 
Tribunal Constitucional, que en su sentencia 49/1984 esta- 
blece que debe af i iarse  la existencia de una competencia 
concurrente del Estado y las Comunidades Autónomas en 
materia de cultura con una actuación autonómica especí- 
fica, teniéndola también el Estado en el área de la preser- 
vación del Patrimonio cultural común, pero también en 
aquello que precise de tratamientos generales o que haga 
menester esa acción pública cuando los fines culturales no 
pudieran lograrse desde otras instancias. 

Esta distribución competencial, que ha hecho al Estado 
constructor de grandes infraestructuras, conservador, in- 
cluso arrendatario de museos o de bibliotecas, y que ha re- 
servado a las Comunidades Autónomas los fondos destina- 
dos a la protección y preservación del Patrimonio, ha dado 
origen a multitud de polémicas porque, si bien es cierto 
que la competencia es exclusiva, como dice el Tribunal 
Constitucional no es excluyente, es una competencia con- 
currente, y la riqueza monumental española es tal que to- 
das las aportaciones de las diferentes Administraciones 
Públicas son insuficientes para la protección de nuestro 
Patrimonio. 

Así, en 1985 el Parlamento aprueba la Ley de Patrimo- 
nio Histórico Español que, intentando allegar fondos a la 
conservación de nuestro Patrimonio Histórico y a pesar de 
la competencia exclusiva de las Comunidades Autsnomas, 
establece, por un lado, una serie de desgravaciones fiscales 
a la iniciativa privada que quiera invertirse en la protec- 
ción o preservación del patrimonio y, por otro, el 1 por 
ciento de todo el presupuesto dedicado por el Estado a las 
obras públicas para la conservación de nuestro Patrimonio 
y fomento de la creatividad artística. 

Hemos generado pues en España un modelo especial en 
el cual tenemos unas Comunidades Autónomas con com- 
petencia exclusiva en la protección del_patrimonio pero 

con una Administración del Estado que también coadyuva 
a esta finalidad, y esto teniendo en cuenta que incluso en 
países de nuestro entorno no es raro que el Estado reserve 
su apoyo a la protección del patrimonio a aquellos monu- 
mentos de los cuales es titular en exclusiva y considere la 
protección del patrimonio privado como una cuestión a 
apoyar únicamente desde el punto de vista de desgravacio- 
nes fiscales. 

Nuestra riqueza monumental es tal que todas las Admi- 
nistraciones están comprometidas en la protección del pa- 
trimonio. Y es razonable que así sea porque también tene- 
mos unas necesidades especiales. Somos uno de los países 
del mundo que más monumentos tiene declarados patri- 
monio de la humanidad y, evidentemente, en muchos ci- 
clos artísticos e históricos somos un testimonio que sobre- 
pasa con mucho el ámbito territorial de nuestras fronteras. 

Estos problemas se ponen especialmente de manifiesto 
cuando en algunos casos singulares un monumento decla- 
rado patrimonio de la humanidad - c o m o  es el caso de la 
Catedral de Burgos o, incluso, con mayor actualidad, el de 
la Catedral de León, que este último fin de semana sufría 
un deterioro al haber derribado una tormenta de viento uno 
de los pináculos de la catedral- alcanza niveles significa- 
tivos de deterioro. Cuando se alcanzan estos niveles signi- 
ficativos de deterioro lo que menos importa es de quién es 
la responsabilidad de su protección porque el monumento 
es patrimonio de toda una colectividad humana y, por 
tanto, todas las Administraciones que la sirven deben ocu- 
parse de su preservación. 

En este sentido, cabe señalar que si bien es cierto que el 
1 por ciento cultural o de inversiones que consagró la Ley 
de Patrimonio ha servido para recuperar significativa- 
mente parte de nuestro patrimonio histórico que estaba 
muy deteriorado, como era el caso de los teatros a través 
del Plan Nacional de Recuperación de Teatros, por proble- 
mas de gestión de los diferentes Ministerios no ha sido po- 
sible hacer llegar esos fondos con la misma generosidad a 
monumentos tan significativos como las catedrales; cate- 
drales que son testimonio de la historia de una colectividad 
humana, como señalaba antes, hasta tal punto que son in- 
disolubles de la propia imagen que tienen de esta colecti- 
vidad tanto los contemporáneos de nuestro país, de Es- 
paña, como los de todo el mundo. 

¿Qué es lo que pretende esta moción presentada por el 
Grupo Parlamentario Socialista? Esta moción pretende 
pura y simplemente, teniendo en cuenta los planes que se 
han desarrollado con cargo al 1 por ciento cultural, algunos 
de los cuales están ya suficientemente desarrollados y muy 
avanzados y que pueden ser completados por otros, dar 
paso a un plan nuevo, a un plan ambicioso, a un plan que 
debe ser el plan nacional de catedrales diseñado por el Mi- 
nisterio de Cultura pero con una consignación presupues- 
taria mucho más importante para invertir en las catedrales, 
en los monumentos patrimonio de la humanidad y yo casi 
diría por extensión en los monumentos más significativos 
de cada uno de los territorios de nuestro país. Y esto debe 
hacerse siguiendo un modelo de cooperación que eviden- 
temente no deje de lado las competencias exclusivas de las 
Comunidades Autónomas, es decir, previendo un sistema 
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de gestión a través de convenios entre el Ministerio de Cul- 
tura u otros Ministerios y la coirespondiente Comunidad 
Autónoma y que, además, debe hacerse teniendo en cuenta 
la integración de las obras en el sentido de que en muchos 
monumentos es posible encontramos con una situación tal 
que una actuación decidida de las Administraciones Públi- 
cas, no muy voluminosa en la aportación de recursos eco- 
nómicos, sí tenga una eficacia previsora de deterioros que, 
de no procederse a las actuaciones inmediatas, supongan 
graves desembolsos de fondos públicos en el futuro. 

Por tanto, lo que pretende ser esta moción del Grupo 
Parlamentario Socialista es una petición al Gobierno, que 
esperamos que sea suscrita por toda la Cámara, para que en 
el futuro una parte significativa de este 1 por ciento de in- 
terés cultural se dedique a las caíedrales, con especial aten- 
ción a aquellas que son patrimonio de la humanidad, y que 
pueda servir de base a este gran acuerdo para la conserva- 
ción del patrimonio que debe ser realidad en todos y cada 
uno de los casos entre las diferentes Administraciones Pú- 
blicas para conseguir que nuestro patrimonio merezca el 
grado de conservación que supone la consideración del pa- 
trimonio como principal herencia que recibimos de nues- 
tros mayores y principal legado que transmitimos a nues- 
tros herederos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Para la defensa de la enmienda a esta moción, presen- 

tada por el Grupo Parlamentario Popular, hará uso de la pa- 
labra el Senador Van-Halen. 

El señor VAN-HALEN ACEDO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, la moción que nos presenta hoy el &upo Par- 
lamentario Socialista es -y lo digo desde un principio- 
confusa, oportunista, inútil para el fin que dice servir y, en 
definitiva, contradictoria con la propia realidad creada por 
el Gobierno socialista que el Partido Socialista Obrero Es- 
pañol sustenta. Es una iniciativa meramente propagandís- 
tica y de cara a la galería, mala técnicamente, como de- 
mostraré, y en cuyos antecedentes se incorpora una 
enorme sucesión de inexactitudes. A todo ello haré refe- 
rencia en mis palabras. 

Diré también -y quiero que igualmente quede claro 
desde un principio- que compartimos el espíritu de la 
moción, es decir, una atención suficiente a las catedrales; 
tan emblemáticas en el conjunto del rico patrimonio histó- 
rico-artístico español. Sin embargo, y de ahí nuestra en- 
mienda, creemos que se aclararía y se enriquecería el 
fondo y la forma de la moción incorporando aspectos que 
han quedado a un lado y que se incluyen en la enmienda 
presentada por nuestro Grupo Ikknentario. 

La exposición de motivos que anota el Grupo Parla- 
mentario Socialista en la moción merece alguna opinión 
porque trata de tener un calado político beligerante res- 
pecto al reparto competencial en materia de cultura, en ge- 
neral, y de patrimonio histórico, en particular, al que se 
hace referencia en dicha exposición de motivos. Hay que 
decir que, efectivamente, existe una concurrencia de com- 

petencias entre la Administración central del Estado y las 
Comunidades Autónomas, como en efecto ha mantenido el 
Tribunal Constitucional. Sin embargo, discrepamos abso- 
lutamente en lo que se refiere a los criterios alegados por el 
Grupo Socialista en esta moción. El artículo 149.1.28 de la 
Constitución española señala que el Estado tiene compe- 
tencia exclusiva sobre la defensa del patrimonio cultural, 
artístico y monumental español, lo que viene a corroborar 
el artículo 2."1 de la Ley 16/1985, del Patrimonio Histó- 
rico, a la que se ha referido el señor Granado, que señala: 
«Sin perjuicio de las competencias que correspondan a los 
demás poderes públicos, son deberes y atribuciones esen: 
ciales de la Administración del Estado, de conformidad 
con lo establecido en los artículos 46 y 44, 149.1.1, y 149.2 
de la Constitución, garantizar la conservación del Patrimo- 
nio Histórico Español, así como promover el enriqueci- 
miento del mismo y fomentar y tutelar el acceso de todos 
los ciudadanos a los bienes comprendidos en él. Asi- 
mismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
149.1,28, de la Constitución, la Administración del Estado 
protegerá dichos bienes frente a la exportación ilícita y la 
expoliación.» Aquí, señorías, el término expoliación debe 
entenderse en este caso en el sentido que le da el artículo 
4." de la citada Ley, como «toda acción u omisión que 
ponga en peligro de pérdida o destrucción todos o alguno 
de los valores de los bienes que integran el Patrimonio His- 
tórico Español ... » 

Por tanto, está claro que las cr>mpetencias que corres- 
ponden a la Administración del Estado en materia de patri- 
monio histórico van más allá de las que interesadamente se 
anotan en la exposición de motivos y a las que ha hecho re- 
ferencia ahora mismo desde esta tribuna el Senador Gra- 
nado al hablar de competencia exclusiva de las Comunida- 
des Autónomas en la protección y conservación del patri- 
monio, lo que, sin duda, ha quedado en las actas taquigrá- 
ficas y quedará en el «Diario de Sesiones» para que nadie 
se llame a engaño. 

En una utilización beligerante, con lecturas interesadas 
para Castilla y León, Comunidad por la que el señor Gra- 
nado es Senador, la exposición de motivos dice, y él lo ha 
repetido, que se dirige a la opinión pública el doble men- 
saje de que una Administración a la que se exige incluso 
que desaparezca el Ministerio de Cultura debe responsabi- 
lizarse especialmente de las competencias de otras admi- 
nistraciones. Pues claro que sí, señor Granado; claro que se 
tiene que responsabilizar, porque es su exclusiva compe- 
tencia. En cuanto a competencias, como acabo de señalar, 
el aserto es falso. La desaparición del Ministerio de Cul- 
tura es otra cuestión. Solamente anotaré, pues otra refle- 
xión no sería del caso, que este Ministerio de Cultura, es 
decir, el Ministerio de Cultura de los doce años de Go- 
bierno socialista, se ha ganado a pulso que los españoles 
piensen que es totalmente innecesario, por su carácter in- 
tervencionista y sesgado, que tantas veces hemos denun- 
ciado con ejemplos muy concretos. Querer confundir, 
uniéndola a la existencia o no del Ministerio, la protección 
o no del Patrimonio Histórico Español es sencillamente 
absurdo. 
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Lo que se ha tratado con esta moción defendida por el 
Senador Granado es que parezca que las Comunidades 
Autónomas, y en este caso concreto, Castilla-León, tienen 
unas competencias específicas sobre cuyas áreas la admi- 
nistración del Estado se debe cruzar de brazos o, si actúa, 
es por mera generosidad. Pues no, señor Granado, es por- 
que tiene competencia y responsabilidad en actuar. Por 
cierto, en este caso concreto de Castilla-León y en el caso 
que nos ocupa, que es la catedral de Burgos, ha actuado 
después la Administración central que la Comunidad 
Autónoma de Castilla-León. 

La Administración del Estado, señorías, tiene responsa- 
bilidad última de la conservación y de luchar contra el de- 
terioro o pérdida del patrimonio histórico español, sin que 
pueda servir de excusa para lavarse las manos sobre el 
tema aludir a la transferencia de funciones y servicios a las 
Comunidades Autónomas en materia de cultura. ,Otra cosa 
es hablar de convenios entre todas las Administraciones 
públicas, ya que a todos compete y a todos responsabiliza 
la defensa del patrimonio. 

Esta responsabilidad Última del Estado en la protección 
y conservación del Patrimonio Histórico Español resulta 
más evidente en aquellos casos en que la importancia de 
las actuaciones que hay que llevar a cabo desborda las po- 
sibilidades económicas de cualquier Comunidad Autó- 
noma y, sobre todo, en aquellos casos en que el bien que 
precisa dicha intervención está declarado Patrimonio de la 
Humanidad por la Unesco. Ya sabe usted, señor Granado, 
y saben sus señorías, que la Unesco ha amenazado con re- 
tirar la declaración de Patrimonio de la Humanidad la ca- 
tedral de Burgos si no se realiza la protección correspon- 
diente. 

La misma Exposición de Motivos de la moción en que 
se apuntala ésta habla de la contribución de la Administra- 
ción del Estado en la recuperación de nuestro ingente pa- 
trimonio histórico, llegándose a decir que esta contribu- 
ción se produce con generosidad. Los hechos niegan esta 
aventurada afirmación. La evolución presupuestaria de la 
contribución a la defensa y protección del patrimonio his- 
tórico artístico por parte del Estado es, señorías, bochor- 
nosa. Las cifras cantan. En 1989 el llamado 1 ‘por ciento 
cultural suponía ocho veces más, presupuestariamente ha- 
blando, que en la previsión del Presupuesto de 1994; en 
1990 se destinaban al Plan de catedrales 2,6 veces más que 
en 1994; en 1990 se destinaban al Plan de monasterios 2,4 
veces más que en 1994; en 1990 se destinaba 2,7 veces 
más presupuesto para los recintos históricos que en 1994; 
en este mismo período se destinaron a la sede del Instituto 
de Conservación 1.230 millones de pesetas, exactamente 
392 millones más que al conjunto de todas las catedrales 
españolas. A la setic del Órgano que se dedica a conservar 
y restaurar el patrimonio se le favorece presupuestaria- 
mente mucho más que a los bienes que deben ser conser- 
vados por ese Instituto. Esto resultaría paradójico si no 
partiera del Gobierno Socialista. 

Todos estos datos que acabo de dar tienen como fuente 
el Ministerio de Cultura. Ésta es, señorías la supuesta ge- 
nerosidad de los Gobiernos socialistas para con el Pairi- 
monio Histórico Español a que se hace referencia en la Ex- 

posición de Motivos de esta moción. Concretamente, se- 
ñorías, en la catedral de Burgos, ciudad en la que reside el 
Senador Granado y en cuya situación inquietante parece 
basarse la oportunidad de esta moción, la generosidad 
enorme del Gobierno socialista invirtió 5 millones de pe- 
setas en los últimos años; en 1991,2 millones; en 1992,3 
millones; en 1993, cero pesetas. Ahora, desde un acuerdo 
con la Comunidad Autónoma de Castilla y León se está co- 
menzando a actuar sobre las partes más afectadas del mo- 
numento, pero sólo nos acordamos de Santa Bárbara, señor 
Granado, cuando truena, y todo ello después de que la se- 
ñora Ministra de Cultura declarara públicamente que no 
hay dinero para la catedral de Burgos. Leo textualmente ti- 
tulares de prensa de diciembre de 1992, hace dos años, 
cuando ya se había detectado el grave deterioro de la cate- 
dral de Burgos, que señalaban: «El Ministerio de Cultura 
reduce su presupuesto para restaurar las catedrales y los 
monasterios»; «El beneficiario de la restricción presupues- 
taria será el Instituto de Conservación»; «La catedral de 
Burgos, seriamente dañada, no recibirá ayudas el próximo 
año.» Señorías, como se ha visto, aquella predicción perio- 
dística era cierta. En 1993, como queda dicho, la catedral 
de Burgos no recibió ninguna consignación presupues- 
taria. 

Ahora se nos pide que el Senado inste al Gobierno de la 
nación a destinar una parte del 1 por ciento cultural a la 
conservación de los bienes catedralicios, especialmente de 
los declarados Patrimonio de la Humanidad. Recordaré de 
pasada que una moción presentada por el Grupo Parlamen- 
tario Popular, y apoyada por todos los Grup.0~ de esta Cá- 
mara, recogía ya que parte de este 1 por ciento cultural se 
destinm’a a las ciudades Patrimonio de la Humanidad 

Lo curioso es que nos lo proponga ahora el Partido So- 
cialista, que durante todos estos años ha incumplido la nor- 
mativa referida al 1 por ciento cultural, que hubiera sido 
una buena forma de atraer recursos para la conservación 
del patrimonio histórico. Nos lo propone el mismo Partido 
Socialista que ha impedido que haya en España una Ley de 
Mecenazgo reiteradamente reclamada por el Grupo Popu- 
lar, por otros Grupos parlamentarios y por esa sociedad a la 
que ahora el Partido Socialista apela. Es significativo que 
esa Ley parece que finalmente verá la luz cuando ya no 
tiene el Partido Socialista mayoría parlamentaria para im- 
pedirlo. 

El Grupo Popular, al que me honro en representar, ha 
presentado una enmienda añadiendo algunos aspectos al 
texto concreto de la moción que nos presenta, tendente a 
aclararlo: por un lado, la primera parte de la enmienda, es 
decir, la incorporación de que el Ministerio de Cultura 
tenga el protagonismo necesario en la aplicación de los 
fondos del llamado 1 por ciento cultural, y suponemos que 
no hará chirriar los bancos socialistas ya que difícilmente 
podrán votar en contra de ella porque sus compañeros en el 
Congreso de los Diputados votaron a favor de una propo- 
sición no de ley que establecía esto mismo; fue en un de- 
bate, el 15 de febrero pasado, y la proposición no de ley re- 
cibió el voto favorable de la mayoría de los Grupos de la 
Cámara. Este protagonismo del Ministerio de Cultura en la 
aplicación de los fondos que se derivan del llamado 1 por 



- 1476 - 
SENADO 13 DE ABRIL DE IW. -NÚM.  30 

ciento cultural es imprescindible para que la moción del 
Grupo Socialista resulte útil, si no no pasará de ser lo que 
ya he dicho, una iniciativa oporinnista con lectura política 
en Castilla y León. 

Por otra parte, la enmienda incorpora el respeto en lo 
posible a la llamada unidad de obra, por cierto, incorpo- 
rada a la Ley de Patrimonio Histórico Español en su ar- 
tículo 68.1, el que establece un 1 por ciento cultural, gra- 
cias a una enmienda socialista que, por cierto, variaba un 
texto inicial notoriamente me-ior en su conjunto y más 
acorde con las necesidades globales del Patrimonio Histó- 
rico. En todo caso, este concepto está incorporado a la Ley 
no de manera imperativa, sino como una preferencia, por 
lo que no contradice en absoluto, dado que en todo caso la 
conservación del Patrimonio Histórico es una prioridad, el 
destino al que se refiere precisamente esta moción, es de- 
cir, los monumentos catedralicios. 

Por último, la enmienda del Grupo Popular hace una re- 
ferencia activa al Plan Nacional de Catedrales, que es el 
marco en el que se debe producir la actuación de la Admi- 
nistración del Estado en las catedrales. Resulta sospechoso 
que en una moción que emana de la preocupación por la 
protección de los monumentos catedralicios para nada se 
mencione el Plan Nacional de Catedrales que ha sido refe- 
rencia emblemática de esa actuación sectorial del Go- 
bierno socialista dentro de sus acciones culturales. 

Sin embargo, en la Exposicidn de Motivos se habla del 
Plan de Recuperación de Teatros que, como comprenderán 
sus señorías, queda lejos del campo que contempla la mo- 
ción. Resulta obvia, y no hay que ser muy malicioso, la ra- 
zón por la que se silencia el Plan de Catedrales en una mo- ’ 
ción sobre las catedrales y se habla del Plan de Teatros en 
una moción que no es de teatros; la razón es que el Grupo 
Parlamentario Socialista en el Senado sabe que el Plan de 
Catedrales ha salido muy mal, y ahí están las cifras que he 
dado anteriormente, y en el Plan de Teatro piensan que van 
pasando. Sin embargo, nos parece obligado enderezar el 
Plan de Catedrales, ¡qué quiere usted que le diga!, y que la 
aportación que supondrá lo contenido en esta moción se 
aplique precisamente desde este plan que ustedes han he- 
cho mal. 

Como el Plan se lleva a cabo de acuerdo con las Comu- 
nidades Autónomas, nos parece irrelevante que se cite en 
la moción los necesarios convenios y acuerdos con dichas 
Comunidades, de hecho son necesarios y se hacen todos 
los días. 

Finalmente, señorías, insistiendo en el oportunismo e 
inexactitudes de la moción, aparte de que en el volunta- 
rismo de su Exposición de Motivos o antecedentes, el 
Grupo Parlamentario Popular, independientemente de es- 
tar de acuerdo, como he dicho, con los fines y con el espí- 
ritu de la moción, solicita a los Grupos parlamentarios de 
la Cámara que consideren el enriquecimiento que supone 
la enmienda, sobre todo porque, dado que los aspectos que 
incorpora han sido votados favorablemente por los Grupos 
parlamentarios en el Congreso de los Diputados y singu- 
larmente por el Grupo Socialista, no votarlos aquí supon- 
dría una contradicción, y he de decir que tampoco nos sor- 
prendería mucho. 

Al Grupo que ha presentado la moción le solicito ade- 
más que deje a un lado intereses de oportunismo y parcia- 
lismo y desde nuestra enmienda apoye su propio Plan Na- 
cional de Catedrales que el Gobierno Socialista enunció y 
puso en marcha, si bien es verdad, sin mucha fortuna (Pa- 
teos.) Espero que las catedrales tengan más fortuna que los 
pateos. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Pateos en los esta- 

ños de la izquierda.-Aplausos en los escaños de la dere- 
cha.) 

El señor PRESIDENTE: Para el turno de contestación, 
por parte del Grupo proponente de la moción original, 
tiene la palabra el Senador Granado. 

El señor GRANADO MART-2: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señores y señoras Senadores, el Senador Van-Halen ha 
contestado con una intervención escrita a la intervención 
que yo he realizado aquí desde esta tribuna con unos argu- 
mentos, incluso yo diría que con una terminología y con 
una manera de hacer las cosas que yo creo que no son del 
momento ni tienen ningún sentido de cara a la moción que 
estamos discutiendo. 

Senador Van-Halen, usted ha mencionado cinco veces 
el término oportunismo; oportunismo del Grupo Socialista 
en presentar una moción que yo he intentado defender 
desde esta tribuna para conseguir algo que parece ser que 
no va a ser posible: el acuerdo de los diferentes Grupos 
parlamentarios. También ha mencionado la confusión. Yo 
no sé qué es más su intervención, si confusa u oportunista. 
Voy a intentar explicar las dos cosas. 

En primer lugar, y en cuanto a la confusión, usted me ha 
llegado casi a imprecar desde esta tribuna porque yo he uti- 
lizado el término competencia exclusiva para referirme .a 
la competencia que tienen las Comunidades Autónomas en 
materia de protección del patrimonio histórico. Senador - 
Van-Halen, lea usted cualquiera de los diecisiete Estatutos 
de Autonom’a. Podrá ver que el término que utilizan para 
definir la competencia de las Comunidades Autónomas en 
materia de protección del patrimonio histórico es el de 
competencia exclusiva. Desde luego, en el de mi Comuni- 
dad aparece así. Precisamente, hace pocos días hemos te- 
nido la oportunidad de discutir en esta misma Cámara la 
reforma de los Estatutos de Autonom’a y si su señoría se 
los lee podrá comprobar que en los diecisiete Estatutos la 
protección del patrimonio histórico es competencia exclu- 
siva de la Comunidad Autónoma. Lo que ocurre es que us- 
ted sigue confundiendo lo que ya aclaró el Tribunal Cons- 
titucional hace casi diez años. Usted sigue confundiendo 
competencia exclusiva con competencia excluyente. No 
tiene nada que ver que la competencia sea exclusiva de las 
Comunidades Autónomas para que no sea excluyente res- 
pecto de las competencias que residen en la Administra- 
ción del Estado. Usted plantea ese equívoco señalando 
cómo la Administración del Estado mantiene competen- 
cias exclusivas, según usted, en un tema que ha sido trans- 
ferido a las Comunidades Autónomas con competencia ex- 
clusiva en los Estatutos de Autonom’a. 
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Le voy a leer un Decreto de transferencias a una Comu- 
nidad Autónoma. Su señoría supondrá que es la Comuni- 
dad a la que pertenezco, y hace bien. Dice así: Se transfie- 
ren a la Comunidad Autónoma de Castilla y León: a) To- 
das las funciones sobre el Patrimonio histórico, artístico, 
monumental, arquitectónico, arqueológico, paleontológico 
y etnológico sobre el tesoro documental y bibliográfico de 
interés de la Comunidad Autónoma. 

Usted vuelve de nuevo a una polémica baladí y estéril 
sobre dónde reside la competencia. ¿Qué utilidad tiene la 
polémica en estos momentos? No tiene ninguna ya que to- 
das las Administraciones públicas están dispuestas a cola- 
borar, todas destinan fondos públicos y, además, hemos 
definido ya un modelo de colaboración con el que todos 
estamos de acuerdo, el modelo de los convenios. ¿Qué 
pide la moción? Que haya un soporte presupuestario en la 
Administración del Estado para atender a la posibilidad de 
f m a r  esos convenios con las Comunidades Autónomas. 
¿Qué tiene usted que objetar a esa cuestión? No tiene nada 
que objetar. Pues si no tiene nada que objetar, ¿a cuento de 
qué viene hacer aquí de cualquier intervención lo mismo 
que hacía la prensa del Movimiento hace veinte años, 
«palo a Rusia»? (Aplausos en los escaños de la izquierda.) 

Es posible que ustedes busquen cualquier tema para se- 
guir obstaculizando o simplementCCriticando, en el legí- 
timo interés de la oposición, cualquier actuación del Go- 
bierno, pero no extiendan ustedes a todas las iniciativas del 
Grupo Parlamentario Socialista esa misma consideración. 
Juzguen ustedes las iniciativas por lo que son. En este caso 
se trata de una iniciativa parlamentaria que intenta servir 
de soporte a una actuación del Estado concordada con las 
Comunidades Autónomas siguiendo, además, un modelo 
que ya se ha puesto en práctica. 

Hace cuatro días el Consejero de Cultura de Castilla y 
León y la Ministra de Cultura han firmado un convenio 
para restaurar la catedral de Burgos. Pues bien, ése es el 
modelo que nosotros pretendemos se extienda en toda Es- 
paña. ¿Qué pretendemos con la moción? Pretendemos que 
de ese 1 por ciento de interés cultural que recoge la Ley de 
1985 se destine una consignación importante y significa- 
tiva para las catedrales. 

Usted habla también de oportunismo. Senador Van-Ha- 
len, tengo que decirle que cuando ustedes traen al Pleno de 
esta Cámara temas tan interesantes como es el de la PSV, 
nosotros no les acusamos de oportunismo dado que uste- 
des están traduciendo lo que es el interés legítimo de su 
electorado. ¿Por qué tiene usted que pensar entonces que 
cuando cualquier miembro del Grupo Socialista presenta 
una iniciativa ante esta Cámara referida a untema de inte- 
rés pafa sus electores es oportunista? Está usted descdifi- 
cando permanenteiiiente la actitud del principal Grupo de 
esta Cámara. Pero tengo que decirle, Senador Van-Halen, 
que su señoría debería tener otro aprecio a la democracia. 
No todo lo que hacen ustedes está bien por principio ni 
todo lo que hacemos los socialistas está mal por principio. 
No piense usted que los socialistas sólo acertamos cuando 
rectificamos. A veces acertamos sin rectificar, y a veces 
acertamos simplemente por buena voluntad. No haga usted 
un juicio de voluntades porque, en realidad, con este tipo 

de debates al final estamos empeorando la opinión que 
tiene la ciudadanía española sobre la clase política. Parece 
que no somos capaces de ponernos de acuerdo ni tan si- 
quiera en un tema tan fundamental como es la conserva- 
ción de nuestro patrimonio. 

Usted hace referencia al presupuesto del Ministerio de 
Cultura ignorando deliberadamente algo que usted conoce 
tan bien como yo. El Ministerio de Cultura, por una situa- 
ción que ustedes, nosotros, y otros muchos grupos en el 
Congreso -aunque no todos- se han puesto de acuerdo 
en modificar, no es el que gestiona fundamentalmente el 1 
por ciento del Patrimonio Histórico, definido en la G y  de 
1985. Esto ocasiona el que a veces el Ministerio de Cultura 
redacte planes de actuaciones para monumentos históricos 
que luego tienen que ejecutar otros Ministerios, porque es 
de los presupuestos de éstos de los que se nutre dicho 1 por 
ciento. 

Dice usted una media verdad -que es peor que una 
mentira-, porque señala que el Ministerio de Cultura ha 
invertido cinco millones en la Catedral de Burgos en los 
últimos cinco años, pero se calla que la Administración del 
Estado y los presupuestos de otros Ministerios -concreta- 
mente, el de Obras Públicas-, siguiendo planes elabora- 
dos por el de Cultura, han invertido más de 300 millones. 
Por tanto, intenta usted obtener de un ejemplo incorrecto 
una conclusión general, y se equivoca, porque el Ministe- 
rio de Cultura sigue invirtiendo en catedrales, pero a veces 
sus planes los tiene que poner en práctica la Dirección Ge- 
neral de Arquitectura y Vivienda, o el Ministerio de Asun- 
tos Exteriores, porque el 1 por ciento de las inversiones de 
interés cultural también se nutre de sus fondos. 

Vuelve usted a cometer otra equivocación al pregun- 
tarse por qué los socialistas no hemos incluido en nuestra 
moción el Plan Nacional de Catedrales del Ministerio de 
Cultura. Pero, Senador, Van-Halen, se lo he dicho antes de 
comenzar la sesión, y usted lo sabe: si no lo hemos hecho, 
ha sido por abdicar de cualquier afán de protagonismo. Si 
hubiéramos incluido en la moción el Plan Nacional de Ca- 
tedrales, ustedes hubieran dicho que no la apoyaban por 
estar incluido dicho Plan, que ha fracasado porque el Go- 
bierno lo ha hecho fracasar, etcétera. Como no lo hemos 
incluido, para permitir que todas las actuaciones que se 
pongan en marcha a raíz de esta moción sean protagoniza- 
das por el Plan Nacional del Ministerio de Cultura, o por 
cualesquiera de los de las diecisiete Comunidades Autóno- 
mas, ustedes nos dicen que lo echan en falta. 

Si hubiéramos contemplado en la moción que el Minis- 
terio de Cultura gestionara el 1 por ciento de las inversio- 
nes de interés cultural, nos hubieran dicho que ése era otro 
tema, y lo es, pero ustedes lo han incluido en su enmienda. 
Por tanto, como no hemos incluido en la moción un tema 
que es manifiestamente contradictorio con los principios 
de la misma, ustedes lo han hecho en su enmienda, en la . 
que señalan que se mantenga el principio de la unidad de 
obra. Pero, Senador Van-Halen, si este porcentaje se re- 
fiere al 1 por ciento de las obras y servicios, mantener el 
principio de la unidad de obra quiere decir que si una ca- 
rretera vale cien mil millones de pesetas, hay que invertir 

h 
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los mil millones correspondientes al 1 por ciento en actua- 
ciones culturales en la obra. 

Lo que estamos pidiendo es, pues, exactamente lo con- 
trario: que el 1 por ciento dedicado al interés cultural se 
pueda invertir en catedrales y no haya que hacerlo en la 
obra. Estamos haciendo una llaniada de atención para per- 
mitir que ese porcentaje vaya destinado a los monumentos, 
y en eso estamos todos de acuerdo: ustedes y nosotros. 
Pero usted ha utilizado un turno en contra de nuestra mo- 
ción, y no ha anunciado si va a votar a favor o en contra de 
la misma, aunque me imagino que será a favor, porque el 
portatoz de su Grupo me lo está indicando. Y si van a vo- 
tar a favor de la moción, ¿no cree que su intervención ha 
sido algo confusa y oportunista? ¿No ha tratado de desca- 
lificar pura y simplemente algo que ustedes van a apoyar 
en esos términos? Si fuera tan claro lo que usted ha dicho, 
¿no sería justificable, no ya no presentar ninguna en- 
mienda, sino votar en contra de este ejercicio absurdo de 
oportunismo y confusión del Grupo Socialista? Eso hu- 
biera sido lo coherente, lo menos confuso, lo más claro 
para los ciudadanos, y lo más oportuno desde su punto de 
vista. 

En este sentido, senador Van-Halen, no renuncio a la 
parte del acuerdo. Si ustedes van a votar a favor de esta 
moción, entiendan que su texto no la mejora, sino que 
añade una contradicción, como es mantener el principio de 
la unidad de obra cuando estamos hablando de las catedra- 
les. Añade un deseo de protagonismo del Ministerio de 
Cultura, al que usted ha denostado desde esta tribuna, al 
pedir que sea dicho Ministerio el que protagonice el 1 por 
ciento de las inversiones de interés cultural para, a conti- 
nuación, señalar que no ha hecho nada. Y supone, además, 
una incorrección, como es eliminar de la moción del 
Grupo Socialista el apartado que hace referencia expresa a 
que las actuaciones se realicen en convenio con las Comu- 
nidades Autónomas, que son 1 as administraciones con 
competencia exclusiva en la materia, de la misma manera 
que la Administración del Estado tiene competencia con- 
currente. 

Senador Van-Halen, lamento su intervención, porque 
me parece que este tema merecía otro tratamiento. Creo 
que pya  criticar hay que utilizar cierta mesura en los pro- 
cedimientos. Hace cuatro días, hemos solucionado una po- 
lémica estéril iniciada por dirigentes de su Partido, con 
motivo de las obras de reconstnicción del Liceo, sobre las 
que ustedes han hecho descalificaciones muy groseras, 
comparando monumentos que no tienen ningún punto de 
comparación y señalando cómo un problema de un monu- 
mento tenía algo que ver con otro, y me hubiera gustado 
oírle en esta tribuna alguna afiinación positiva, un detalle 
de optimismo, algo que indicka una posibilidad de enten- 
dernos y trabajar juntos, como ya lo han puesto de mani- 
fiesto la Junta de Castilla y Letin y el Ministerio de Cul- 
tura. 

Yo no voy a entrar aquí, en esta tribuna, en debate con 
la Junta de Castilla y León. Tengo otras posibilidaded de 
enjuiciar su gestión. Me parecí: que usted también tiene 
otras posibilidades de enjuiciar la gestión del Ministerio de 
Cultura. Usted debía haberse pronunciado sobre una ini- 

ciativa del Grupo Parlamentario Socialista. Nos la ha des- 
calificado en los peores términos. Han utilizado algo de lo 
que ustedes a veces tanto se quejan. Simplemente al ver 
quién ha presentado la moción, han escrito un discurso y 
sin esperar a oír lo que íbamos a decir, nos lo han criticado, 
nos lo han descalificado, han presentado una enmienda 
que no tiene nada que ver con su intervención ni con el 
fondo de la cuestión y han hecho ustedes imposible un 
acuerdo que hubiera sido conveniente para todos los gru- 
pos de esta Cámara. 

Nada más y muchas gracias. (Aplausos en los escaños 
de la izquierda.) 

El señor PRESIDENTE: Se abre un turno de portavoces 
para los grupos que no han intervenido en el debate. (El se- 
nador Van-Halen Acedo pide la palabra.) 

El Senador Van-Halen me pedirá la palabra por otro 
concepto, por lo que después de este turno se la daré. 

¿Grupo Parlamentario Mixto? (Pausa.) 
¿Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas Vas- 

Tiene la palabra el Senador Torrontegui. 
cos? (Pausa.) 

El señor TORRONTEGUI GANGOITI: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Buenas tardes, señoras y señores Senadores, voy a in- 
tervenir en relación con la moción del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista, remitida a la Mesa del Senado, sobre la apli- 
cación del 1 por ciento cultural. 

Cualquier iniciativa en orden a promover la conserva- 
ción del patrimonio histórico es encomiable y digna de 
apoyo y, por tanto, mi Grupo Parlamentario de Senadores 
Nacionalistas Vascos apoyará esta moción. Sin embargo, 
esto no legitima «per se» los argumentos y la motivación 
con la que se persigue tal fin. Los objetivos pueden ser 
buenos y los medios para conseguirlos no tanto; los fines 
dignos y las razones pueden ser más bien sospechosas. 
Algo de eso sucede con el planteamiento de esta moción 
que se somete a la consideración de esta Cámara. 

Es extraña la razón que ha llevado al Grupo Parlamen- 
tario Socialista a sustentarse en el argumento del agravio, 
anticipándose a cualquier reacción y presentando a la Ad- 
ministración del Estado como la gran agraviada frente a la 
actitud de las Comunidades Autónomas, que resulta ser 
contradictoria o paradójica. 

El preámbulo de la moción indica que las Comunidades 
Autónomas exigen la intervención inmediata del Estado 
con el mismo calor y convicción con el que denostan el 
resto de los días la carencia de competencias de la misma 
Administración del Estado. También se habla de la supre- 
sión de esta falsa e interesada polémica, etcétera, para con- 
cluir pidiendo un esfuerzo especial en la conservación de 
catedrales, concretamente en la de Burgos. 

Aquí mismo, señorías, hay muchas paradojas. La pro- 
pia moción y la gestión de la Administración del Estado en 
torno a la cuestión que nos ocupa encierra multitud de 
ellas, multitud de contradicciones y quizá algún absurdo, 
pues absurdo es, aunque el calificativo más riguroso sería 
ilegal, que el único criterio de distribución que marca la 
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ley en el artículo que cita la moción no se aplica nunca o 
casi nunca. El criterio referido es el de la aplicación, prefe- 
rentemente el 1 por ciento cultural, en la propia obra pú- 
blica o en el entorno de la misma. Esto que marca la ley no 
se cumple. Pero eso no es una paradoja, sencillamente es 
una ilegalidad. Quienes hicieron la ley se equivocaron y 
fueron quienes presentan esta moción. 

La Comunidad Autónoma de Euskadi interpuso recurso 
de inconstitucionalidad y conflicto positivo de competen- 
cias ante el decreto de desarrollo de la misma. Discutamos 
esto y si fuera necesario, promuévase la modificación. El 
mejor modo de resolver sería la paradoja de que el único 
criterio legal de distribución y aplicación del 1 por ciento 
siga secularmente sin cumplirse, mientras que al albor de 
las urgencias y a toque de trompetas marquemos criterios 
circunstanciales con los que mejor aplicar el 1 por ciento, 
pues el 1 por ciento cultural y las circunstancias de su de- 
sarrollo y aplicación desde el Estado a lo largo de casi una 
década de vigencia de la Ley es una historia en la que la 
Administración del Estado y el Grupo Parlamentario So- 
cialista, por tanto, no pueden presentarlo del modo que 
esta moción lo pretende. 

Las explicaciones que se han dado de la distribución de 
los recursos del 1 por ciento cultural han sido durante mu- 
chos años, digamos que hasta 1991, oscuras y escasas. 
Existen dos informes de 1991 y 1992 que recogen los de- 
talles de la aplicación del mismo; de ellos, un dato resulta 
significativo, más desde nuestra posición de Grupo Parla- 
mentario de Senadores Nacionalistas Vascos, y es que Eus- 
kadi recibió el O por ciento en 1991 y el 0,3 por ciento en 
1992. En alguna ocasión se nos ha indicado que no se cum- 
ple el criterio legal porque podría generar agravios, invir- 
tiéndose más en la Comunidad donde más obras se ejecu- 
taran, y que pretendían hacer una bolsa común con la que 
aplicar los recursos con un mayor equilibrio territorial. Y 
que conste que este argumento del agravio comparativo 
que recoge la moción es el criterio del Ministerio de Cul- 
tura. 

Pues bien, en Euskadi parece que no se aplica ni la má- 
xima legal ni la otra. También resulta paradójico que el 1 
por ciento cultural de un Estado se destine especialmente a 
la conservación de monumentos de carácter mundial, reco- 
nocidos formalmente por instancias como la Unesco, en 
lugar de luchar por que de los recursos que gestionan di- 
chas instancias se detraiga ese 1 por ciento a fin de prote- 
ger los monumentos que desde su ámbito oficial se procla- 
man, pues no puede ocultarse que el destinar recursos or- 
dinarios de financiación a la conservación y mejora del Pa- 
trimonio, como los que han de constitqir el 1 por ciento, a 
programas extraordinarios, y que como tales deben ser 
atendidos, no hace sino desatender la multitud de monu- 
mentos y bienes culturales desatendidos. 

Y para resolver este problema, quizá la solución no sea 
marcar preferencias que siempre serán excluyentes, como 
resulta ser el caso de la moción presentada, sino tal vez so- 
licitar que todos los ministerios transfieran el l por ciento 
cultural que por ley les correspondiera en función de las 
obras públicas que promovieran al Ministerio de Cultura, 
que es el que con mayor conocimiento y planificación 

puede gestionar estos recursos, así como modificar la ley, 
proponiendo que la reserva del 1 por ciento afecte a las 
obras públicas desde un presupuesto de 50 millones, y no 
de 1 O0 millones, como está recogido actualmente en el ar- 
ticulo 68 de la Ley 16/1985, de 25 de junio. 

Señorías, también es necesario manifestarse en contra 
de la enmienda de modificación presentada por el Grupo 
Parlamentario Popular, pues aunque quizá haya podido 
mejorar algo, como es la mención de la necesidad del pro- 
tagonismo del Ministerio de Cultura - q u e  creemos, efec- 
tivamente, que es el que mejor puede realizar la gestión, 
aunque es una generalidad lo que dice al respecto-, se ol- 
vida totalmente de las Comunidades Autónomas, con lo 
cual no introduce ninguna mejora en la modificación. 

Señorías, apoyando la moción presentada, aun discre- 
pando en cuanto a las instrumentaciones y las paradojas 
existentes, estimamos que se deben detraer más recursos 
para estos fines y conseguir una mejor gestión de los mis-  
mos, pues lo demás no es sino desvestir a un santo para 
vestir a otro. 

Nada más, señor Presidente, muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Por el Grupo Parlamentario Convergencia i Unió, tiene 

la palabra el Senador Beguer. 

El señor BEGUER 1 OLIVERES: Señor Presidente, se- 
ñorías, la conservación del Patrimonio histórico y artístico, 
en cualquier país, y concretamente en España, en el que sin 
duda puede calificarse de muy valioso, requiere una gran 
dosis de sensibilización y otra no menos importante de me- 
dios económicos. 

No cabe duda de que durante los últimos años se han 
hecho esfuerzos ingentes para el mantenimiento de este 
Patrimonio histórico artístico, pero el deterioro secular, el 
paso del tiempo, la acción de la contaminación ambiental, 
también la del hombre, han dejado más de una vez nuestro 
Patrimonio en condiciones más que precarias. 

La referencia a la catedral de Burgos, seguramente el 
monumento catedralicio más importante de España, es una 
muestra de la dificultad que se pueden encontrar las Admi- 
nistraciones para mantener un Patrimonio que no sólo lo es 
de la Iglesia o de todos los españoles, sino que está califi- 
cado, como éste, de toda la Humanidad. 

A este propósito, nos satisface recordar que también 
Cataluña ha mostrado su sensibilidad hacia la catedral de 
Burgos. Como saben sus señorías, el pasado sábado la Or- 
questa y Coros del Liceo de Barcelona actuó en dicha ca- 
tedral, y a beneficio de la misma, en un acto al que asistió 
la Reina doña Sofía, los Presidentes de las Comunidades 
de Castilla y León y de Cataluña, la Ministra de Cultura, el 
Alcalde de Barcelona y otras personaiidades. 

No queremos pasar por alto -y a eso se ha referido 
hace unos minutos el Senador Van-Haien- que el pasado 
año se aprobó una moción en la que se instaba al Gobierno 
a que elaborase un convenio en el que se comprometiese a 
definir un plan de actuaciones para ciudades con un casco 
antiguo homogéneo, singularmente para las que han sido 
declaradas Patrimonio de la Humanidad. Quiero precisar 
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que nuestro Grupo se abstuvo en aquellos momentos, y 
creo que el Grupo vasco también; es decir, no se aprobó 
por unanimidad, corrección que quiero hacer a lo manifes- 
tado por el señor Van-Halen. Y nos abstuvimos, muy a pe- 
sar nuestro, por el papel exclusivista que en aquella mo- 
ción se otorgaba a la Federación Española de Municipios y 
Provincias en perjuicio y olvidando a otras asociaciones 
municipalistas. 

Hoy se plantea un problema parecido, el de la conser- 
vación del patrimonio y, concrei amente en este caso, el ca- 
tedralicio. Nuestro voto, esta vez, no puede ser más que fa- 
vorable, ya que no existe ningún elemento distorsionador. 
Es importante -y así se menciona en la moción, pero no- 
sotros queremos hacer hincapié en ello- que las acciones 
que se vayan a emprender para la restauración de nuestras 
muchas veces deterioradas catedrales se realicen en cola- 
boración y mediante convenios con las Comunidades 
Autónomas. Por el contrario, nos vamos a oponer a la en- 
mienda del Grupo Parlamentario Popular, porque entende- 
mos que no mejora la moción, creemos que diluye el con- 
tenido de la misma e, incluso, concede al Ministerio de 
Cultura un protagonismo que, a nuestro juicio, es exce- 
sivo. 

Para finalizar, señorías, dirti que cuanto hagamos por 
las catedrales españolas, evidentemente lo hacemos por 
nuestro patrimonio histórico y cultural común. Como Se- 
nador de una Comunidad Autónoma que goza de ocho so- 
berbias catedrales, y como Senador electo por una provin- 
cia que está orgullosa de sus catedrales de Tarragona y de 
Tortosa, votaremos afiiativarriente la moción para la que 
pedimos ya, en caso de ser aprobada, un seguimiento in- 
mediato. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador Be- 

Senador Van-Halen, supongo que me pide la palabra 
guer. (E1 Senador kn-Halen Acedo pide la palabra.) 

por el artículo 87. Tiene la palabra su señoría. 

El señor VAN-HALEN ACEDO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Lo que más me preocupa del Senador Granado es que 
no se ha enterado del voto. Yo he dicho claramente que es- 
tábamos de acuerdo con el espíritu y con el fondo de la 
moción, lo cual, para cualquier persona que quiera enten- 
der no torcidamente y que habie un idioma en el que nos 
entendamos, significa que vamos a votar sí. No piense us- 
ted que me han convencido sus argumentos, señor Gra- 
nado; no me sea soberbio. Vamos a votar sí porque es lo 
que teníamos pensado (Rumores en los escaños de la iz- 
quierda.) aunque usted ha hecho todo lo posible para que 
votáramos no, hay que decirlo, pero no lo ha conseguido. 

Usted ha manifestado que nosotros decimos que es 
oportunista la moción y que, sin embargo, traemos aquí el 
tema de PSV, que ustedes también conocen, por cierto. 
Esta mañana nos han llamado demagogos, y nosotros les 
llamamos oportunistas. Desde luego, los españoles sabrán 
muy bien dónde están la demagogia, y el oportunismo, y el 
dinero, en un sitio o en otro. 

La mala conciencia del Gobierno de su partido, en 
cuanto a la catedral de Burgos. (Protestas en los escaños 
de la izquierda.) ¡Que los amigos del señor Sotos no se 
molesten! Digo que la mala conciencia del Gobierno de su 
partido, que no ha hecho nada por la catedral de Burgos 
hasta ahora, es la que le ha hecho traer aquí, a usted o a su 
Grupo, la moción que estamos viendo esta tarde. Mala 
conciencia que llega a la catedral de Burgos, a la de León, 
al Acueducto de Segovia y a una desastrosa protección del 
patrimonio histórico artístico en España. 

Usted dice que nosotros hemos hecho juicios de valor, 
¿y que es, sino un juicio de valor, cuando usted dice: es que 
si nosotros hubiéramos traído en la moción en vez de esto, 
esto otro, hubieran dicho que lo traíamos porque el Minis- 
terio ... ? Señor Granado, usted se ha pasado su confusísima 
intervención haciendo juicios de valor. (Protestas en los 
escaños de la izquierda.) Espero que lo hayan entendido 
ustedes también, no sólo nosotros; si lo hubieran entendido 
sabrían que ha sido confusa. 

Señor Granado, no me va a llevar al huerto que quiere. 
El Ministerio de Cultura no es malo porque exista, es malo 
porque ustedes lo han hecho malo. Es más, luego usted se 
queja mucho, creemos que con razón, de que el 1 por 
ciento cultural lo utilice el Ministerio de Asuntos Exterio- 
res, y lo ha dicho usted como una cosa muy mala. Pues vo- 
ten ustedes la moción, porque lo que pedimos es que lo uti- 
lice el Ministerio de Cultura, entre otras cosas porque sus 
compañeros del Congreso de los Diputados, en febrero de 
este mismo ano, lo han votado. 

Ha caído en otra contradicción. 
Igual que cae en otra contradicción cuando se queja us- 

ted porque tampoco entiende -pero se lo voy a explicar 
rápidmente- el hecho de decir que es preferente el uso 
de la obra única en el 1 por ciento cultural. La palabra 
«preferente» tampoco quiere decir excluyente, ni obligato- 
rio, ni imperativo, luego el Ministerio de Cultura es el que 
podría determinar en qué casos se aplicaba el porcentaje en 
un sitio o en otro. 

Usted dice que no rectifican, pero gracias a una en- 
mienda, la número 42, a la Ley del Patrimonio del año 
1985 se incorporó lo de la obra única. ¡No nos eche usted 
encima ahora a nosotros la obra única, cuando se incluyó 
en la Ley gracias a una enmienda socialista! Señor Gra- 
nado, no está usted muy afortunado. 

Por otra parte, algunos portavoces de otros Grupos han 
dicho, coincidiendo con nuestra tesis, aunque han sido más 
duros que nosotros, que ustedes han cometido ilegalidad 
en la utilización del 1 por ciento cultural. Nosotros eso no 
hemos llegado a decirlo. 

El señor PRESIDENTE: Senador Van-Halen, le ruego 
que vaya concluyendo. 

El señor VAN-HALEN ACEDO: Y en cuanto a que no 
hemos hablado de las Comunidades Autónomas, al incluir 
su Plan de Catedrales - q u e  es el Plan de Catedrales de to- 
dos los españoles, no sólo suyo- nosotros entendíamos 
que iban incluidos los convenios con las Comunidades 
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Autónomas, ya que todas las Administraciones tienen, evi- 
dentemente, el mismo interés en el Patrimonio. 

Usted ha dicho que la Administración Central del Es- 
tado ha empleado cientos de millones en la catedral de 
Burgos, y a este respecto yo no puedo decirle nada, porque 
cuando esto se publique en el «Diario de Sesiones» lo que 
quedará, evidentemente, es que la Ministra dijo que no hay 
dinero para la catedral de Burgos y no que ustedes han em- 
pleado cientos de millones en la catedral de Burgos. Eso, 
señor Granado, por mucha buena voluntad que tengamos, 
no nos lo vamos a creer. Aquí están los gráficos de lo que 
se emplea en la catedral de Burgos, y han sido cinco millo- 
nes desde el año 199 1. 

No voy a entrar en las competencias exclusivas a las 
que se ha referido, porque, evidentemente, el debate que 
tenemos ahora no es el de si las Comunidades Autónomas 
tienen competencias exclusivas en la defensa y protección 
del Patrimonio, pero, por favor, léase usted el artículo 
149.1 de la Constitución. (Aplausos en los escaños de la 
derecha. ) 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Por el mismo turno y por el mismo tiempo, tiene la pa- 

labra el Senador Granado. 

El señor GRANADO MARTÍNEZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Senador Van-Halen, me quiero quedar con lo mejor. 
Hace cuatro días al Presidente de la Comunidad Autónoma 
de Cataluña, cuando visitaba Burgos con motivo del con- 
cierto, le preguntaban por la polémica entre el Liceo y la 
catedral de Burgos, y decía: Me he olvidado. Pues yo me 
quiero olvidar de su intervención, se lo digo con toda fran- 
queza, porque no me parece lógico subir a esta tribuna a 
decir en su última intervención que yo he hecho todo lo po- 
sible porque ustedes votaran que no a la moción; Senador 
Van-Halen, si yo he hecho todo lo posible usted no me ha 
andado a la zaga, no se ha quedado corto, yo creo que ha 
dado argumentos más que sobrados para que su Grupo vo- 
tara en contra. Me da la impresión, incluso, de que ha he- 
cho una intervención preparada para decir que no y al final 
ha dicho que sí porque ha entendido que lo que pedíamos 
era tan razonable que ni siquiera en su discurso cabía la 
opción de al final anunciar el voto negativo. 

Juicios de valor hacemos todos, Senador Van-Halen, 
pero yo no intento llevarle a usted al huerto, eso se lo 

puedo jurar, y también le puedo decir que tampoco intento 
que me confunda usted con la Ministra de Cultura, somos 
bastante diferentes en aspecto y forma. (Risas.) 

Yo no voy a entrar a discutir sobre la gestión del Minis- 
terio de Cultura, ni tampoco sobre la gestión de la Junta de 
Castilla y León, pero sí le garantizo una cosa: sobre lo que 
ha invertido cada Administración Pública en la catedral de 
Burgos en los últimos 5 ,  10, 15, 20 ó 25 años, Senador 
Van-Halen, yo sé algo más que usted; repito, yo sé algo 
más que usted. Y si yo le digo algo, dé usted por bueno lo 
que yo le diga. Y si me equivoco no tenga usted ningún in- 
conveniente en recordármelo para que rectifique en esta 
tribuna. Si yo le digo que han sido más de 300 millones, 
han sido más de 300 millones. 

No voy a entrar en otro tipo de consideraciones sobre la 
moción. Creo que la moción era el parecer del Grupo Par- 
lamentario Socialista cuando la ha presentado a esta tri- 
buna, debe servir para solventar polémicas, no para esta- 
blecer nuevas polémicas, para abrir un espacio de acuer- 
dos, no para abrir nuevos desacuerdos. Yo, sinceramente, 
Senador Van-Halen, doy por olvidada su intervención y es- 
pero que usted no la recuerde mucho muchos días. (Aplau- 
sos en los escaños de la izquierda.) 

El señor PRESIDENTE: En primer lugar, se somete a 
votación la enmienda suscrita por el Grupo Parlamentario 
Popular a la moción número 42 del Grupo Parlamentario 
Socialista. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 208; a favor, 91; en contra, 11 7. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
A continuación, se somete a votación la moción del 

Grupo Parlamentario Socialista, defendida en esta tribuna. 
Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 206; a favor, 206. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Se levanta la sesión. 

Eran las dieciocho horas y treinta minutos. 



Imprime RIVADENEYRA, S. A. - MADRID 

Cuesta de San Vicente, 28 y 36 
Teltfono 547-23-00.-28008 Madrid 


